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ADVERTENCIA. 



La acogida favorable que este tratado há merecido 
del público , en particular de la juventud estudiosa del 
país , y los muchos pedidos que de él se hacen diaria* 
mente , motivan su reimpresión ; mas ya que este manual 
se ha convertido en un texto para el estudio del Dere- 
cho púUico interno , el autor considera como un deber 
de conciencia y de patriotismo con^gnar aquí acunas 
ideas que den á conocer el verdadero espíritu dé láóbrá^ 
y el verdadero significado de los principios que ella- ex«* 
pone. 

El que subscribe no tiene embarazo alguno para 
afirmar que el principio de autoridad es de origen divi- 
no ; y menos teme que esta opinkwi, tan clara y d^ sen* 
tido común , sea rechazada 6 contradicha por personal 
de sano criterio y de razón ilustrada. 

Puesto que Dios ha señalado á todo lo que existe 
leyes que rijan la conservación y el destino especial de 
los seres , la sociedad que es una parte de esa universal 
existencia , debe estar , y se halla en efecto sujeta Me- 
yes providenciales de cuyo cumplimiento depende la rea- 
lizacidri de su fin supremo : esto es , su conservación y 
perfección. Y como por poco que se medite , se recono- 
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ce y comprende que la conservación y perfección de la 
sociedad, ya se la mire en su conjunto 6 en los in* 
dividuos que la forman , estriba en el cumplimiento es* 
tricto de la justicia, tanto en lo que se debe á Dios, co- 
mo en lo que á cada hombre corresponde en virtud de 
sus particulares derechos , es indispensable que la justi- 
cia para con Dios y para con los hombres tenga una 
aplicación completa en la sociedad. La observancia, pues> 
de la justicia es el primero y esencial deber de la socie- 
dad y de los miembros que la componen; pero la justicia 
no se puede observar sin conocerla, y es por tanto in- 
dispensable un precepito que la revele y que exija su rps^ 
peto; mas para que exista ese precepto es absolutamen- 
te necesario que haya Ama autoridad que lo dicte y qua 
lo haga cumplir ; la autoridad e$ pues necesaria en la so- 
ciedad, como lo es el precepjto que ella dicta, y coma 
son necesarias la juatidia que ese prec^ito revela y la& 
l^yes eternas y providenciales, que, tendiendo. al cumpli- 
miento de la justicia, llevan en su realización los ñnesi 
providenciales de la saciedad , á sajber, la conservación. 
y la perfección* 

La autoridad es pues de origen divino , ó mejor di- 
cho , está en Dios ,, como está en el el dominio absoluta 
y completo d§ todo lo creado , desde el mas pequeño in- 
secto hasta el hombre , desde el átomo liasta el mas gran- 
dioso y esplendente de los astros que embellecer) la na? 
turaleza: la autoridad está en Dios, porque en su in- 
teligencia infinita y en su voluntad soberana se contic; 
nen los profundos designios porque ha dado vida y for? 
ma á lo que no tenía ni forma ni vida : en Dios.^stá la 
autoridad, porque de su sabiduría sin limites y de su po- 



dor también, sin límites, nacen y dependen las leyes baja 
las cuales ha querido sistemar todo cuanto; existe. 

No está pues la autoridad en el pueblo : en este no 
hay mas que el deber de respetar y de hacer que se res- 
pete lo que es justo ; por consiguiente en el pueblo no hay 
manque la obligación de obedecer la ley en tanto que 
esta es justa y subsiste , como también la oWigacion de 
hacer que se varíe cuando el precepto no es ó deja de 
ser la expresión de la justicia. 

Si en el pueblo no está la autoridad, no puede él 
tampoco transmitirla á los individuos que la ejercen, por- 
que á n3.di^ es dado transmitir lo que no tiene ; pero co- 
mo ea preciso que la autoridad se ejerza por alguien, y 
como los .actos de los que están investidos de ella pue- 
den refluir en ..provecho ó en daño de la sociedad ó de 
los particulares; como los que tienen á su cargo el de- 
sempeño de, la autoridad pueden emplear este instrumen- 
to divina piai'a dar cumplida satisfacción á viles ó mez« 
quipas pasiones , propias, ó de estraños ; como pueden 
contrarisM^ esqs. mismos principios de justicia, para cuya 
n^anifestaoipn ytXespíBtorepiben la autoridad; como la so- 
ciedad estk en e\ deber de ^acer que rija loji3sto,y tiene 
el derecho de v^r por lo que la conserve y mejore, y se 
h^lla obligada á impedir que prevalezca lo injusto, y tie- 
pe derecl^o de, rechazar lo. que le dañe ó impida su pro* 
gjreso ; y jeomo en fin, la sociedad no puedi? cumplir ea^ 
d^ber^s, ni hacer efectivos esos derecho^ sin designar 
4^^. personas, que hayan de ejercer la autoridad, el pue^ 
b^^ ó mejor didio , la sociedad tiene el derecho de ^e- 
^ir á. los ,q^^,ban de mandar , y el deber de que su elec- 
ciqn re€a,igft. sobre los que, por sus aptitudes y por su$ 
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cualidades morales, ofrezcan ias mayores garantías de que 
habrán de hacer uso de la autoridad que adquieren por 
la elección en realizar la justicia. 

En este sentido el pueblo es soberano. 

Esta idea de la soberanía popular , la única que ra- 
cionalmente puede admitirse , establece un completo en- 
lace, una perfecta unidad entre los derechos y los debe- 
res del pueblo, y fija sus relaciones naturales con los hom- 
bres á quienes se encomienda el poder. 

Porque la socidad tiene el derecho de conservarse y 
de perfeccionarse, y deque los derechos de todos sus 
miembros sean respetados , tiene el derecho de elegir á 
los que con el ejercicio del poder han de influir eficaz- 
mente en que la sociedad se conserve, perfeccione y vea 
respetados los derechos de todos los individuos que la for- 
man : por el deber y el derecho que la sociedad tiene de 
que impere lo justo , está obligada á que su elección re- 
caiga sobre los que mayores garantías ofrezcan de que 
lo justo prevalecerá, es decir, sobre los mas aptos y mas 
morales. Porque la autoridad no e^tá en el pueblo, sino 
en Dios , cuyo ejei^cicio se transmite con el hecho de la 
elección á los hombres que la sociedad elije; porqué el 
ejercicio de la^utoridad es necesario para que lo justo se 
realice, y por la obUgacion sagrada que tiene el pueblo, 
que la sociedad tiene de que predomine la justicia , el 
% pueblo, la sociedad está en el deber de respetar á la 
autoridad , y de obedecer la ley que esta dicta y los me- 
dios que señala para su ejecución. Por el derecho que 
el pueblo tiene de conservarse y de perfeccionarse y^de 
que todos los derechos privados sean garantidos; y por 
el deber en que está de velar porque la justicia prepon- 
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(Icre y sea la única norma de todos, del pueblo como de 
los que ejercen el poder i el pueblo tiene derecho de im- 
pedir que la injusticia prevalezca, de rechazar todo acto 
injustb de los que invisten la autoridad , de resistir , con 
sujeción á los modos determinados por la ley que la in- 
justicia se perpetre , y de variar en la época y en la for-' 
maque la ley prefije á los que abusandela autoridad cu- 
yo ejercicio les filé encomendado por el órgano de la 
efeecion. 

Así pues, el respeto sagrado á la ley, la obediencia 
á la autoridad y el derecho de resistencia legal son con- 
secuencias que entraña el jMrincipio de la soberanía po- 
pular tal cual lo comprendemos i esto es , como la facul- 
tad que el pueUo tiene de elegir y de velar por medio de 
la elección» que la justicia y tocbs los verdaderos derechos 
e^ intereses sociales queden satisfactoriamente garantidos^ 
La realización de esas consecuencias y del principio 
que las ccmtíene es el objeto del sistema del Gobierno re- 
presentativo , y no proponiéndose el tratado que hoy se 
reimprime^, sino^darlaesplicaeion de ese sistema, siáo ver 
como él fimciona, ó como debe prácticamente fimcionar, 
el lectoi^ notara la (disonancia que hay entre las ideas 
que él contiene con las que se expresan m esta adven- 
tcnm , y reconocerá , teniendo presente estas últimas, 
d verdadero significado del sistema representativo. 

&i efeto, puede/el pueblo aimsar de sus facultades^ 
puede icdvidar sus deberes, puede elegir á hombres in*^ 
dignos de investir la autoridad , ó puede conseguir, si su 
fuerza material se lo permite^ y eu fascinación á ello lo 
arrastra » i|ue preponderen por algún tiempo la maldad 
y la injtRsticísu Mas el pueblo que msí ¡M^ocede y sufre al 



Vllf 

fin y duiamenie el castigo de sus estravíos y de sute (tiU 
tas , porque ó le aflije la anarquía con su cortejo de in- 
fortunios sin cuento, ó queda bajo el yugo de* ün déspotí^ 
que la Providencia le envía, parfí que lo domine y le han 
ga cumplir por la fuerza el deber que no quiso ó no pu-' 
do observar con su propia libertad* 

Pueden también los hombres constituidos en auto- 
ridad, contrariar el objeto para que la han recibido, 'y 
cegados por sus pasiones , entronizar la perversidad y la 
injusticia, atentará todos los derechos y sacíiócar á sus 
intereses los intereses sagrados déla sociedad^ Estoshom- 
bres que así faltan á sus deberes, que así dañai^ que así 
traicionan la confianza en ellos depositada , se hacen reos 
de lesa divinidad y de lesa sociedad í su crimen es in-» 
menso , porque son inmensa;^ la perniciosa influencia y 
la inmoralidad de sus actos í y el castigo que sobm ellos 
caiga debe ser terrible como es trascendental!» iniiiora- 
lidad y la gravedad de sus delitos. E3 sisteifta represen- 
tativo, que reconoce en el pueblo el derecho áe elcgii* 
y el de proceder en su elección con acierto , porqtie a^i 
lo reclama la justicia; el sistema representatiíVo,¿que se* 
ñalandoal pueblo laí obligación de observar yete que vele 
porque rija lo justo 9 le demuestra que es también su de* 
bcr sujetarse á la ley y respetar su autoridad ; pero que 
también; es» <su derecho oponerse á la 'iigusticia:, destituir 
conforme á la ley , aJ .qAse aÜDÍusa del podejr , y >haceT que 
el deliiicuente süfi'a el condigno castigo de sús.^tas: ei^ 
fin, el uistema representativo que todo estO' demuestra^ 
porque á todo esto- tiende,eB el'sistónaque proolaraael 
principio de libertad, pfero también elfdereqripnsabilidad 

{Tor toda licendaí por todd acto dequlmerioáí^libcirtafl.' 

FELIPE MASÍAS. 



INTRODUCCIÓN. 



Resumen general de los derechos del hombre. — Necesidad 
de reglas adecuadas para garantirlos. — Idea y funda- 
mento del derecho público.— Su división en externo 6 
internacional, é interno. — ^División del derecho público 
interno en constitucional y administrativo. — ^Distinción 
del derecho público, así interno como externo, en filo- 
sófico y positivo. 

Todos los derechos del hombre se comprenden en el 
de personalidad, esto es. en el que le corresponde como 
ser dotado de razón y libertad, y en virtud del cual puede 
exijir se respete el ejercicio de esta y de las facultades 
que. forman su razón, que es en lo que consiste el dere- 
cho de libertad; y como para que esas facultades y esta 
libertad se ejerzan son precisos los medios indispensables» 
resulta que en los derechos de übertad y propiedad, que 
son partes integrantes del de personalidad, se reasumen 
todos cuantos derechos puede el hombre tener. 

Si pues en los derechos de libertad y propiedad se 
comprenden todos los del hombre, siendo preciso que es- 
tos derechos se desarroUen, mediante los auxilios recípro- 
cos que los individuos se presten; y siendo igualmente in- 
dispensable que estén asegurados, en cada uno de esos 
mismos individuos, de los ataques que pudieran sufrir de 
un tercero, es necesario que en la sociedad se establezcan 
cuantas reglas de conducta sean adecuadas, y por consi- 
guiente eficaces, para que los derechos individuales sean 
respetados y se desarrollen. 

El respeto y desenvolvimiento de los derechos indi- 
viduales de libertad y propiedad, es el fin de la sociedad 
y también su derecho; y el me'dio seguro de conseguir es- 
to, estriba en el establecimiento de la autoridad, encarga- 



da de reconocer esos derechos, de ponerlos en armonía y de 
hacerlos respetar de todos. Las relaciones, pues, que 
entré dicha autoridad y la sociedad existen, tienen por 
base los derechos naturales que se comprenden en la cla- 
sificación general de los flerechos de libertad y propiedad; 
y como estos mismos derechos deben ser respetados por 
ptra sociedad distinta, así como deben serlo por un indi- 
viduo los de otro individuo diverso, resulta que el derecho 
públicQt que se ocupa de las relaciones entre una socie- 
dad y la autoridad que la dirije, y de las relaciones de de- 
recho de las diversas sociedades entre sí, no es mas que 
d derecho natural considerado respecto de la sociedad. 

De las precedentes reflecciones se dedúcela división 
del derecho público en extemo ó internacional é interno. 
El primero es el coiyunto de principios que reglan las re- 
laciones d&derecho natural que existen entre las naciones. 

El derecho público interno se divide en constitucio- 
Bal y administrativo. El primero es el que regla las rela- 
ciones que median entre los diversos poderes que en su 
conjunto componen la plena autoridad pública. El se- 
gundo es, el que regla las relaciones ya mediatas, ya di- 
rectas de estos poderes con los derechos de los asociados. 

Tanto el derecho público externo como el interno se 
distinguen en filosófico y positivo. El primero es el que, 
basándose en el conocimiento de la naturaleza de la so- 
ciedad, presenta los principios absolutos reguladores de 
his relaciones de las sociedades entre sí, y de la autori- 
dad con la sociedad que la rije. El derecho positivo, así 
.'ntemo como externo, es el conjunto de disposiciones ex- 
presas, que arregladas á*sus respectivos principios filosó- 
ficos, los reconocen y declaran obligatorios. 



SECCIÓN PRIMERA. 

CAPITULO PRIMERO. 

DE LA ORGANIZACIÓN NATURAL DE LA SOCIEDAD 
Y DEL ORIGEN Y CARACTERES DE LA LEY. 

I. 

DE LA ORGANIZACIÓN NATURAL DE LA SOCIEDAD- 

Necesidades humanas,— Fuerzas que el hombre posee pa^ 
ra procurarse los medios de llenarlas. — ^Las necesnlaaes 
son el primero y mas eficaz estimuló de perfección hu- 
mana. — Examen del origen de la sociedad, y defiíücion 
de esta. — ^En qué estriba el principio de la unidad 9Ch 
cial. — Idea de la fuerza social 

El hombre tiene que llenar un fin, que consis- 
te en su conservación física y en sú perfección inte- 
lectual y moral. Para poderlo llenar há menes* 
ter de los medios que le sean adecuados, y que potf 
consiguiente los sean á su doble natui'aleza física 
y espiritual. Á esta doble relación que existe en- 
tre la naturaleza del hombre y los medios apropia- 
dos á ella y al fin que há de llenar, se dá el tXñt^ 
bre de necesidad: según esto , las necesidades soñ 
físicas y morales. Las primeras se refíereri /al 
cuerpo, cuyo^fin es la conservación: las seguiídtó 
al espíritu, cuyo fín es la perfección. 

Pero si el hombre esperimenta necesidades, 
esto es, si há menester de los medios indispensa- 
bles para conservar su cuerpo y perfeccionar su es- 
píritu, tiene también en sí las fuerzas precisas pa- 
^ ra procurarse dichos medios. Tales fuerzas son: 



el entendimiento, que le indica, á medida que mas 
se aclara y enriquece de conocimientos, los modos 
mas acertados y eficaces de obrar: la voluntad, que 
estimulada por las necesidades se resuelve a obrar: 
y los órganos físicos, dispuestos de manera que pue- 
dan ponerse en acción, según el querer de la volun- 
tad ilustrada por la inteligencia. 

Fácil es comprender por lo que precede, que 
cuanto mas numerosas y variadas sean , como su- 
cede en realidad, las necesidades que en el hom- 
bre, y por consiguiente en la sociedad van sucesi- 
vamente apareciendo, y cuanto mas activas sean 
esas mismas necesidades, numerosas y variadas, 
tanto mas enérgicos son los estímulos que excitan 
á la voluntad humana para obrar y á la inteligen- 
cia para indagar los modos adecuados de adquirir 
los mas cuantiosos y diversos medios que son pre- 
cisos. Quiere pues decir esto, que las necesidades 
son el motivo por el cual el hombre se hace cada 
vjez mas activo y perfecto, puesto que por ellas su 
voluntad vá progresivamente adquiriendo nuevos 
grados de energía, y su entendimiento se vá cada 
.vez haciendo mas perspicaz é ilustrado, porque tie- 
ne que ensanchar el círculo de sus indagaciones: 
asi que, lejos de comprimirse el desarrollo de las 
necesidades humanas, debe hacerse todo lo posible 
porque estas aumenten y sean mas variadas. 

^Pero si bien es cierto, que empleando el hom- 
bre sus propias fuerzas llegaría á proveerse de los 
objetos precisos para. satisfacer, aunque imperfec- 
tamente, sus primeras y mas urgentes necesida- 



des; también es verdad, que jamás podría conse- 
guir, reduciéndose á ellas solas,' los medios indis- 
pensables para llenar las otras nuevas y diversas 
necesidades que ha de ir forzosa y sucesivamente 
experimentando. Por esto, y por el instintivo sen- 
timiento que impulsa al hombre á unirse á sus se;- 
mejantes, reúne sus fuerzas á las de estos, obte- 
niéndose por tal reunión, y en favor de cada uno 
de los asociados, un resultado, asi en bienes mate- 
riales como en ideas útiles, incomparablemente 
mucho mayor que el que obtendrían, si cada uno 
de esos mismos individuos empleara sus fuerzas 
de una manera aislada. Hé aquí, pues, el origen 
de la sociedad, y el motivo que asegura su existen- 
cia, 6 lo que es igual — la sociedad es la reunión de 
los hombres formada por una inclinación natural 
que los impulsa á unirse, y fortificada á influjo de 
un interés común. 

Resulta de estas ideas, una vez perfectamen- 
te comprendidas, que todos los intereses inétividua- 
les se hallan\íntimamente relacionados en la so- 
ciedad, de manera que el incremento ó menoscabo 
que sufran algunos de ellos refluye en provecho ó 
daño de los otros; pues como la fuerza de cada aso- 
ciado se aumenta con la mayor energía de las fuer- 
zas de los demás, si las de estos acrecen 6 se debi- 
litan, indirecta pero muy realmente se aumenta 6 
minora la fuerza de aquel. En esta reciprocidad 
de los intereses privados, y en esta necesaria acción 
y mutua reacción délas fuerzas individuales, estri- 
ba el principio de la unidad social. 
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Las fuerzas de todos los asociados, obrando 
cada uno por sí y en determinado sentido , pero 
siempre en relación necesaria con el ejercicio de 
las fuerzas de los demás, se presentan en su con* 
junto, mediante una combinación prodigiosa de tor 
das ellas, realizada por la distribución de los tra* 
bajos según las aptitudes de cada hombre , como 
una sola fuerza que es la que constituye la fuerza 
social, y ofrece una suma de resultados proporcio- 
nada á su intensidad. Esta intensidad se aurneur 
ta con la agregación sucesiva de una parte maa 6 
menos grande de los resultados materiales obtenir 
dos por el ejercicio inmediatamente anterior d^ 
esa misma fuerza social, y con el caudal de varia*' 
dos conocimientos que la observación constante de 
la naturaleza y el estudio incesante en todo gene- 
ro de idea^ vá diariamente depositando en el seno 
de la sociedad. Esta fuerza nunca puede parali* 
zar su acción, porque en la sociedad , del mismo 
modo (jae en el individuo, el lleno de unas nece* 
sidades despierta otras nuevas y cada vez mas di- 
versas. 



DEL ORIGEN Y CARACTERES PE LA LEY. 

Neceádad de las leyes. — Requieren el exacto conocimieür 
to del derecho ó interés á que se refieren.— Graves in- 
convenientes de las leyes qnc no llenan e§ta condición. 
---Necesitan igualmente para tener fuerza obligatoria, 
la aceptación expresa 6 tácita del pueblo. — Definición 
de la ley. — Sus caracteres. 

Por el análisis que llevamos hecho del origen 
y existencia de la sociedad se vé, que dos circuns- 
tancias, una natural y otra en cierto modo artifi- 
cial, son las que la dan nacimiento , la conservan 
y la hacen prosperar. La circunstancia natural, 
qtre es la que esplica su origen, es el instintivo sen- 
timiento que impele á todo hombre á unirse á sus 
semejantes. La artificial, que es la que conserva 
y asegura mas y mas la existencia de la sociedad 
promoviendo su progreso, es el interés común, 6 
lo que es igual, ^1 convencimiento intimo que cada 
asociado abriga de lo insuficientes que son sus fuer- 
zas aisladas para procurarse los medios que sus 
necesidades demandan, y de lo mucho que con 
ellas consigue cuando obran en relación con las 
fuerzas de los demás. Ahora bien, como las fuer- 
zas de cada hombre^ es decir, como sus facultades 
y todos sus recursos deben ensacharse y perfeccio- 
narse á medida que se ensanchen y perfeccionen 
las facultades de los otros asociados, es interés de 
todos y de cada uno que se respete la justa liber- 
tad de acción de las fuerzas individuales, y que se 
dé á todas y á cada una de las personas que for- 



man la asociación la plena seguridad de que no se- 
rán turbadas en el uso natural y justo que hagan 
de sus facultades, ni en la posesión ' y goce de los 
medios que por ellas obtengan. Se consigue dar 
esa plena seguridad, por medio de ciertas disposi- 
ciones que, emanadas de una autoridad encargada 
de hacer valer lo justo, y de atender á las opinio- 
nes y deseos de todos ó de la mayor parte de los 
asociados, declaran los derechos y la obligación de 
respetarlos, ^ales disposiciones son las leyes ; y 
son esencial, y por tanto absolutamente indispen- 
sables para conservar y robustecer la armonía de 
todos los intereses que existen en la sociedad. 

Mas para que las leyes produzcan tan prove- 
choso resultado es preciso que se dicten con perfec- 
to conocimiento de los derechos é intereses que han 
de protejer, y que tanto por el origen de que ema- 
nan, como por la pena que en ellas se imponga á 
sus infractores, sean respetadas y obedecidas dé 
todos. 

Debiendo dictarse las leyes con perfecto cono- 
cimiento de los derechos é intereses que han de 
protejer, ó lo que es igual , debiendo ser las leyes 
la espresion exacta de los derechos y necesidades 
por que han de velar, es claro que toda ley que no 
se base en la cabal apreciación del interés á que se 
refiere y de las relaciones naturales en que dicho 
interés esté con los demás, así individuales como 
colectivos de la sociedad, lejos de ser provechosa, 
será en cstremo perjudicial; porque ni proteje y fo- 
menta cual debiera hacerlo, el interés que está Ha- 
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mada á protejer y fomentar, pues »in couocerlo 
perfec|tamente se há dictado la ley; ni consolidará, 
sino que antes bien puede contrariar la armonía 
de los intereses con los que aquel está en relación, 
pues esta se desconoció 6 no se tuvo en cuenta al 
crear dicha ley. 

Por otra parte, aunque el lejislador , ya sea 
una sola persona, ó un conjunto de personas, pero 
siempre designadas por el pueblo, tenga exclusiva 
facultad para dictar la ley, se requiere no obstan- 
te para que en esta haya fuerza obligatoria, la 
aceptación expresa ó al menos el consentimiento 
tácito de todos ó de la mayor parte de los asocia- 
dos. Este principio, que se deriva del déla sobe- 
ranía popular y de las razones en que tal sobera- 
nía se funda, tiene su real aplicación cuando se 
promulgan las leyes denominadas fundamentales, 
y se supone igualmente aplicado cuando se esta- 
blecen las demás disposiciones que en su conjun- 
to forman las diversas partes de la lejislacion se- 
cundaria. 

Por todo lo que llevamos dicho acerca de la 
ley, podemos formular su definición diciendo: que 
es la disposición, que emanada de una autoridad 
competente, declara un derecho y la obligación de 
respetarlo imponiendo la correspondiente pena á 
sus infractores. 

tíe esta definición y de las ideas que entran 
en el análisis en que se apoya, se deduce , que los 
caracteres de la ley, y en virtud de los que esta 
po«ee una verdadera fuerza obligatoria, son 1* Que 



-10- 

declare un derecho : 2^ Que de todos sea conoci- 
da, para lo cual es preciso que se la promulgue 
según los modos establecidos: 3* Perpetuidad, es 
decir, que ílure tanto tiempo cuanto subsiste el de- 
irecho que garantiza: 4^ Aceptax^ion espresa ó tá- 
cita de la sociedad. 5- Que emane de una auto- 
ridad competente: & Sanción penal, esto es, que 
señale la correspondiente pena á sus infractores. 
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CAPITULO SEaUNDO. 

DE JiA soberanía Y SUS LIMITES, 
y DE Sü DELEGACIÓN. 

I. 

DE LA soberanía Y SUS LIMITES. 

Definición de la soberanía popular. — ^Primer fundamento 
en que se apoya. — Otra consideración que prueba su 
verdad. — ^Demostración á posteriori de la soberanía po- 
pular. — ^Límites racionales de esta soberanía. — ^Perni- 
ciosas consecuencias prácticas que resultarían de admi- 
tirse la soberanía popular absoluta. 

*'La soberanía es el derecho que la socijedad 
tiene de proveer á la conservación de sus dere^» 
y á la prosperidad de sus intereses". 

Hemos visto que las leyes, según el modo c»- 
mo son formadas, tienen precisamente que influir 
en provecho ó en daño de la sociedad, é idéntica» 
efectos tiene igualmente que producir su buenit ó 
maW aplicación. Siendo esto así, no cabe dud?. 
que en el seno mismo de la sociedad, y en la can- 
tidad de los derechos individuales se encuentraa^ 
las circunstancias y los motivos que determinan 
la justicia ó injusticia de la ley y la justicia ó in- 
justicia de su aplicación; por consiguiente , mien- 
tras d pueblo no acepte una ley propuesta, ya sea 
porque ataque los intereses comunes ó los dere- 
chos privados, esa ley carece de real validez; y 
mientras rechaqe, por idénticas razones, los modog 
adoptiados para su ejecuciop, esta carece de verda- 
dera y justa fuerza. Si pues mientras queI»so-^ 
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eíedad no acepta una ley ó los modos de su ejecu- 
ción, ni aquella tiene validez ni esta debida y se- 
gura subsistencia; es claro que en último resulta- 
do el verdadero creador de la ley y el ejecutor 
virtual de ella es el pueblo, quien , en guarda de 
sus derechos y del progreso de sus intereses, tiene 
el derecho indisputable de admitir lo que es jus- 
to y le conviene, y de rechazar lo injusto y lo que 
le daña. 

Si á esta consideración, que 'demuestra que la 
sociedad es en último término quien dá existencia 
á la ley y verdadera fuerza á su ejecución, se aña- 
de que él pueblo tiene amplia facultad , fundada 
en el derecho natural, para retirar su confianza á 
los que en su nombre y por designación suya re^ 
presentan sus intereses, y también para privar 
del ejercicio de la autoridad á los que habiéndose- 
la él encomendado para que la emplearan en su 
hombre y provecho, abusan de tal poder en daño 
de los derechos de la sociedad y del individuo; si 
pues se tienen en cuenta estas dos consideraciones, 
preciso será concluir que. el pueblo es soberano, 
porque la soberania consiste en "el derecho que la 
sociedad tiene de proveer á la conservación de sus 
derechos y á la prosperidad de sus intereses" y el 
ejercicio de ese derecho no tiende á otro objeto que 
al objeto mismo de la soberania. 

Pero si las ideas que llevamos expuestas de- 
muestran á priori la soberania popular, puede dar- 
se también de ella una demostración á jposteriori; 
piies la experiencia comprueba que cuanto mas 
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avanza la sociedad, cuanta mayor fuerza vá adqui- 
riendo, es decir, cuanta mayor suma de medio» 
materiales y de variados conocimientos posee, tan- 
ta mayor es su aptitud para proveer por si misma, 
y sin el inmediato y directo concurso de la autori- 
dad, á su propio adelantamiento, á la armonía de 
todas las relaciones é intereses individuales y co- 
munes, y á la mayor garantía de los derechos so- 
ciales y privados; y como en ese poder consiste, se- 
gún hemos dicho, la soberanía, el pueblo es esen- 
cialmente soberano. 

Pero si bien el pueblo es soberano , y si bien 
la soberanía consiste en el derecho que la sociedad 
tiene para proveer á la conservación de sus dere- 
chos y á la prosperidad de sus intereses, es preci- 
so también admitir que dicha soberanía está limi- 
tada. El límite lo determinan los principios de 
eterna justicia, y por tanto los derechos particula- 
res; porque como el objeto de la soberanía no es 
otro que la garantía de estos derechos y la armo- 
nía de los intereses privados que ellos suponen, y 
la consiguiente armonía de los intereses comunes; 
es claro, que si la soberanía fuera tan absoluta que 
ante ella hubieran de desaparecer toda regla de 
justicia y los derechos de los individuos, tal sobe- 
ranía destruiría su propio objeto, y en vez de ser 
el apoyo de los derechos privados y la condición 
primera de fomento y progreso social, sería el pri- 
mer elemento de anarquía, de opresión y de ani- 
quilamiento general. 

Por otra parte, si la soberanía fuera absoluta. 
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las personas que por designación del pueblo ejer- 
cen la autoridad ya al dictar la ley, ya al darle apli- 
cación, estarían facultadas para destruir todos los 
derechos á nombre de esa misma soberanía cuan- 
do así lo quisiesen y pudiesen hacerlo , apoyados 
en la fuerza de una mayoría estúpida, engañada ú 
oprimida; lo cual no sería sino, ó entronizar el des- 
potismo y la tiranía proclamando el absoluto po- 
der del mismo pueblo á quien se oprimiera, ó bien 
crear un elemento de continuadas revoluciones. 
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BE LA DELEGACIÓN DE LA SOBERANÍA, 

Es necesario que el pueblo elija á ciertas personas para 
el ejercicio de la facultad legislativa. — ^Lo es también 
que designe á otras para el ejercicio de la facultad eje: 
cutiva. — Objeción que pudiera presentarse. — Se reíuta 
esta objeción. — Otra razón en contra de ella. — ^No tie- 
ne tampoco lugar esa objeción, cuando se refiere á la 
designación de los que han de usar de la facultad eje- 
cutiva. — Consecuencia general. 

Si todos los individuos de -la sociedad pudie- 
ran reunirse y establecer de común acuerdo las le- 
yes protectoras de sus derechos y de los intereses 
comunes, tendrían derecho para obrar asi; pues á 
nadie puede negarse la facultad de mirar por si 
mismo, siempre que esté en actitud de hacerlo, por 
lo que le conviene y en justicia le es debido. Pe- 
ro como no es posible semejante reunión, ó al me^ 
nos, como no sería fácil obtener en ella un acuerdo 
común, y mucho menos la creación de leyes verda- 
deramente justas y provechosas, ya porque se opon- 
dría á lo primero la indefinida variedad de las 
opiniones individuales, ya porque se opondría á 
lo segundo la ignorancia de la multitud sobre 
la verdadera naturaleza y las recíprocas rela- 
ciones de los intereses comunes, cuyo conocimien- 
to solo puede adquirirse con la constante observa- 
ción y el especial estudio de esos mismos intereses, 
resulta ser indispensable la necesidad de encargar 
á determinadas personas la facultad de dictar las 
leyes. Pero.como estas han de influir precisamen- 
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te en daño ó en provecho de la sociedad, y portan- 
te de cada uno de los individuos que la forman, es 
condición indispensable que el pueblo elija á sus 
legisladores, quienes sin duda no han de ser otros 
que los que por sus aptitudes y moralidad sean 
dignos de merecer la confianza del mismo pueblo. 

Mas no basta establecer la ley para que esta 
produzca sus efectos; es preciso darle ejecución; y 
como el pueblo, todo él junto, no podria hacerla 
cumplir, ya porque se opondría á ello la misma in- 
definida variedad de los juicios individuales res- 
pecto á los modos prácticos de darle aplicación, co- 
mo también la ignorancia de las mil circunstancias 
especiales que en cada caso particular modifican ó 
pueden modificar esa aplicación, circunstancias que 
solo pueden conocerse y valorizarse después del 
largo y muy atento estudio que de ellas se haga, 
es también preciso que el pueblo designe a las per- 
sonas que á su juicio, y que poseyendo su confian- 
za, han de ejecutar mejor la ley. 

Quizás pudiera decirse, que no siendo apto el 
pueblo, como se ha visto, para dictar y ejecutar la 
ley, no puede tampoco serlo para admitirla ó re- 
chazarla, ni para admitir ó rechazar sus modos de 
ejecución, y que por tanto hay una contradicción 
chocante entre las ideas que hemos expuesto para 
manifestar la necesidad en que está el pueblo de 
designar á los que han de ejercer la autoridad, y 
aquellas otras ideas que hemos presentado como 
razones fundamentales de la soberanía popular. 

El razonamiento que precede no tiene la fuer- 



—17— 

VM que á primera vista aparenta, porque en primer 
lugar no es lo mismo fortnaruna ley que aceptar* 
la ó rechazarla, Jíl trabajo de arreglar y formu- 
lar una ley ^ en extremo delicado y pqr demás 
dificil, porque exije, amas que el conocimiento del 
derecho, del interés 6 de la neceádad á que inme- 
diatamente se refiere, el análisis deteni4o de los 
otr(» derechos, intereses ó necesidades que están 
con aquel en relación, asi como la relación misma; 
y exije^tambien una fuerza de atención inmensa 
para combinar, cual es debido, en la ley que se 
piensa dictar, todos aquellos datos ya detenidamen- 
te analizados, á fin de que esa ley sea la expresión 
exacta de la justicia y por tanto de la armonía na- 
tural que dichos datos revelan. El que admite 6 
rechaza la ley, es decir, el pueblo, no la considera, 
ni tiene predsion de considerarla en todos esos de- 
talles; bástale conocerla en su carácter y tenden- 
cias generales, para deddir si es provechosa 6 per- 
judicial, y por consiguiente para/ admitirla d recha- 
zarla; pues confia en que las personas á quienes 
há encargado la misión de formarla, deben haber- 
la mirado bajo todos sus puntos de vista, de ma- 
nera que satisfaga cumplidamente las exijencias 
sociales con que guarda reladon. 

Por otra parte, como los individuos á quienes 
él pueblo designa para que hagan uso de la potes- 
tad legisiktiva, quedan, en el hecho dé admitir «1 
mandato, perfectamente obligados, bajo suresponv 
sabilidad, á establecer leyee prov^hosas á la soeie- 

dad, y á ios derechos privados, y no favoreqedouas 

3 
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de injasiais mirad parsonales^ claro es que para sal-^ 
var de la responsabilidad á que están sujetos , tie- 
nen por precisa neeeádad que presentar en sus dis- 
ensiones Is^ T^daderlfes hasm de la ley que m in- 
tenta dar^ 6 al mesaos }as bases íiuu» aproxiniadas 
posibles ó la verdad^ esiú e% á la utflidad y á la 
justicia, para que apoderándose de ellas la prensa, 
qué es la tribupa pública, las analizo y considere 
bago iodos sus aspectos, y se consiga al fin que e) 
pij^bAo U^ue ée este modo á conooer los verdades 
ros fendam^atos^e la ley que se intenta dar, su 
eibjeto y su conveniencia ó importancia; y pudien- 
do asi graduar su influencia social, se halle en ap- 
titaid de obrar efieaamente con su opinión ilustrada 
en éi áaaimo de sus .r6{>re96ntantes, de modo que 
estola cenoeiten ó ni^uen su aprobaron á la l^y 
pr^yecstada, según que el pueblo la admita 6 la re- 
pulto. 

Iguales eonsideraeiones pueden hacerae res^ 
peeto é la aplicación de Lss leyes. Las personas 
eneai^adás de gecvtarl&s, son responsables al país 
de la.ápücacion tcwfdida que las den, y el pais tie- 
ne en la prensa el medio de firmar un juicio exac* 
to sobre la rectitud ó indebido jHroceder del ejecu- 
tor; y si para contenerlo en m^ estravios ó excitar- 
lo 4 corregir sut» errores no bastaje la fuerza de la 
opi)w>n pública, que etertameote no es desoída 
éuando to ilustrada y úe^o^ de su parte la justicia 
y está deddída é ¡Sostenerla con la imponenle re- 
solwáon de un pueblo que ama su libertad y Tela 
celoso pi»r la integridad de sus deareolios y de »us 
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intereses, si no bastare, pues, el manifiesto desa- 
grado de la opinión para atraer al ejecutor de las 
leyes á la senda del orden y á un sistema de pro- 
cedimientos justos y acertados, quedan todavia al 
pais los tribunales y los cuerpos legislativos, insti- 
tuciones ambas destinadas á oponer resistencia le- 
gal á los a^busos de aquel, defendiendo la una, esto 
es, los jueces y tribunales, los derechos de liber- 
tad y propiedad del individuo; y la otra, es decir, 
los cuerpos legisladores, los intereses oomunra de 
la sociedad. Y como el magistrado y el legislador 
deben ser responsables de hu& actos , deben serlo 
también, cuando por indolencia, temor ó complici- 
dad indirecta, dejen vulnerar los derechos que es- 
tán obligados á protege ea calidad de d€p)sitarios 
üe la autoridad, <myo fin no es 4>trQ qii^i. la defensa 
de la justicia. 

Si el pueblo es pues quien decide en último 
resultedo aobre la admisic^ ó no adovbios de las 
kyes, y sobre la subedstenda de lo(9 actos que Be 
plractican para su ejecudon, ya resolviendo con el 
Éallo de :Stt opinión ilustrada, ya haciendo efectiva, 
si llegare el caso, la responsabilidad á que sus man- 
datarios se hagan merecedor^, no existe la contra- 
dicción que pudiera indicarse ; pues se ha visto, 
que si los olvidos por el pueblo son los inmedia- 
tos creadores y locutores de la ky, el pueldo jas 
el OTeador y ejecutor virtual de ella; lo que maai- 
fiesta, que bien considerada la realidad del arden 
político, el pueblo es el verdadero sol:^raBo. 



—20— 
CAPITULO TERCERO. 

DE LA DIVISIÓN DE LOS PODERES POLÍTICOS, 
Y DE SUS RELACIONES GENERALES. 

. I. 

DE LA SEPARACIÓN DE LOS PODERES POLÍTICOS. 

Idea del ¡)oder {eolítico, y su priifnera distinción en legisla- 
tivo y ejecutivo. — División del poder ejecutivo en ad- 

^ ministrativo y Judicial.— Poder electoral.— Es necesa- 
rio que los poderes legislativo y ejecutivo sean ejercidos 
por distintas personas. — Males que. resultarían de la 
reunión de esos poderes en unos mismos individuos. — 
Respuesta á la objeción que pudiera hacerse contra el 
sistema de la separación de poderes políticos.— C(Mise- 
cuenciaque se aeduce de todas estas ideas? 

Hemos dicho que la soberanía consiste en el 
derecho que el pueblo tiene de proveer á la conser* 
vacien de sus derechos y a la prosperidad de sus 
intereses. Hemos visto también, que para que es- 
tos dos objetos de la soberanía se realicen son de 
todo punto precisas la existencia de las leyes y su 
aplicación & extricta observancia; y que no siendo 
posible al pueblo dictar la ley ni ejecutarla, tiene 
que encargar este doTble cuidado á ciertas perso- 
nas. La facultad que estas tienen para dictar y 
ejecutar la ley en honor de la justicia y en benefi- 
cio del pueblo, es una facultad propia del ejercicio 
de la autoridad, y constituye lo que se liajnsi poder 
polítíco. El poder político es pue^ el ejercicio de 
la autoridad. De aquí resulta que el poder polí- 
tico, considerado como el ejercicio de la autoridad 
por designación del pueblo, es de dos especies: — 
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podei^ leffislat/ivQy que es la íacultad de dictai' la \ey; 
T ejecutivo, que es la facultad de ejecutarla. 

La ley tiene por objeto dar á conocerlo justo, 
garantizar por lo tanto los derechos de los parti- 
culares, y velar por los derechos de la sociedad y 
por el incremejito de los intereses generales. Se 
aseguran los derechos y la prbsp^dad de los in- 
tereses comunes aplicando las leyes de la manera 
debida á las necesidades é intereses sociales á que 
se refieren. Pero como al tiempo dé practicar lois 
actos que á dicha aplicación conducen, pudiera in- 
ferirse agravio, ya de malicia ó por ignorancia ó 
duda, é los derechos del individuo; como estos mis- 
mos derechos pudieran sufrir los ataques de otro 
individuo, ya también maliciosamente 6 por creei? 
que le pertenecen, es preciso, que funteionarios dis- 
tintos Üe los encargados de ejecutar las leyes qtjte 
se refieren á los derechos ó intereses generales db 
la sociedad, queden facultados para protejer los 
derechos privados de la persona ó de la familiít* 
aplicando en fevor de ellos las leyes que los res- 
guardan, ya sea para rechazar las agresiones Aé 
lo» encargados de ejecutar las leyes generales, ya 
para refrenar los ataquéis de un interés individiual 
injusto, ó para resolver en vista de los derechos 
privados contrapuestos y de las leyes que de ellos 
se ocupan, las cuestiones que entre los particulares 
se susciten. La facultad de ejecutar las leyes de 
interés general, se llama poder administí^cdim: La 
facultad de aplicar en favor de los derechos priva* 
dos las leyes que los protejen, se denomina podei^ 
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judicial; y éste, así como aquel, son partes distin- 
tas en que el poder ejecutivo se divide, puesto que 
el fin de cada uno de esos poderes no es otro que 
ejecutar las leyes. 

Como las personas en quienra esos poderes 
residen solo llegan á obtenerlos por haberlas esco- 
}}do el pueblo, claro es que semejante designación 
es la condición fundamental del ejercicio de esos 
poderes; y ya por esto, como por ser dicha elección 
una facultad del pueblo, fundada en un derecho 
que le es propio y natural, la designación revela 
la exi^íftenda en el pueblo de otro poder que le es 
inherente, y no encomendado como son los otros 
dos poderes respecto de las personas que los ejer- 
cen, . Dicho podar se llama electoral. 

Mas no basta que eiertas y determinadas per- 
sonas queden investidas con el ejercicio de los po- 
deres legislativo y qecutivo para conseguir el ob- 
jeto que se espera de la elección; es necesario tam- 
bién que los que tienen la facultad legislativa la 
ejerzan con exclusión compld» de los que tienen 
Iftv potestad ejecutiva, debiendo decirse de estos lo 
mismo con respecto á aquellos; pues si asi no fue- 
ra resultarían gravea mal^ para la sociedad en 
ve^ de los beneficios apetecidos. 

Si las personas encargadas de dictar la ley 
hubieran de ejecutada, podrian, contando oon la 
a^uridad de su ejecución, establecer leyes que fa- 
voreciendo á sus propios intereses, perjudicaran 
los derechos é intereses de la sociedad. Lo mis- 
mo sucedería, si en las personas encargadas de eje- 
cutar la ley residiese el poder de dictarla. 
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No se presentan estos inconvenientes, sino 
que al contrario están asegurados los derechos é 
intereses de la sociedad, cuando unas son las per- 
sonas que forman la ley y otras las que la ejecu* 
fan; porque entonces ni el legislador tiene interés 
en dictar una ley mala sino la mejor posible ; ni 
el que la ha de ejecutar, habrá tampoco de recibir 
para su aplicación una ley que farorezca sus inte- 
reses particulares. 

Si en refutación de esto se dijera, que bien 
pueden combinarse, como repetidas veces se ha 
visto, el legislador y el'que tiene la potestad ge* 
cutiva, para fraguar medidas que con el carácter 
de leyes solo conduzcan á satisfacer las miras egois* 
tas y pérfidas de las personas revestidas de tales 
poderes, sacrificando á sus reprobados designios 
los intereses sociales, las libertades públicas y los 
derechos del ciudadano; y que por tanto, el siste- 
ma de la separación de los poderes políticos, ó co* 
mo generalmente se le llama, el sistema represen- 
tativo, no ofrece la seguridad completa de los be*- 
neficios que por él se buscan; si tales consideracio- 
nes se expusieran para combatir ó minorar al me- 
nos la importancia de ese sistema, fácil seria res- 
ponder, que aquellos procedimientos indel5idos no 
deben ateibuirse^ la forma de organización poli- 
tica que nos ocupa, puesto que no son consecüen* 
cias que fluyen necesariamente de su principio, si- 
no abusos de una institución buena originados por 
el estado social del pai& en que se estaUece. Y 
t$n cierto es esto, que si en una nación en que rije 
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el sistema representativo, se encuentran al mismo 
tiempo difundidas en grandes proporciones entre 
las diversas clases sociales la instrucción, la mora- 
lidad y la riqueza, serán en estremo difíciles, cuan- 
do no de todo punto imposibles, los manejos inde- 
bidos que se temen de lo& que ejercen los jJoderes 
legislativo y ejecutivo; pues cualquier mal uso que 
intentaran hacer^ en su jM-opio y exclusivo prove- 
cho, de las facultades con que están investidos, se- 
riq> al mismo instante eficazmente contrariado por 
la fuerza moral de una opinión pública, que, so- 
bre conocer sus intereses, está resuelta á defender- 
los hasta el punto de ocurrir á la áceion de la fuer- 
za material, si preciso fuere, para arrancar la au- 
toridad de las manos de los que asi traicionaran 
la confianza del pais, y para hacerles sufrir la pe- 
fta terrible pero merecida á su conducta aleve. 

Resulta de lo dicho, que el sistema represen- 
tativo es esencialmente eficaz para dar una com- 
pleta garantía á los derechos comunes y privados, 
y que no debiendo atribuirse á defecto natural del 
sistema, sino al estado social de un pais dado, 
que no llene en él sus importantes fines, es prefe- 
rible aun en esa misma nación al sisten^a del go- 
bierno absoluto, que refunde en una sola persona 
todos los poderes públicos, con virtiéndola en arbi- 
tra y señor único de todos los djerechos; porque «i 
en aquel supuesto pais no procura el sistema, re- 
presentativo en todas oc^Biones- los bienes qué le 
son peculiares, siquiera ofrece la probabilidí»d de 
p^roporcionarlos en el mayor número de casos;- ló 
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que no ocurre con el régimen del gobierno absolu- 
to, en el que, la regla general es el interés del 
mandatario, y la excepción el láen común. 



DE LAS BELACIONfiS GSKEBALES BE LOS PODERES 
POLIKCOS, 

Fundamento y claiáficacion de las relaciones de los pode- 
res j)olít¡oos. — ^En qué estriba la independencia, de ellos. 
—IHcha independencia es condición esencial del siste- 
ma represenfeitivo.— ^Limitaciones recíprocas que de 
eUa resultan para los poderes políticos. — ^Va en dh<eéta 
opoi^cion con el sistema representativo la facultad que 
el leiislador 6 el gobierno se arrogue de nombrar, sus- 
pender ó trasladar á los miembros del poder judicial- 
— ^Demuéstrase esto respecto de los nombramientos ju- 
diciales que no sean hecnos por elección popular. — Ei 
medió adoptado para conciliar esa especie de. nombra- 

' mientos cóñ la indejpendencia del poder judicial, es in- 

. opn^eouente con el hecho qm lo motiva, y una viola- 
ción perniciosa de la soberania popular. — Si en las mo- 

* narquías puede esplicarse la delegación réjia de la po- 
testad judicial; en la república es incomprensibde la de- 
legación de ese mandato hecho por el gefe del podei^ 
ejecutivo. — ^No hay razón en que pueda apoyarse la 
facultad concedida al gobierno para suspender 6 tras- 

' íádar á los mienü^ros del poder judicial.-^En qué estri- 
ban el recíproco respeto y la armonía que deben mediar 
entre los poderes políticos. — ^No es posible determinar 
en la práctica límites exactos á las facultades de los 
poderes lemdiattvQ y ejecutivo. — Opinión que sienta 
ser preíeriwe, en los casos dudosos, la traslinutacion deí 
poder administrativo á lá del lerislativo. — ^Refútase es- 

' ta opinión. — No hay razón fundada para constituir M^ 

. tribunal destinado á juzgar á ciertos delincuenteSf á 

4 
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uno de los dos grandes cuerpos en aue por lo común se 
divide el poder legislativo. — Sin embargo que el poder 
judicial está obligado á respetar las leyes establecidas, 
debe tener la doble facultad de declarar la inconstitu- 
cionalidad de las leyes que se tratan de establecer y 
que realmente choquen con la Constitución, y de abs- 
tenerse de aplicarlas mientras tanto que el pueblo na 
se resuelva á aceptarlas. — ^Fundamento de esta doble 
facultad. — ^No se pone por ellas al poder legislativo ba- 
jo la dependencia del judicial. — ^Diversos modos como 
ios fimcicH[iaríos de la administración y los del orden de 
la majistratura pueden atentar recíprocamente á sus 
respectivas atribucioiies.—- Los miembros del poder ju- 
dicial deben en ciertos casos rehusar su concurso k los acr- 
tos de la adnúnistracioa; y ésta debe hallarse revestida 
para ciertos asuntos de atribuciones judiciales ó conten- 
ciosas. — ^Principio general que comprende todas las 
circunstancia^ posibles en que el juez debe negar su 
concurso k la administración. — ^Auxilios recíprocos que 
ésta y el poder judicial se prestan cuando observan es- 
trictainente las relaciones que al uno y á\la otraUgan. 
— Consecuencia general* 

Exijiendo las garantías debidas á las liberta- 
des publicas, á los intereses comunes y á los dere- 
chos del individuo la división de los poderes poli- 
ticos; estando cada uno de éstos encargado del ejer- 
cicio de una parte de la autoridad; y debiendo, en 
fin, haber unidad en los actos que dichos poderes 
practiquen, para que de este modo se consigan los 
beneficios de su acción, fácil es concebir que han 
dé mediar entre aquellos poderes ciertas relaciones 
generales, que por su estricta observancia , ofrez- 
can los provechosos resultados, que son peculiares 
del sistema representativo. Esas relaciones gene- 
rales son: la independencia entre los poderes polí- 
ticos; el reciproco respeto al ejercicio de sus facul- 
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tades especiales, y la perfecta armonía, en todos sus 
actos. 

Estriba la independencia en la facultad que 
eada poder tiene para practicar, con entera liber- 
tad de los otros, los actos comprendidos en el cir- 
culo legal de sus atribuciones. Consiste también 
esa independencia en no estar ninguno de ellos 
obligado á responder de sus procedimientos como 
tal, sino á solo la nación. Esto, sin embargo, no 
es obstáculo para que con arreglo á las leyes, uno 
ó dos de esos tres poderes pidan al tercero que per- 
mita ó autorice el juzgamiento de aquellos de sus 
miembros, que en concepto del poder ó de los po- 
deres reclamantes se hubiesen hecho responsables. 
Si en vez de ser individuos aislados de un poder 
los qué en opinión de otro han incurrido en res- 
ponsabilidad, fuesen todos los que lo forman, debe 
ocurrirse á la nación, para que esta decida con su 
elección, si se les deberá ó no someter á juicio, se- 
gún que les retire ó conserve el ejercicio de la.au- 
tx)ridad. Estos principios que tienen, ó que al 
menos deben tener una aplicación exacta en las 
repúblicas, sufren en las monarquías ciertas modi- 
ficaciones análogas al carácter de esta forma de go- 
bierno; pero sin que por esto dejen de estar garanr 
tidos los derechos comunes y privados. 

Fácil es comprender que la independencia de 
los poderes políticos, tal cual se ha iadicado, eft 
una condición esencialmente necasaria para la 
existencia del sistema representativo y para la se- 
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gura oonBecucion de sus apetecidos resultados; 
pues si uno cualquiera de esos poderes tuviese de- 
recho para dirigir los actos de los otros; ó si estos 
estuviesen obligados á responder á aquel de sus 
procedimientos como ante un superior , todas las 
funciones politicas quedarían reasumidas en el 
poder ante el cual los otros habrían de ceder ; y 
por consiguiente el sistema representativo no se- 
ría mas que un gobierno absoluto en toda su rea- 
lidad. 

Según esto, ni el legislador puede hacer mas 
que declarar los derecos y las obligación^ , pero 
sin mezclarse á dirígir los actos especiales de la 
administración, ó las funciones del juez, ni la ad- 
ministración tiene mas facultad que la de aplicar 
las leyes de interés general , debiendo por tanto 
abstenerse de señalar al legislador los derechos 
que únicamente haya de reconocer, y de impedir 
al magistrado que resuelva con sus fallos las cues- 
tiones cuyo conocimiento le compete; ni al poder 
judicial, en fin, es permitido abrír juicio de propia 
autoridad, 6 por reclamación informal de un po- 
dOT 6 de un particular, contra los miembros del 
poder legislativo ó de la administración , por lo& 
actos que practiquen en el ejercicio de sus funcio- 
nes. Cualquiera de los avances indicados sería un 
ataque directo á los principios esenciales del sis- 
tema representativo, seria una violación pernicio- 
sa de esta clase de gobierno. 

Es pues una contradicción de las mas chocan- 



t^ con él sistema de la división de los poderes, es» 
un aJbsurdo de los mas palpables y origen fecundo 
de muy funestos resultados, la facultad que suele 
arrogarse el legislativo , ó que se concede al go- 
bierno de nombrar , suspender 6 trasladar á los 
miembros del poder judicial. 

Siendo este un poder exactamente igual á ca- 
da uno de los otros dos, no debe recibir su man- 
dato de ninguno de ellos sino solo por medio de la 
elección del país, al cual es únicamente responsa- 
ble, presto que sobre el país recaen los efectos de 
ana actos. Investir al legislador ó al gobierno con 
la facultad de nombrar á los funcionarios del or- 
den judicial , sería someter dichos funcionarios á 
la responsabilidad del poder que los elijiera; pues 
no pudiendo destituirlos sino el lüismo que los de- 
signa, porque de lo contrario no Jtiabria en éste ni 
completa ni verdadera pot^tad electiva , claro es 
que aijite éí solamente deberían responder los jue- 
<^s de m conducta como tales, para que vaioritón- 
dola decidiese al fin si habrían de continuar ó no 
^'erciendo su mandato. Pero como desde el ins- 
tante en que el magistra4o tenga que responder 
de sus procedimientoSi ante el legislativo ó el ege- 
cutivo, ya es dependiente de este ó de aquel po- 
den, qu^a á todas luces demostrado, que la fácula 
tad que el legislador ó el gobi^no se awogapara 
nombrar á los miembros del poder judicial, destru- 
ye completamente la independencia de este poder. 
Cierto es que para as^urair dicha independen- 
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cia suele establecerse la inamovilidad de los fun- 
oionarios judiciales una vez sean nombrados, y 
mientras tanto no ofrezcan en el ejercicio de sus 
atribuciones, motivo para ser destituidos , previo 
sin duda el correspondiente juicio, entablado des- 
pués de la declara<3Íon de responsabilidad que dé 
el magistrado á quien se apela de los fallos injus- 
tos que expidan aquellos. Bien se vé que todoes- 
to envuelve una inconsecuencia iijicomprensible 
con el hecho mismo del nombramiento, y que para 
conciliar este hecho, que es una violación mani- 
fiesta del sistema representativo, con el principio 
de la independencia de los poderes se ataca en uno 
de sus importantes objetos el derecho de la sobe- 
ranía popular , constituyendo un poder compues- 
to de miembros, dotados todos ellos de un manda- 
to perpetuo, y sin que en su nombramiento tenga 
la sociedad la mas pequeña intervención. 

Si esta violación flagrante de la soberanía po- 
pular puede explicarse en el régimen monárquico 
por el principio de que, siendo el monarca el jefe 
supremo del poder ejecutivo , es decir , el jefe su- 
perior de todas las autoridadas encargadas de apli- 
car las leyes, los jueces no ejercen su mandato si- 
no por delegación regia : en las repúblicas, en que 
el ejercicio de toda autoridad no tiene ni puede te- 
ner otro origen que la confianza del pueblo expre- 
sada en la elección, el nombramiento de los magis- 
trados hecho por otro que no sea el pueblo , es un 
contrasentido de los mas chocantes. 
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Ko es menos contradictoria con el sistema re- 
presentativo, la facultad concedida al gobierno pa- 
ra suspender ó trasladar á los miembros del po- 
der judicial; Si el individuo á quien se impone 
una de las dos penas mencionadas es en realidad 
digno de ella, acúsesele al pod^ á que pertenece, 
para que este autorice y proceda á su juzgamiento 
y- le asigne el castigo á que se íheya hecho mere- 
cfedor. Y ai el espixitu de cuerpo se opusiei» á una 
pronta y debida justicia, queda todavia un poder 
mas fuerte que el orden de la mogistratura; este 
poder es la opinión pública , dispuesta á castigar 
con el fallo severo de su elección al juez indigno y 
á todos aquellos de sus colegas que por motivos 
indebidos negaren la autorización para juzgarlo, ó 
que juzgándolo, encubrieren su delito con el com- 
plicado aparato de las formuláis, que el pueblo no 
está obligado á tener en cuenta cuando le llega el 
momento de elegir á las personas dignas de su 
confianza, y por consiguiente á los miembros del 
poder judicial. . ' 

El reciproco respeto que deben guardarse los 
poderes políticos consiste en la obligación queseada 
uno de ellos tiene de no embarazar el ejercicio le^ 
gal de las atribuciones de los otros , y de no arro- 
garse las facultades de estos, practicando actos 
que solo á ellos corresponde llenar. La armonía 
estriba, en que los procedimientos de cada uno de 
ellos estén en perfecto acuerdo y gimrden comple- 
ta unidad con los Helos legítimos de los otros. 
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Sin embargo de que pueden determinarse en 
general las facultades respectivas de los po(krea 
lejislativo y ejecutivo , ó sea administrativa , una 
vez conocido el fin particular de cada uno de ellos, 
üK) es posible que al hacer esa designación de facul^ 
tades se tengan j)resentes los muchos casos. que 
ocurren en la práctica, y respecto de loa que no es 
fítcil. de pronto decidir cual de eso» poderes , si ej 
l^íslativo ó el administrativo^ debe ser el que de 
ello3 entienda. . • 

Se opina que en semejantes casos convi^ie sea 
el gobierno y no el legislador quien se arrogue »u 
conocimiento; pues si correspondi^ido al poder le- 
gislativo , resuelve en ellos la administración con 
plena autoridad, esta usurpación de atribiK^iones 
legislativas, se dice , que no puede ser mas que 
temporal, porque la superioridad reconocida del 
legislador le asegura la revindicacion de sus facul* 
tades usurpadas; miéntalas que si siKsede lo contara*- 
rio, esto es, si la ley decide en materias que rio es* 
tan en su esfera, líino en la del podw administra^- 
tivo^ éste como no tiene la superioridad reconoci- 
da del legislador, no puede tan fácilmente atraer 
hacia si los asuntos cuyo conocimiento le compete, 
y en le» cuales ha decidido aquel traslimitando 
sus facultades. 

A nuestro juicio , la inexactitud de la prece- 
dente opinión proviene de dar al poder legislativo 
cierta preeminencia respecto de los otros poderes, 
que en buenos principios constitucionales ñó se le 
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debe reconocer. Según estos principios, todos los 
poderes políticos son perfectamente iguales, y tan 
obligado está el uno á respetar las facultades de 
los otros, como estos las de aquel. Siendo esto 
así, claro es que nunca, por ningún motivo, debe- 
rá considerarse preferible que la administración 
invada la esfera de acción del poder legislativo á 
que este sea el que usurpe; porque los casos dudo- 
sos deben quedar al fin resueltos por una discusión 
leal*en la que haya de intervenir el país para de- 
cidirla con su elección si el asunto fuere de grave 
y reconocida importancia. Por lo que hace á las 
usurpaciones manifiestas , el poder atacado tiene 
amplio ^echo para recuperar sus funciones , es 
decir , para ejercerlas libremente como si tal vio- 
lación hubiese ocurrido; y si de aquí resultare una 
cuestión política, no debe ser ninguno de los po- 
deres contendientes, sino el país el que la haya de 
resolver por medio de su fallo espresado en los re- 
sultados eleccionarios. 

Igualmente respetables deben ser para los 
poderes legislativo y egecutivo las facultades? del 
pod^r judicial , y vedado por consiguiente les está 
arrogarse su ejercicio. Así , pues , choca con las 
mas sencillas nociones del sistema representativo, 
el hecho admitido en varios países de constituir 
á nno de los dos grandes cuerpos, eñ que el poder 
legislativo está comunmente dividido, en tribunal 
que conozca y sentencie en los juiciosa que suelen 
ser sometidos algunos altos fiínoionarios. Todas 

o 
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las razones de conveniencia que se aleguen en apo* 
yo de esta anomalia carecen de fuerza desde que 
se proclama el principio sagrago de igualdad an- 
te LA LEY. El delincuente, por mas elevada que 
sea la posición que ocupe en la escala social, es un 
delincuente como cualquiera otro; y no se ha de 
pretender distinguirle de este, cuando coma él, lle- 
va impresa en su frente la marca del crimen. En- 
táblese la acusación, reúnanse todos los medios de 
prueba precisos para esclarecer y demostrar el de- 
lito; y hecho esto, déjese á los trámites judiciales 
y á la fria imparcialidad del magistrado, á quien 
la opinión pública observa el cuidado de conven- 
cer de su falta al presimiido reo, de medir el gra- 
do de su delito y de fijar la pena correspondien- 
te. Los trámites judiciales y el vivo interés de 
un pueblo que desea se compruebe y purgue él 
crimen, son las mas eficaces garantías que pueden 
darse á la vindicta pública y á los mismos dere- 
chos de la persona que se juzga. 

El poder judicial por su parte tiene obligación 
de respetar las leyes establecidas y de resolver por 
ellas las cuestiones de su competencia. Prohibido 
le está según esto, reconocer derechos y obligacio- 
nes que no se hallen legalmente declarados; y 
prohibido le está, por tanto, dar á la ley un signi- 
ficado mas estenso ó mas restricto que el que la es 
genuino. Pero si bien el magistrado no debe tras- 
pasar el limite de sus facultades propias al dar á 
las leyes la aplicación especial de que está encar- 
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gado, también es cierto que al poder judicial es 
permitido, en su calidad de poder político, de de- 
positario de la justicia, y de protector natural de 
los derechos privados, declarar la inconstituciona- 
lidad de las leyes secundarias que se quieran esta- 
. blecer, siempre que dichas leyes choquen con las 
fundamentales que la nación haya admitido como 
las mas apropiadas á sus particulares condiciones 
de existencia, y como determinantes del objeto y 
límites de las respectivas facultades concedidas á 
los poderes políticos. 

Estando las leyes fundamentales de todo pais 
basadas en el conocimiento exacto de las condicio- 
nes, ó sea de los elementos que constituyen su pe- 
culiar modo de existir social; y dependiendo el pro- 
greso de los Estados del desarrollo que reciban 
esas condiciones, mediante -el establecimiento y 
acertada aplicación de las leyes que lógicamente 
^e derivan de las fundamentales; y siendo en fin 
los poderes políticos los encargados de proveer, en 
beneficio del pueblo, á la conservación de sus de- 
rechos y ala prosperidad de sus intereses, esclaro, 
que uno de sus deberes es velar porque las leyes 
que se establezcan no contradigan á las fundamen- 
tales que son la expresión admitida de los elemen- 
tos esenciales de la vida de una nación; ^ór consi- 
guiente, es un deber del poder judicial declarar 
como inconstitucionales las leyes secundarias que 
realmente lo sean, y prescindir aplicarlas, mien- 
tras tanto no decida el pais, con la elección que 
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haga de todos sus funcionarios, si se las deberá ó 
no promulgar como verdaderas leyes. 

Con admitir el principio que antecede no se 
pone al legislador bajo la dependencia del juez, si- 
no solo se reconoce la perfecta igualdad de los po- 
deres legislativo y judicial, y la igualdad de sus 
deberes nacida del fin que tienen sus atribuciones/ 
cual es — ^la protección de los derechos; fin idénti- 
co para ambos poderes aunque realizado de diver- 
so modo por cada uno de ellos. No es pues recor 
nocer la dependencia del legislador al juez, conce- 
der á este la facultad de declarar la inconstitucio- 
nalidad de que puedan adolecer algunas de las le- 
yes secundarias que se establezcan, y de prescin- 
dir de su aplicación; sino solo crear una nueva ga- 
rantía contra los abusos del poder legislativo, ga- 
rantía temporal, hasta tanto que, como hemos di- 
cho, proceda el pueblo á nuevas elecciones; y ga- 
rantía en fin, de todo punto eficaz en los paises don- 
de el ejercicio de facultades del legislador y del 
juez no tiene otro origen que el sufragio. 

La administración atenta contra la autoridad 
del magistrado, cuando alguno de sus funcionarios 
manda en asunto propio de la competencia de 
aquel, ó impide ó pone embarazos á sus procedi- 
mientos naturales, ó falsea la ejecución de sus fa- 
ltos. El poder judicial invade las atribuciones del 
fítdministrador, cuando algún juez ó tribunal en- 
tiende en materias esclusivas de esa autoridad, ó 
anula, ó contraría las órdenes que de ella emanan 
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y que están arregladas ásus facultades, ó cuando, 
en fin, menoscaba de algún modo la eficacia de sus 
actos legales. 

Sin embargo del respeto que cada uno de es- 
tos dos poderes debe guardar á las facultades del 
otro, casos hay en que los miembros de la magis- 
tratux'a están obligados á rehusar el concurso do 
su autoridad á los actos de la administración; así 
como hay otras circunstancias en que los funciona- 
rios del orden administrativo pueden conocer en 
asuntos que llevan un carácter judicial ó conten- 
cioso, ya sea imponiendo ciertas penas á los que in- 
frinjan sus mandatos, ya resolviendo cierto género 
de cuestiones promovidas entre los derechos parti- 
culares y los que la administración representa. 

Losjueces y tribunales deben rehusar el con- 
curso de su autoi'idad á las disposiciones adminis- 
trativas, cuando estas no son el producto natural 
de las facultades especiales del administrador, sino 
un abuso de ellas ó una usurpación de atribucio- 
nes que le son estrañas. Y están aquellos magis- 
trados en el caso de proceder asi, porque su mi- 
sión es reconocer y resguardar los derechos con 
arreglo á las leyes establecidas, ó de acuerdo con 
las resoluciones que fluyan inmediata y lógica- 
mente de esas leyes, ó de las que determinan el 
poder de la administración. Si los jueces y tribu- 
nales prestasen su apoyo á las disposiciones que 
exceden de la esfera de acción administrativa, se 
harían cómplices de sus aj^usos, y los derechos pri- 
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vados quedarían sin el resguardo que el poder j u- 
dicial debe ofrecerles contra los ataques de 1^ ad- 
ministración. 

Si en vez de salvar uno de estos dos poderes 
los limites que comprenden las facultades del otro, 
se respetan mutuamente en su independencia y 
atribuciones, el resultado inmediato de seriiejante 
armonía no puede menos de ser que un aumento 
de fuerza y de eficacia en los medios que determi» 
nan la acción respectiva de cada uno de ellos; acre- 
centamiento de energía que cede en provecho de 
la sociedad. La administración auxilia al poder 
judicial, prestándole su fuerza para la ejecución 
de los fallos que expide; ya procurándole los me- 
dios precisos para conocer y reprimir los delitos 
sobre que debe decidir. Los jueces y tribunales, 
prestan auxilio á la administración juzgando el 
desacato ó la inobservancia de las providencias que 
ese poder haya dictado, é imponiendo á esas ino- 
bediencias, que la administración no puede por sí 
misma castigar, la pena correspondiente. Sírvela 
también resolviendo sobre los derechos particula- 
res, en las cuestiones que sean de su competencia, 
con arreglo á las disposiciones administrativas 
fundadas en ley. 

El examen que hasta aquí vá hecho de lasre- 
laciones generales que ligan á los poderes políticos, 
demuestra — que todos ellos son perfectamehte 
iguales, que todos concurren ó están llamados á 
concurrir á un mismo fin: — al establecimiento y 
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debida aplicación de leyes que garanticen los de- 
rechos del ciudadano y la prosperidad común ; y 
siendo tal su misión, deben esforzarse porque en 
sus actos reine siempre el mayor acuerdo, pero ci- 
mentándolo sobre la base de la justicia y de la ley. 
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CAPITULO CUARTO. 

Í)JEL VERDADERO CARÁCTER DEL SISTEMA REÍ^RE- 

SENTATIVO, DEL PODER CONSERVADOR, Y DE 

LOS REQUISITOS INDISPENSABLES PARA LA 

CABAL REALIZACIÓN DE ^BE SISTEMA. 

I. 
DBL VERDADERO CARÁCTER DEL SISTEMA REPRE- 
SENTATIVO. 

Toda nación regida por el sistema representativo, tiene 
derecho á decidir las graves cuestiones suscitadas en- 
tre sus poderes políticos. — Objeción que pudiera opo- 
nerse á este principio. — ^Refútase esta objeción. — Los 
males que puedan provenir á un pais del ejercicio de 
las facultaaes que el sistema representativo le confiere, 
son accidentales y cada vez menores y menos graves, 
y se corrijen por ese mismo sistema, que no lo es mas 
que de continuas experiencias y de sucesivo adelanta- 
miento político. — Funestas consecuencias que resulta- 
rían de negar á una nación, gobernada por el réjimen 
representativo, la facultad de intervenir en los actos de 
sus poderes, y de resolver las cuestiones que entre ellos 
se promuevan. — Otras consecuencias perniciosas que 
fluirían de aquella negación. — Compáranse estos incon- 
venientes con los que se temen del pleno ejercicio de 
los derechos políticos que corresponden á toda nación 
gobernada por el sistema representativo. — Consecuen- 
cias que se deducen de esta comparación. 

Hemos visto al exponer el cuadro de las rela- 
ciones generales que ligan á los poderes políticos, 
que el pueblo ha de resolver con su elección las 
cuestiones suscitadíis entre ellos, siempre que esas 
cuestiones sean do tan grande trascendencia, de 
tal importancia, que no sea posible & los pederes 
contendientes transijirlas por reciprocas concesio- 
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nes, sin exponer á posteriores y mas ó menos gra- 
ves peligros los derechos del pais. Á este corres- 
ponde semejante decisión, porque siendo perfecta- 
mente iguales los poderes que cuestionan, ninguno 
de ellos tiene facultad para obligar al otro á ceder 
á BUS ideas ó á sus pretensiones; y porque no sien- 
do los que tales poderes ejercen, sino elejidos del 
pueblo, á él deben acudir para que designe quien 
sostiene la razón y la justicia, pues de no haberlo 
asi, se incurriría en el perniciosísimo error de con- 
ceder á los que tienen su autoridad por la simple 
elección, la facultad de imponer á la sociedad leyes 
ó actos que el pais rechaza por creerlos opuestos á 
sus inteifeses. Negar ese derecho al pueblo seria 
admitir el odioso principio de atribuir á los pode- 
res políticos mas importancia , mas fuerza , mas 
derechos en fin , que á los derechos la nación; 
seria aceptar el despótico principio que encadena 
la libertad de las sociedades á los caprichos de sus 
mandatarios; seria, en fin, someter la inteligencia 
y la voluntad de una nación é la tutela de hom- 
bres qué pudieran abusar de la autoridad que ejer- 
cen. Digámoslo de una vez, los poderes políticos 
no son mas que los órganos por cuyo medio se ex- 
presa y obra un pais, no pueden pues decir ni 
practicar mas que lo que el pais deba expresar y 
hacer. 

Acaso se diga, que sosteniendo estas ideas.las 
naciones que por ellas se rijiesen, quedarían redu- 
cidas á un estado permanente de infortunios, por- 
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que no siendo posible á ningún pueblo guiarse por 
sus propios juicios sin incurrir en error, pues pre- 
cisamente desconoce las verdaderas necesidades 
sociales y los medios de llenarlas, no es posible 
tampoco que dé una solución acertada en muchas 
graves cuestiones que sobre la canvenienciayjus* 
ticia de algunas leyes ó sobre su debida ó mala 
aplicación se suscitan entre los poderes políticos; 
por \o que abandonar al fallo del pueblo, expresa- 
do en los resultados de su elección, la decisión de 
esas cuestiones trascendentales, no seria mas que 
entronizar el predominio de la ignorancia, y con 
él asegurar el establecimiento de leyes, siempre ó 
las mas veces mal comprendidas, y por consiguien- 
te perniciosas para los mismos intereses que por 
ellas se quisiera protejer. 

La fuerza del razonamiento que precede está 
en la ignorancia presumida del pueblo. Concé- 
dase por un momento semejante incapacidad: ¿po- 
drá deducirse de ella que el pueblo no debe inter- 
venir con los medios que le corresponden, es decir, 
con su elección, en los actos de sus poderes políti- 
cos y en la marcha generjal de sus intereses? No: 
no puede decirse tal cosa á menos que se proclame 
el gobierno absoluto como el mejor de todos; por- 
que el sistema representativo es incomprensible 
sin la intervención decisiva del pueblo, pues sin 
ella, los poderes políticos quedarían aislados y re- 
ducidos á su propia fuerza, lo que daría por resul- 
tado, ó la absorción en uno de todos esos poderes, 
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es decir, el gobierno absoluto, ó la perpetua lucha 
entre ellos, quienes para sostenerla tendrían que 
comprar con todos los medios de corrupción pues- 
tos á su alcance, la fuerza material de las diversas 
fracciones en que se dividiera la sociedad: lucha 
que no produciría mas consecuencias que la impo- 
tencia del gobierno para obrar el bien, que la per- 
versión de las ideas y de los sentimientos del pue- 
blo, que el establecimiento en la época moderna 
de una estraña especie de feudalismo sostenido por 
esos poderes rivales, que la anarquía, en fin, que 
el caos social. 

Si pues el sistema representativo es incom- 
prensible sin la intervención soberana del pueblo, 
á cuyo fallo expresado' en la elección deben some- 
terse los poderes políticos; debe este decidir con 
el sufragio las cuestiones graves que entre esos 
poáeres se susciten, no obstante la ignorancia que 
se le supone, y cualesquiera que sean los errores 
en que incurra y los males que sobre sí atraiga. 
Si realmente yerra, y decide con su elección el es- 
tablecimiento de una ley perniciosa creyéndola jus- 
ta y útil, y aprueba un procedimiento malo 
imaginándoselo bueno, el pueblo, es cierto sufrirá 
al punto las funestas consecuencias de su propio 
desacierto; pero como á nadie sino á él mismo 
puede atribuir su desgracia, á nadie sino á si mis- 
mo puede hacer responsable de los efectos de su 
error; y esta responsabilidad que sobre sí carga, y 
la dura lección dada á su irreflexiva é impruden- 
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te conducta, haciéndola tanto mas cauto cuanto 
naas grandes y repetidos sean sus infortunios, van 
precisamente aproximando cada vez mas el pais 
al conocimiento de sus derechos, de sus necesida- 
des, de las condiciones que mas aseguren su liber-" 
tad, y de la armonía que reina en sus intereses; 
tQdo lo cual conduce á que sus opiniones sean ca- 
da vez mas exactas, mas acertados sus fallos y 
mejor conocidos los hombres en quienes deba de- 
positar su confianza. 

Pero esclúyase al pais de intervenir en la di- 
rección de sus propios destinos, sean los poderes 
políticos los únicos arbitros de su suerte; sométa- 
sele, en fin, á la imperiosa tutela de sus mandata- 
rios, ¿cuál sería la consecuencia de semejante ré- 
gimen? Escluido el pueblo de toda participación 
en el arreglo de sus propios intereses, estándole. 
prohibido alzar su voz en favor de ellos é interpo- 
ner para su resguardo é incremento su autoridad 
i^uprema, los que ejercieran los poderes políticos 
únicamente se ocuparían de su personal engran- 
decimiento, ya monopolizando en sus manos el 
poder, ya cimentando, sobre las ruinas de las li- 
bertades públicas y de todas las garantías sociales, 
los privilegios de cuerpo y de clase, y el predomi- 
nio de una autoridad ilimitada y permanente. Y 
si bien algxmas veces llegarían á refluir de sus ac- 
tos algunos beneficios aislados á la sociedad, estos 
se producirían cuando, ó pudieran concílíarse , ó 
cuando no se opusieran á las ventajas de esos po- 
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deres políticos opresores. Escluidos los pueblos 
de intervenir en la dirección de sus destinos, no 
tendrían ocasión ni motivo para enterarse en la 
naturaleza de sus necesidades, y sumidos asi en la 
ignorancia de su propia conveniencia, cada hom- 
bre solo se ocuparla de sus privados intereses, sa- 
crificando á ellos el interés de sus conciudadanos, 
y atacando, por cuantos medios le fuere posible, 
sus derechos ó los derechos de la comunidad; de 
manera que en vez del espíritu público solo domi- 
narían el egoísmo y la inmoralidad, quedando la 
injusticia erigida en regla general de conducta. 

Rotos así todos los vínculos de unidad social, 
la sociedad misma no presentaría otro aspecto que 
el de un agrupamiento de hombres reunidos , no 
por la convicción de su fuerza fundada en el cono- 
cimiento de la armonía de sus intereses, sino por 
la fuerza imperíosa de sus necesidades materiales. 
Esa sociedad no presentaría otro aspecto que el de 
un agrupamiento de siervos envilecidos, encorva- 
dos bajo la autorídad despótica de sus señores, tí- 
midos por su propia debilidad, y débiles por no 
alcanzar á concebir en medio de su aislamiento, 
las relaciones íntimas que existen entre todos sus 
derechos, y que comprendidas y realizadas, darían 
á esos esclavos la unidad de fuerza precisa para 
destruir á sus tiranos, y transformar ese grupo de 
seres abyectos en un pueblo libre y soberano y 
verdadero señor de sus piiandatarios. 

Comparando pues los ipalos resultados que se 



— 46Í- 

puedan temer de facultar al pueblo para tomar 
parte en los actos de los poderes políticos, cuando 
por haber entre ellos discordancia sobre asuntos 
de trascendencia, negesitan la resolución que el 
pueblo dé con su elección como el fallo de una au- 
toridad superior; comparando pues los malos efec- 
tos que se temen de esa intervención del pueblo, 
con los que fluirían necesariamente de privársele 
de ella, se vé,* que si bien pueden ocurrir algunos 
casos,' raros por cierto, en que el pueble acepte por 
un errado concepto como buena una injusticia, este 
mal no es de larga duración, y tiene siempre segu- 
ra enmienda; pues como el pueblo experimenta las 
consecuencias funestas de su yerro, él mismo ha- 
brá precisamente de correjirlo procediendo en ade- 
lante con mas cautela, y por consiguiente con mas 
acierto. Y como la esperiencia cuanto mas seve- 
ra, es tanto mas eficaz, el pueblo va adquiriendo 
en menos tiempo mayor grado de prudencia, mas 
perfecto conocimiento de sus necesidades, mas po- 
sesión en los hábitos políticos, mas actividad y 
energía de voluntad y de juicio, y mas conocimien- 
to en todo lo que se refiere á la vida social; lo que 
no viene á ser mas que aumentar la fuerza del 
pueblo y las garantías de libertad, y hacer que la 
injusticia vaya siendo cada vez mas excepcional. 
Puestos pues al lado de los inconvenientes indica- 
dos, los males del régimen contrario al que los 
produce, hemos visto, que la ignorancia, la debili- 
dad, la degradación, el egoísmo y la injusticia, son 
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los caracteres predominantes de todo orden políti- 
co en que el pueblo no tiene intervención. 

De esta comparación podemos pues concluir, 
que no es difícil la elección entre dos sistemas, de 
los^cuales, el uno, si bien susceptible de ofrecer al- 
guhos inconvenientes, lleva en sí mismo los me- 
dios de remediarlos; y otro, que si bien es capaz 
de procurar algunos beneficios, raros, aislados y 
en largos intervalos, contraría abiertamente, ó no 
dá al menos garantías ningunas á los principios 
de libertad, de moralidad y de justicia. 
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DEL PODER CONSERVADOR. 

El poder conservador reside en la opinión pública. — ^El 
poder conservador, constituido en la opinión pública, dá 
sólidas garantías á los derechos comunes y privados. 
— ^Noes necesario ni conveniente organizar el poder con- 
servador en un cuerpo determinado de funcionarios espe- 
ciales. — No puede alegarse la insuficiencia de la opinión 
pública, como argumento bastante, para negarla el ejer- 
cicio del poder conservador. 

Las ideas expuestas sobre la naturaleza del 
sistema representativo, conducen lógicamente al 
conocimiento de la necesidad y verdadero carácter 
del poder conservador. Dicho carácter es que ese 
poder estriba en la fuerza de la opinión pública; 
y en efecto, si es principio cardinal del sistema re- 
presentativo qué el fallo del pueblo, expresado en 
la elección que hace de sus mandatarios, fes el que 
decide las cuestiones que dividen á los poderes eje- 
cutivo y legislativo ó á cualquiera de estos dos y 
al judicial; como puede muchas veces ocurrir que 
esas cuestiones versen sobre alguna usurpación de 
facultades que uno de esos poderes cometa ó pre- 
tenda cometer contra cualquiera de los otros dos, 
es claro que la nación, al resolverlas con su fallo 
soberano, manifestado en los resultados del sufra- 
gio, ejerce un poder distinto del electoral, y abso- 
lutamente indispensable para completar la organi- 
zación política manteniendo la armonía entre los 
tres poderes mencionados, y haciendo según esto, 
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que todos ellos se respeten recíprocamente en el 
ejercicio de stis respectivas atribuciones. A estos 
resultados tiende el poder que se denomina conser- 
vador; luego existe en la opinión pública. 

Como desde el momento mismo en que la 
fuerza de la opinión pública contenga ó imposible 
lite las pretensiones de usurpación que animen á 
uno cualquiera de los tres poderes políticos — el 
legislativo, ejecutivo y judicial — ^respecto de algu- 
no de los otros dos ó de ambos, todos ellos tienen 
que obrar dentro de su esfera, y por consiguiente 
en perfecto acuerdo con la ley, es indudable que, 
el poder conservador constituido en la opinión pú- 
blica, dá completa firmeza á las garantías que se 
buscan, con el sistema de la división de los po- 
deres, en favor de los derechos comunes y pri- 
vados. 

Siendo pues la opinión pública la que con su 
fallo ejerce el poder conservador, y no siendo po- 
sible constituir ei?te poder en una institución de- 
terminada, en un cuerpo especial de funcionarios 
designados por elección, puesto que el cuerpo que 
de tales facultades quedase investido, podría muy 
bien querer dirigir los actos de los otros poderes con 
mengua de su independencia, ó bien podría abusar 
de sus propias facultades, para arrogarse las atrí- 
buciones de aquellos, en cuyo caso seria preciso or- 
ganizar otro cuerpo que los protegiese contra seme- 
jante usurpación, y mas tarde otro tercero, para que 
llenara respecto del segundo las mismas facultades 
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que este respecto del primero; es claro que no se 
necesita ni es conveniente organizar el poder con- 
servador en un cuerpo determinado, sino que debe 
dejársele al pais, quien usará de él, conforme al 
grado de ilustración y de fuerza material que 
posea. 

Si en contra de estas ideas se aduce la insufi- 
ciencia de la opinión pública para emplear con 
acierto el poder conservador que á ella le compe- 
te, y no á corporación alguna de mandatarios es- 
peciales; si se presenta tal insuficiencia en contra 
del principio que sostenemos, fácil es contestar, 
que ni los errores en que por el ejercicio de ese po- 
der incurra el pueblo, ni la influencia funesta que 
en su daño puedan tener, son argumento bastante 
para investir con el poder conservador á un cuer- 
po determinado; pues ni se pueden violar tan gra- 
vemente los derechos de la soberanía popular, ni 
se conseguiría ventaja alguna con tal institución; 
porque faltando en el pueblo la ilustración y la 
moralidad, que son las que dan la fuerza moral y 
la verdadera eficacia á la opinión, el cuerpo conser- 
vador que en tal caso se formara tendría que ser, 
ó bien un instrumento dócil de que se sirviera 
cualquiera de los otros poderes para dar aparien- 
cia legal á sus usurpaciones ó á sus actos de des- 
potismo, ó bien absorveria él mismo las atribucio- 
nes de los otros poderes políticos, ó por lo menos 
embarazaría, cuando quisiese, la justa acción de 
cualquiera de ellos. 
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III. 

DE LAS PRECISAS CONDICIONES 

PARA LA CABAL REALIZACIÓN DEL SISTEMA 

REPRESENTATIVO. 

Condiciones indispensables para la cabal realización del 
sistema representativo. — Ée deduce del carácter peculiar 
y de las tendencias de este sistema la precisa necesidad 
del respeto del pueblo á la ley .-Sin el respeto saj^rado del 
pueblo á la ley no sería el régimen representativo, como 
es y conviene que sea, un sistema de responsabilidad 
para los actos del pueblo. — ^El respeto á la ley es la 
garantía mas eficaz con que puede contar la integridad 
de la fuerza popular — ^Idea del derecho de resistencia ar- 
mada. — El empleo de la resistencia armada, luego que 
ésta es indispensable, es el ejercicio de un derecho 
natural por parte del pueblo. — ^Abusos que pueden mo- 
tivar el ejercicio de este derecho. — ^Primer paso de un 
pueblo en la vía de la resistencia legal. — Segundo gra- 
do de oposición pacífica. — ^Resistencia armada. — ^Li- 
bertad de imprenta. — ^Es un requisito de todo pimto in- 
dispensable para el acertado ejercicio de las facultades 
que al pueblo corresponden e?i el sistema representa- 
tivo. — Continuación de lo mismo. — No hay razón fun- 
dada para restrinjir 6 negar, en nombre de las cuestio- 
nes morales, la amplia y absoluta libertad de imprenta. 
— ^Tampoco existe esa fundada razón para restrinjir ó 
neffar la libre manifestación de las ideas, en nombre 
déla conservación de las instituciones políticas. — Doble 
significado que suele darse á la espresion "escritos 
suiDversivos." — Aunque no debe prohibirse la publica- 
ción de los escritos verdaderamente subversivos, sin 
embargo deben ser castigados sus autores, luego que 
se presenten los efectos á que sus producciones dan ori- 
jen. — ^Es un atentado á los derecnos del país prohibir 
la publicación de los escritos que no sean en realidad 
subversivos, aporque indebidamente se caHfican de ta- 
les. — ^Las injurias meramente personales que se cfoi- 
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jaii por la prensa contra cualesquiera de los indivi- 
duos que ejercen los poderes políticos, deben juzgarse 
por la ley y por los mismos trámites gue resuelven las 
cuestiones de agravio entre los particulares. — Conse- 
cuencia que se deduce de todas las ideas expuestas so- 
bre libertad de imprenta. — El derecho de reunión es 
una consecuencia práctica de la libertad de imprenta. 
— Es otra de las precisas condiciones que se requieren 
para la provechosa apUcacion del sistema representa- 
tivo. — ^El ejercicio del derecho de reunión es el medio 
único por el cual la opinión pública tiene una expre- 
sión verdadera. — Otra razón de conveniencia que acon- 
seja se permita el ejercicio de tal derecho. — Objeción 
que contra él pudiera hacerse.— Refútase esta obje- 
ción en lo ' que mira á las perniciosas consecuencias 
que quieran deducirse del establecimiento de aquel de- 
recho.-— Refútase también en lo que respecta á la inu- 
tilidad que quiera atribuirse á la aplicación del princi- 
pio que nos ocupa — Consecuencia general 

Las consideraciones heclias acerca de la natu- 
raleza del sistema representativo, revelan en éste 
el doble fin de — asegurar con la suprema autori- 
dad de los fallos del pueblo, todos los derechos é 
intereses de la sociedad y del individuo, y de ace- 
lerar cada vez n\as, con los medios que presenta, 
la realización de tan feliz resultado. Para que es- 
te se consiga, y por consiguiente, para que el sis- 
tema representativo tenga una adopción comple- 
ta, se requieren como indispensables condiciones, 
puesto que son consecuencias lógicas de dicho sis- 
tema: 1* el respeto sagrado del pueblo á la ley, una 
vez sea establecida, y hasta que no quede deroga- 
da según los trámites adoptados para su desapa- 
rición, aun cuando por esa ley no reciba el pueblo 
los bienes que esperara, y aun cuando de ella le 
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resulten Verdaderos males: 2- el derecho de resis- 
tencia armada, luego que estén ya agotados todos 
los medios legales para reprimir el despotismo ó 
la, tiranía de los poderes políticos: 3* la amplia li- 
bertad de imprenta en todo cuanto se refiera al 
examen de las ideas políticas y á la censura de los 
actos del ejecutivo como á los del legislador y del 
magistrado: 4* en fin, el derecho de reunión pací- 
fica para juzgar y resolver sobre la conducta de 
los delegados de la soberanía popular , ó para ex- 
presar los deseos de la opinión pública con respec- 
to á las reformas que apetezca ó que solo quiera 
indicar. » 

Primera condición — Respeto k la ley. 

El pueblo debe respetar la ley hasta que sea 
derogada por los trámites fijados, y por mas que 
esa ley le perjudique; porque si el sistema repre- 
sentativo está llamado á cimentar en las socieda- 
des el reinado de la libertad y de la justicia, solo 
es en tanto que es un sistema de instrucción y de 
esperiencias para el pueblo. Si, pues, este destru- 
ye la ley desde el instante en que siente sus pri- 
meros perjudiciales efectos, sin esperar á que lle- 
gue el momento determinado de antemano para 
extinguirla, y sin ceñirse á las reglas prefijadas 
para su desaparición, ese pueblo renuncia á las 
lecciones de la experiencia, y como obrando de es- 
te modo no siente el peso de todos los inconvenien- 
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tes de esa ley inconsulta, no los conocerá ni menos 
los sabrá evitar para lo futuro, y por consiguiente, 
el sistema representativo no llegará jamas á pro- 
ducir en tal pueblo, siempre lijero, irreflexivo é 
ignorante sobre lo que le. conviene ó daña, los re- 
sultados felices á que tiende. 

Ademas, si el sistema representativo reconoce 
y proclama la intervención decisiva del pueblo, so- 
lo es á condición de que el pueblo sea responsable 
de sus actos, porque tal responsabilidad es el úni- 
co medio que tiene para reprimir los excesos de su 
pr^io poder, y para dirigirlo por consiguiente de 
una manera justa y provechosa. Dedúcese de 
aqui, que el pueblo está obligado á respetar reli- 
giosamente las leyes, porque estas, si son perjudi- 
ciales, hacen efectiva con sus malos resultados la 
responsabilidad del pueblo que las aceptó, habien- 
do podido impedir su establecimiento, y porque 
el respeto á la ley es condición inherente á la li- 
bertad del pifeblo, pues la ley es el límite de su li- 
bertad. Son pues, según esto, las leyes, la única 
fuerza propia para contrariar eficaz y provechosa- 
mente los extravíos de la soberanía popular , por 
lo que, si dominada la sociedad con la idea de su 
presumida omnipotencia política, se cree con 'fa- 
cultad para no observar esta ó aquella ley porque 
la mira como obra suya y porque la considera per- 
judicial, tal sociedad quebranta sus deberes y re- 
nuncia también por este procedimiento absurdo á 
su propia responsabilidad, y con ella, á lo único 



—55—; 

que puede regularizar su fuerza y darle una di- 
rección acertada y verdaderamente útil. 

En fin, el respeto sagrado, la obediencia es- 
tricta á la ley es la primera y mas eficaz garantía 
de integridad de la fuerza popular, como la ley 
misma es un principio de unidad social. Si el 
pueblo se creyese con facultad para desobedecer 
la ley, cuando asi fuese de su agrado, no habría 
individuo alguno á quien con derecho pudiera com- 
pelérsele á observarla; por lo que si alguno la obe- 
deciera, solo seria mientras tanto que asi quisiese 
ó encontrase conveniente hacerlo, todo lo cual trae- 
ría por indispensable consecuencia la inseguridad 
de todos los derechos, la anarquía de los intereses 
públicos y privados y el completo aislamiento en- 
tre los miembros de la sociedad; y reduciéndose 
asi cada cual, para la conservación é incremento 
de sus particulares intereses, al único auxilio de 
sus propias fuerzas, el mas débil quedarla someti- 
do en su persona y en sus derechos al predominio 
del que no lo fuese tanto, y este á su vez cederla 
ante el que fuese mas fuerte que él. Lo que se di- 
ce de los individuos es aplicable á las diversas frac- 
ciones en que aquellos pudieran reunirse para de- 
fender sus derechos. Destruida de este modo la 
integridad de la fuerza social, convertida la socie- 
dad en fragmentos, seria general la postración co- 
mo lo serian el atraso y la miseria; y esa debili- 
dad, este atraso y miseria la conducirían inevita- 
blemente bajo el yugo de un déspota á cuyas ins- 
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piracianes pidiera paz, organización y bienestar 
material á trueque de su libertad: paz, organiza- 
ción y bienestar material que esa sociedad habría 
conseguido por si misma, conservando la dignidad 
de un pueblo libre, si fiel á las máxima^ delsiste- 
ma representativo, se hubiese sometido al protec- 
tor imperio de la ley, único ante el cual puede sin 
mengua ceder siempre un pueblo y ante el cual 
debe siempre ceder, porque si bien la sociedad es 
libre para aceptar ó rechazar la ley antes que esta 
sea establecida, no lo es ya cuando por haberla 
aceptado la establece y rije; pues la ley es un pre- 
cepto superior á toda libertad, en cuanto que su 
fin es reglarla, porque de lo contrario la libertad 
se convertiría en licencia y desenfreno, y lejos de 
ser un elemento de orden seria un principio fecun- 
do y permanente de perturbación, lo que no solo 
chocarla contra toda razón de conveniencia, sino 
contra todo principio de moral. 

Segunda condición — Derecho de resistencia. 

El derecho de resistencia armada es inheren- 
te del sistema representativo, y entendemos por 
él la facultad, que fundada en derecho natural, 
tiene la totalidad ó la mayoría de los ciudadanos 
de un pais para emplear la fuerza, después de ago- 
tados todos los medios legales de oposición, con el 
fin de impedir el establecimiento y ejecución de 
una ley que rechaza, ó los actos de cualquiera de 
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sus poderes políticos, que consentidos por los otros, 
»ean una violación de las leyes fundamentales ó 
ataquen directamente las libertades públicas, los 
derechos comunes ó los privados. 

Por la idea que se acaba de indicar sobre lo 
que es el derecho de resistencia, se vé que esta tie- 
ne dos grados. El primero se reduce á la mera 
desaprobación del pais expresada por medio de 
actas ó de otras manifestaciones admitidas como 
legales, y que comprueban una verdadera oposi- 
ción nacional, ó al menos de la mayoría. El se- 
gundo grado es el empleo de la fuerza, ó como 
también su^e decirse, la resistencia armada contra 
los poderes políticos, que desdeñando las manifés- 
ta^ones legales de la opinión, se combinan para 
trastornar las leyes fundamentales con da;p.ó del 
pais, y para privar á este de los medios dé inter- 
venir en adelante en la marcha de los negocios pú- 
blicos. 

Difícil es, cuando no de todo punto imposible, 
que en las naciones en que el sistenta, representa- 
tivo tiene una aplicación exacta, se bresenten ca- 
sos efl que se^ preciso ocurrir al ^^cicio del de- 
recho de resistencia armada, poríj^é en tales na- 
(jiones la opinión pública es un ^%adero poder, 
pues e3presa las ideas y los deseos de un pueblo, 
perfecto conocedor de sus intereses y dotado de 
una fuerza superior á todo obstáculo que no sea la 
ley. iPero si en esos países el sistema representa- 
i^^-ó llí^rin íxnrnWii/í-'-^-'^+'^ cji^c^ fíncs, en otros, np 



tan avanzados como aquellos, dicho régimen pro- 
pende á acelerar por medio de continuados ensa- 
yos, ya felices ya adversos, el momento en que el 
pueblo entre en la imperturbable y bien compren- 
dida posesión de sus derechos. Por esto, y por la 
propensión natural que todo poder tiene á esten- 
der sus limites, allanando los obstáculos que opo- 
nerse puedan á su espansion, es por demás indis- 
pensable que el pueblo vele cuidadosamente por 
la conservación de las ventajas adquiridas, y que 
también se halle dispuesto á rechazar valiéndose 
de la fuerza, cuando ya no bastaren las manifesta- 
ciones legales de la opinión, los encubiertos ata- 
ques que contra sus libertades dirijan los poderes 
políticos. Procediendo así defiende el pueblo sus 
derechos. El empleo, pues, de la resistencia ar- 
mada, cuando ya se han agotado los medios lega- 
les y pacíficos de oposición, no es mas que el ejer- 
cicio, por parte del pueblo, del derecho natural de 
justgyiefensa* 

Puede sttc^er que el legislador proponga una 
ley anti-consiitácional, ó perniciosa para los inte- 
reses público^© violadora de los derechos priva- 
dos; ó bien W^ el ejecutivo practique actos anti- 
constitucionafé^, perniciosos para los intereses co- 
munes ó atentatorios de los derechos individuales; 
ó que el poder judicial se exceda de sus atoibucio- 
nes, ó se sirva de ellas como de un instrumento efi- 
caz para favorecer, con sus fallos injustos, los en- 
cubiertos intereses de sus miembros, ^p para procn^ 



— 5d— 

rarse con tan pérfido procedimienta un apoyo su- 
ficiente en una parte del pueblo, que le permita 
sobreponerse á las leyes fundamentales, ó siquiera 
contrariarlas con mas ó, menos probabilidades de 
buen resultado. 

Si ocurriendo alguno de los mencionados abu- 
sos, cualquiera de los poderes gioliticos reclama — 
ya por si, en guarda de sus atribuciones ó de los 
derechos que le están confiados, ó ya á invitación 
del particular agraviado — la responsabilidad del 
funcionario que delinquió y la enmienda de la fal- 
ta, y el poder al cual dicho funcionario pertenece, 
y ante el cual debe entablarse la reclamación, ne- 
gare la autorización para enjuiciar al acusa4o, en- 
tonces dicho poder atrae sobre si la responsabili- 
dad y queda sujeto al fallo de la nación, como si 
hubiese sido acusado ante ella, cosa que, dicho sea 
de paso, puede también algunas veces acontecer. 
El pais debe decidir en la época de las elecciones 
ordinarias, ó bien en elecciones extraordinarias, si 
el asunto fuere trascendental y urgente, y si Iw le- 
yes fundamentales permitieren dichas eleccionea 
extraordin£(»rias, como deben sin duda permitirlas 
señalando los casos que las hayan de motivar. Si 
la nación resuelve, retirando su mandato á las per- 
sonas que componían el poder responsable ó direc- 
tamente acusado, dicho acto, si bien lo es de ver- 
dadera soberanía, debe igualmente considei^arse 
como el primer paso que dá esa nación en la vía 
de la resistencia legal. 



' — 60- 

Peío si en vez de presentarse un poder recla- 
mando contra las usurpaciones ó indebidos mane- 
jos de cualquiera de los otros, se combinan todos 
ellos, y ocurriendo á una estudiada y criminal in- 
difer^cia y al aparato de fórmulas legales, y al 
establecimiento de leyes en realidad anti-constitu- 
cionales y destructoras de las libertades públicas, 
si, pues valiéndose de estos medios, -se combinan 
los poderes políticos para entronizar un sistema 
de maldad, de corrupción y despotismo, quédale 
al pais el derecho de protestar al punto contra se- 
mejantes abusos, declarando, en nombre dé su so- 
beranía, nulas todas las leyes y todos los actos que 
se dirijan á la consumacióh del crimen, y exigien- 
do su inmediata revocación. Este acto lo es de 
soberanía, y es también el segundo paso que un 
pueblo dá en la vía de la resistencia legal. 

Por últiiiiu, si los poderes políticos desoyen 
la voz del i)ais, y persisten en sus malos propósi- 
tos, debe la nación que protestó reunirse en coníi- 
siones electorales, y proceder al punto a elecciones 
extraordinarias, que las leyes fundamentales de- 
ben permitir para semejanto caso. Si los poderes 
^políticos pretenden impedir al pais el ejercicio de 
su potestad eleccionaria, ó si hechas las elecciones, 
no quisieren entregar el ejercicio de la autoridad 
las personas que habiendo formado esos poderes 
políticos trastornadores, han quedado i)rivadas dé 
él por el sufragio, entonces réstale á la sociedad 
para ejercer la potestad que se la impide usar, ó 
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para hacer efectivo su fallo, el derecho de acudir 
á la última razón de un pueblo, á la razón de la 
fuerza, á la fesistencia armada contra las ilegali- 
dades y los trascendentales abusos de sus manda- 
tarios. Este acto lo es de soberania, y es el terce- 
ro y último paso de un pueblo en la marcha de la 
resistencia legal. 

Tercera <wi(ÍI¿c/o?2— Libertad be imprenta. 

La amplia libertad de imprenta en todo cuan- 
to diga referencia al examen de las ideas políticas 
y á la censura de los actos de los mandatarios del 
pueblo, es también otro requisito absolutamente 
indispensable del sistema representativo, es un 
derecho sin cuyo ejercicio no se podría compren- 
der este sistema ni ofrecería los beneficios que tie- 
ne por objeto producir. 

Fácil es comprender, que la libertad de im- 
prenta de que hal^lamos, es la primera y mas efi- 
caz condición dfel régimen que nos ocupa, porque 
si las leyes y los actos que conducen á su aplica- 
ción necesitan, para su real validez y subsistencia, 
la aceptación espresa ó tácita del pueblo; si este 
mismo pueblo debe decidir las cuestiones de gra- 
ve importancia, que suscitadas por los poderes po- 
líticos deben someterse á su fallo; si el pais ha de 
velar sobre la conducta de sus mandatario», ya 
para continuarles ó retirarles la confianza que en 
ellos há depositado, ya para prevenir sus abusos 



_02_ 

ó declarar la responsabilidad de un poder y aun 
de todos los poderes reunidos; en fin, si el sistema 
representativo, lo es de esperienciaá^ de enseñan- 
za y de responsabilidad para el pueblo; si pues, el 
puebjo es en el sistema representativo, el último 
defensor de sus propios derechos, y el que en pos- 
trer resultado provee á ellos, claro es que necesita 
rodearse, para llenar con acierto' y feliz término 
tan graves funciones, de todas las luces, de todos 
los auxilios que puedan procurarle, la discusión 
viva y constante sobre todas las ideas, las inspira- 
ciones del talento, los consejos de la instrucción y 
de la esperiencia, la manifestación de todos los he- 
chos sociales larga y detenidamente observados, 
que los dé á conocer en sí, en su origen, en sus re- 
laciones y en sus cambios probables, el análisis im- 
parcial y hasta la censura severa de los actos de 
los poderes políticos y su defensa, y la apreciación, 
en fin, de los diversos partidos, apreciación conse- 
guida mediante la exposición voluntaria ii obliga- 
da de sus pretensiones, de sus doctrinas, de sus 
actos y de las reformas que preconizan. Esta ac- 
tividad de los espíritus llevada á la prensa, que es 
la tribuna pública, va cada vez presentando con 
mayor claridad á la vista del pueblo la mentira y 
la injusticia, pues combatido siempre el error, sean 
cuales fueren las formas que tome, el pueblo tiene 
precisamente que ir adquiriendo convicciones :^as 
sobre hechos^ verdaderos, sobre nociones exactas 
así en moral como en justicia, como también en lo 
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que se refiere á la industria y á todas las demás 
condiciones pf ácticas de la vida «ocial. 

. Este caudal de conocimientos útiles deposita- 
do en la mente del pueblo y acrecentado con tan- 
ta mayor rapidez cuanta mas activa sea la contro- 
versia de las ideas y la competencia de las ambi- 
ciones, dá nuevas probabilidades de acierto á los 
procedimientos de la sociedad, y ofrece por consi- 
guiente á la verdadera libertad mas sólidas garan- 
tías. Según esto, proclamar el sistema represen- 
tativo, es decir, el sistema que dá al pueblo la su- 
prema intervención en sus destinos, y negar ó res- 
tringir la libertad de imprenta, seria un contra- 
sentido de muy perniciosas consecuencias; pues 
sería conceder al pueblo una fuerza de grande in- 
fluencia, pero privándole de los medios de enterar- 
se en la manera de dirigirla con acierto; y fáciles 
son de concebir los deplorables efectos que preci- 
samente tiene que producir toda fuerza bruta ó to- 
da fuerza dirigida con torpeza. . 

No hay pues, según lo espuesto, razón verda- 
deramente fundada para comprimir la libertad de 
imprenta, dándose por pretesto el que se acude á 
ella con él fin de emitir opiniones subversivas, 
opuestas á la moral ó á las instituciones políticas 
admitidas. Si las ideas que se emiten son real- 
mente inmorales, sufrirán al cabo una completa 
refutación, y cayendo en el desprecio, la moral y 
el pueblo serán al fin los que vengan á ganar: aque- 
lla luciendo con mas brillantez ante los espíritus, 
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y el pueblo conociendo mas profunda y estensa- 
mente el error, ó lo que es lo mismo^ afirmándose 
mas en las buenas convicciones; lo cual da por 
consecuencia natural, que el sentimiento moral 
penetre con mas hondas, raices en la conciencia 
del pueblo. Y serán estos los resultados inevita- 
bles de la libre discusión, porque es ley superior, 
ley impuesta á las inteligencias, y que entra en el 
orden providencial, y sin la que no podría com- 
prenderse la existencia de este orden y su desar- 
rollo en la sociedad, que la verdad predomine 90- 
bre el error, y que en todas las luchas que con es- 
te sostenga, salga siempre victoriosa y nías explen- 
dente. 

Por otra parte,^ dichas cuestiones morales no 
se inician, ó al menos no atraen la atención de los 
espíritus, sino en aquellas sociedades, algo avaA? 
zadas siquiera en la vía del progi'eso intelectual^ 
y en las qne poif consiguiente hay ya un crecido 
fondo de ideas, Jo suficientemente exactas parq. 
por ellas combatir el sofi^na. En los pueblos na- 
cientes, en las sociedades informes en las que s^nm 
no se halla desenvuelta la inteligencia pública, los 
principios metafiwficos ni son comprendido? ni 
aceptados por el pueblo; este no admite mas qu9 
nociones claras y sencillas, y ciertamente que no 
es el error el que puede triunfar con la senciUez 
de las demostraciones. 

Si las instituciones políticas establecidas en 
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fecta relación con las condiciones naturales, con 
los elementos constitutivos de aquel pais, de ma- 
nera que no sean sino la expresión de esos elemen- 
tos, la consecuencia lógica y bien aplicada de esaá 
condiciones, no tienen absolutamente por que te- 
mer la discusión, ni menos se la debe prohibir. 
j^.si pues, en el supuesto de que esas instituciones 
sean una verdad, lejos de rechazar en favor de 
ellas la discusión, se la debe aceptar, porque ha- 
biendo de vencer, adquirirán mayor fuerza en las 
convicciones y en el afecto del pais; y este, mas 
persuadido de su justicia y de su conveniencia, ha- 
brá precisamente de tomar mayor empeño para 
desarrollarlas. Pero si esas instituciones en vez 
de cuadrar con las circunstancias naturales de la 
nación, np pueden jamás amoldarse á ellas; ai en 
vez de fomentar la prosperidad común la contra- 
rían y por consiguiente la retardan, la discusión 
demostrará sus vicios, y vencidas de este modo, 
ó lo que es igual, enterada la sociedad de lo perni- 
ciosas que son, las cambiará por aquellas otras 
que correspondan á la naturaleza de xlicha socie- 
dad y que promuevan su progreso. Impedir, pues, 
á nombre de la conservación de las instituciones 
políticas, la libertad de imprenta que pueda refu- 
tarlas, es cometer ,^ ó el chocante absurdo de qui- 
tarles la ocasión de fortificoJ^se, ó es atentar con- 
tra el primer derecho del pueHo, contra el de- 
recho que tiene de conocer los modos de consti- 



—66— 

tuirse que^sean mas conformes á su naturaleza y 
á sus destinos. 

En fin, restringir la libertad de imprenta, ó 
prohibirla tal vez del todo, por temor á las publi- 
caciones subversivas, es un abuso que ciertamen- 
te no se puede comprender, cuando al tiempo mis- 
mo de sostenerlo se proclama el sistema represen- 
tativo. Son escritos subversivos los que abierta- 
* mente provocan á la desobediencia á las leyes, ó 
á la resistencia á los actos legales de la autoridad. 
Pero no es este el único sentido que se quiere dar 
á ese calificado; también se pretende significar por 
él, toda publicación que demostrando los excesos 
de autoridadj la transgresión de las facultades de 
los poderes políticos, manifiesta al pueblo el dere- 
cho que tiene para no aceptarlos ni obedecerlos. 

Por lo que hace á los escritos subversivos, 
tomando, este calificado en el primer sentido que 
le hemos dado, nunca, por temor á ellos debe im- 
pedirse la libertad de imprenta, nunca por temor 
á sus efectos debe penarse al autor, miéntj'as tan- 
to no se hayan realizado esos efectos. Sí un indi- 
viduo, si un club propala máximas desorganiza- 
doras; si con sus. producciones se propone irritar 
las pasiones populares, no faltará jamás otro in- 
dividuo, otro club que destruya su funesta influen- 
cia, y que mantenga los sentimientos y la fuerza 
del pueblo del ladp de la razoii y la justicia. Ha- 
ya, libertad de emitir los pensamientos, y se verá 
entonces cómo los escritos subversivos, es decir, 
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cómo aquellos escritos que incitan á la desobe- 
diencia de la ley 6 á la resistencia á los actos le- 
gales de la autoridad, íio tienen la mas pequeña 
influencia en el ánimo del pueblo: y no la tienen, 
porque es verdad que la esperiencia confirma, 
aunque no todos se aperciben de ella, que el pue- 
blo se aficiona tanto mas al error y se interesa por 
los qué lo propalan, cuanto menos acostumbrando 
está á ver que se conceda la libre manifestación de 
todas las ideas, la libre exposición de todas las 
jiásióiies; pues cuando está babituado á ese espec- 
táculo, y habituado por consigiiiénte á ver confun- 
dido siempre él error por la verdad, no tienen lá 
maldad y la naentii^á, por mas ingeniosamente qué 
se encubran, el encanto que á la vista del pueblo 
reciben, cuando se las persigue, en vez que con el 
arma del raciocinio, con el empleo dé la fuerza 
material. Así, pues, si los escritos subversivos 
encuentran eco én un pueblo, no deben precisa- 
mente atribuirse á ellos solos los estragos qué 
ocasionan, sino también á lá iínprevision de ía ley 
6 á la imprudente severidad del gobierno, qué le^í 
dá una importancia que no tienen, y un influjp. 
que con la libertad de imprenta no llegarían ja- 
más á tener. Mas, á pesar de esto, si una frac- 
ción descontentadiza y anárquica, apoyándose de 
buena fé ó maliciosamente en esos escritos se de- 
clara inobediente á las leyes ú opone resistencia á 
los actos legales de la autoridad, incurrre en el cri- 
men de rebelión, y queda sujeta á las penas cor- 
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respondientes, si ho cede al punto á las intuna- 
ciones que se la dirijan en nombre del orden y ^e\ 
respeto á la ley é interés de la mayoría. Claro 
es también que en este caso debe recaer la san- 
ción de la ley penal sobre los que con sus produc- 
ciones han dado pretesto á esa violación del orden 
público. 

Pero si por escritos subversivos se quieren 
entender todos aquellos cuyo fin es demostrar al 
pueblo los excesos de autoridad, las transgresión 
nes de los poderes políticos, á fin de que la nación 
valiéndose de los medios legales, haga que esos 
poderes vuelvan al terreno de la ley que habían 
abandonado, diremos que sobre no ser tal califica- 
do el que corresponde á dichos escritos, no liay 
tampoco derecho ninguno para prevenir su publi- 
cación, y menos aun, para penar á sus autores; si- 
no que al contrario, es un deber del poder que se 
excedió reconocer su falta, y demostrar su respeto 
á la ley y á los derechos del país corrigiendo al 
punto sus errores, y haciendo por remediar los 
males que su» yerros ó sus abusos hubieren podi- 
do ocasionar. Admitir lo contrario de esto sería 
conceder á los poderes políticos el derecho dé im- 
poner sus opiniones al pais, y también, cuando qui- 
sieren, sus caprichos, puesto que á nada menos 
que á esto conduciría el hecho de prohibir, ó ya el 
análisis de las leyes que se fueran á establecer, 
para, según él, admitirlas ó rechazarlas; ó ya la 
crítica de las leyes establecidas para continuar con 
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ella» ó exijir su reforma ó derogación; ó ya la cen- 
sura, en fin, de los actos gubernativos para pro- 
testar contra ellos, si tal protesta merecen, y ha- 
cer efectiva en la época debida la responsabilidad 
de los que los hayan practicado. 

Mas puede suceder que al censurar los actos 
del legislador ó de los miembros del poder ejecu- 
tivo^ó del judicial, el que critica, se salga de su 
objeto, y olvidando la dignidad propia del escritor 
público, infiera agravios personales al hombre ó 
á los individuos del poder cuyos procedimientos 
refuta, ó ataque su reputación priví^da con alusio- 
nes desdorosas á su honor. Ciertamente que no 
e^ posible negar en este caso al ofendido los dere- 
chos que todo hombre tiene para volver por su re- 
putación vulnerada, pero también es preciso reqo- 
nocer que esos agravios personales salen de la es- 
fera de los hechos políticos, que están sujetos á la 
acción de la ley civil, 'y que por ella y según sus 
trámites debe juzgarse el agravio. Considerar 
pues como delitos políticos cualesquiera injurias 
personales que se dirijan contra los individuos que 
ejerzen. los poderes, es confundir actos 4e natura- 
le2;a enteramente distinta, es asimilan el hombre 
á la autoridad que ejerce, y dar á ese hombre una 
superioridad injusta é insultante sobre los demás, 
cuando por hacerse esa a^milacion absurda, se 
juzgan y reprimen las ofensas que se le infieran 
como si fuesen faltas cometidas contra el 6r4en 
político. Acaso en los países rejidos por la pao 
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narquía, en los que el interés de la conservación 
de este régimen exije se rodee al monarca del ma- 
yor prestigio posible^ sea permitida aquella confu- 
sión; pero en las repúblicas, donde domina el prin- 
cipio de igualdad ante la ley, seria un contrasen- 
tido en extrenao chocante, mirar á los mandatarios 
del pueblo como á hombres dotados de prerroga- 
tivas que los enaltezcan, en lo que se refiere á sus 
derechos meramente personales, sobre el resto de 
Sus conciudadanos. 

Queda pues demostrado, que la libertad de 
imprenta es una condición de todo punto indis- 
pensable en el sistema representativo, un derecho 
que no se puede arrebatar al pueblo sin destruir 
por sus bases aquel sistema. Queda también de^ 
mostrado, que los temidos excesos de la libertad 
de imprenta se corrijen por ella misma; y que di- 
chos excesos son tanto menos deplorables, cuanto 
mas desembarazada se encuentre de trabas la fa- 
cultad de emitir los pensamientos. Y queda de- 
mostrado, en fin, que el medio mas adecuado que 
los gobiernos pueden adoptar para que la libertad 
de imprenta jamás les dañe, es, cumplir religiosa- 
mente los compl-omisos que tienen contraidos con 
los pueblos, que respetando todos los derechos y 
afanándose por fomentar, en la parte que les toca, 
los intcresoa comunes, tengan pruebas poderosas 
con que desvanecer ante la opinión pública los 
cargos injustos que contra sus procedimientos se 
dirijan. 
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Cuarta ccwwíicíon.-r-DEEECHO db beünion. 

El derecho de reunión pacífica para juzgar y 
resolver' sobre la conducta de los elegidos de la 
nación, ó para expresar los deseos de la opinión 
pública con respecto á las reformas que apetezca, 
ó que solo quiera indicar, es consecuencia prácti- 
ca de la libertad de imprenta; pues inútil seri^ 
que la prensa ilustrase al pais en todas las cues- 
tiones que le interesan, si el pais mismo no pu- 
diera expresar sus juicios de una manera oficial y 
auténtica; si experimentando una necesidad, ó ilusí- 
trado ya sobre los medios de llenarla, no le fuera 
permitido ^-eclamar su satisfacción; si disgustada 
del sesgo qne tomara la marcha de sus poderes 
politices, le estuviera vedado manifestar su desa- 
probación para atraerlos á un orden de procedi- 
mientos mas legales, ó siquiera mas^ regularen, á 
fin de precaver un terrible conflicto. 

Las producciones que dá á luz la prensa, si 
bien pueden presentar un grado tal de claridad y 
convicción que no sea posible dejar de admitir la^ 
ideas que sostienen, llevan sin embargo el incon- 
veniente de ser la expresión de uno ó de pocos in- 
dividuos, y de que por tanto pasado el primer efec- 
to producido en el espíritu del pueblo ó del go- 
bierno, queden las mas veces desatendidas. Pero 
si á la libertad de imprenta vá unido el derecho 
de reunión, entonces la vqk que por naediodela^ 
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prensa dirija uno cualquiera al pueblo ó á los hom- 
bres que ejercen el poder, encontrará al punto, si 
proclama un pensamiento útil y realizable, una 
necesidad de provechosa y urgente sat^faccion, 
otra voz que la secunde, otra que desarrolle ó mo- 
difique la idea primitiva, y pasando de este modo 
y <iespues de un detenido trabajo de elaboración, 
á la mente y al corazón del pueblo, bajo la forma 
de un principio perfectamente simplificado, y com- 
prensible por tanto parx^ todos los espíritus, y pre- 
ciso en la determinación de su objeto y de todas 
sua condiciones de aplicación, no le queda ya á 
ese mismo pueblo otra cosa mas que reunirse, y 
consignar en documentos que prueben la autenci- 
dad de sus resoluciones, la convicción que le ani- 
ma y el deseo de verla realizada. Debe pues ad- 
mitirse el derecho de reunión, pues sü ejercicio es 
el medio único por el cual la opinión pública tie- 
ne una espresion verdadera. 

Aun queda otoo motivo de conveniencia, qué 
aconseja el establecimiento del derecho de reunión 
donde quiera que se admita el derecho de amplia 
libertad de imprenta: ese motivo es la necesidad 
de conservar la tranquilidad pública, que cierta- 
mente podría alterarse, si declarándose la amplia 
libertad de imprenta se desconociese aquel dere- 
cho, pues, privado el páis donde tal orden de co- 
sas existiese, de la facultad de manifestar los jui- 
cios que las producciones de la prensa le hagan- 
formar, ya sobre la urgencia é importancia de cier- 
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tas necesidades, ya sobre la conducta de algunos^ 
de todos los poderes políticos, no seria dil^cil que 
ese pais irritado á la vista del error j^ de la injus- 
ticia que considera podría evitarse con soliO que él 
expresa^a*su opinión ilustrada y poderosa^ uo ocur- 
riré al empleo de los medios violentos para pre* 
venir los efectos de la indolencia, del abuso ó dej 
desacierto. 

Acaso se diga que teniendo el pueblo en los 
actos eleccionarios la oportunidad y el medio d? 
expresar y hacer valer sus opiniones^ w íxaj ne^- 
cesidad del derecho de reunión, leuyo jpjercicio np 
conduciría á otro resultado que á fsstablecer un 
sistelna de perpetua alarma,, con esa» reuniones 
xjne no serían mas que agrupamientos tumultua- 
rios. 

Fijándonos primero en Jas malas con^ecuen- 
xáa» que se temen, diremos que jxo serian tales Jop 
efecto» del derecho de reunioíi, pues acostumbra- 
do el pueblo á su ejercicio, viendo su opinión aten- 
dida cuando no fuera convincentemente refutada; 
xiomprendiendo, en fin, que es primer deber comp 
primera condición de conveniencia para el pueblo 
el respeto sagrado á la ley y á los trámites lega- 
les, por los que debe pasar el ejercicio del derecho 
de reunión como el de resistencia^ y reconociendo 
en fin, que sería contrariar el objeto mismo de 
esas reuniones, destinadas á. debatir y resolver eu 
^la» pacíficamente, dándoles un carácter agresi- 
vo y tumultuario; teniendo pues en cuenta todo 

10 
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esto, fácil es de percibir que no hay motivo para 
decir, que el ejercicio del derecho que nos ocupa 
solo conduciría á crear un principio de permanen- 
te inquietud en el seno de la sociedad. 

En cuanto á que con el ejercicio de la facul- 
tad eleccionaria tiene el pueblo suficientes medios 
para expresar y hacer valer sus juicios y deseos, 
diremos: que si bien los actos eleccionarios son el 
fallo soberano de la razón y de la voluntad públi- 
cas, esto no obsta en nada para que esa razón y 
esa voluntad se expresen en cualesquiera otras 
circunstancias en que necesiten revelarse para im- 
pedir la realiz^x^ion de un mal ó para acelerar la 
consecución de un bien; mal que tal vez se experi- 
mentarla, ó beneficios que acaso no se disfrutarían 
tan prontamente sin el ejercicio del derecho de 
reunión pacífica. Desdeñar este eficaz elemento 
de acción popular en el arreglo de la organización 
política que el sistema representativo supone, se- 
ría lo mismo que privar á una máquina de cierto» 
resortes que apresuran su movimiento, porque tie- 
ne las ruedas principales que se requieren para 
producir, aunque no con la velocidad que el auxi- 
lio de esos resortes ofreciera, el objeto á que el me- 
canismo se refiere. 

La consecuencia general que se deduce de las 
consideraciones hechas sobre el carácter y tenden- 
das del sistema representativo, y sobre la inter- 
vención grandísima que en el orden político tiene 
ó debe al menos tener toda nación gobernada por 
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este régimen, es que dichas consideraciones com- 
prueban la exactitud de nuestras ideas respecto á 
la soberania popular, que, según la hemos defini- 
do-7-es el derecho que la sociedad tiene para pro- 
veer á la conservación áp sus derechos y á la 
prosperidad de sus intereses; pues el hecho de 
asegurar un pais, con el fallo de su elección, el 
reciproco respeto entre los^ poderes político», su 
debida armonía y la fiel observancia de la ley por 
cada uno de ellos, es sin duda proveer á la garan- 
tía de su» derechos y á la prosperidad de su» in- 
tereses. ' 
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CAPITULO QUINTO. 

DE LAS CONSTITUCIONES POLÍTICAS. 

Üefinicion y necesidad de uíia Constitución en todo pai» 
' rejiáo por el síKtema representativo. — ^No puede ser 
igualmente buena para todas las naciones, en una mis- 
ma época, una misma Constitución. — Conviene, sin em- 
barco, que en toda Constitución se introduzcan eier- 
• tos principios en virtud de los que pueda estenderse 
, gradualmente por entre todas las clases sociales el de- 
recho da intervenir «n el orden político. — ^Deben tam- 
bién determinar en el coi^unto de leyes que la formanilas 
prerogativas conservadoras que -competen á cada uno 
de los poderes políticos según su especial naturaleza. 
— Toda Constitución Política para ser válida necesi- 
ta al establecerse la aceptación espresa del pais en que 
debe rejir. — Otra razón que prueba esta necesidad. 
— ^En toda Constitución hay una piarte absoluta y fija 
y otra accidental y variable; la naisma que la nación 
^ tiene derecho á exijir que se modifique, si lo cree con- 
veniente. 

Habiendo hasta^ ^<l^í _ expuesíb las nociones^ 
precisas para saber qué cosa es la sociedad y en 
qué. consiste lá soberanía, reconocida la necesidad 
de la elección, asi como de la separación de los 
poderes lejislativg, ejecutivo y judicial, examina- 
das las relaciones generales que entre didíios po- 
deres deben mediar, presentado el verdadero ca- 
rácter del régimen representativo, y señaladas, en 
fin, las condiciones indispensables para bu reali- 
zación exacta, fácil es comprender; como conse- 
cuencia de estas ideas, lo muy preciso que es para 
todo pais regido por el sistema de la división de 
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los poderes polítieos, la existencia de un conjunto 
de preceptos, que determinando las facultades 
propias de cada uno de aquellos poderes y los de- 
rechos que respecto de ellos tone* a la nación, ré* 
glen por esto mismo las relaciont?¿í naturales que 
los ligan, y las relaciones que cada- uno y todos 
juntos están obligado» á observar cr n q1 pais. Á 
éste conjunto de preceptos obligatorios, .lenomi- 
nados leyes fundamentales^ que fij/^n la organiza- 
ción de los poderes públicos, y loa de. .icho.^ políti- 
cos de la nación, señalando á aquellos sus íaculta- 
des generales y las reglas también generales de 
"SUS relaciones y de sus deberes para con la socie- 
dad, se dá el nombre de Constitución. 

Dedúcese dé aquí, que no paru toda» las na- 
<5k)nes puede ser igualmente buena en una misma 
época una misma Constitución; pues debiendo ser 
las leyes que establecen la organización política 
de un pais, ai^ como su combinación, la espresion 
exacta de las condiciones determinantes del estado 
social de aquel pais, y la espresion también del 
mod<> natural como estas obran j se combinan, 
claro es, que no para todas las naciones puede ser 
conveniente en una misma época que las faculta- 
des de los poderes políticos tengan igual grado de 
intensidad, así como tampoco que todas las diver- 
sas clases del pueblo puedan indistintamente ejer- 
cer en todas las naciones, y en toda su amplitud, 
lo» importantes derechos políticos qué comprende 
la soberanía popular. 
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Pero si sería en estremo pernicioso reglar la 
la organización política de todas las naciones á 
irnos mismos principios absolutos, ya liberales ó 
<?ompresivos, sin tener en cuenta las circunstancias 
peculiares de cada pais, en lo relativo á la ilustra- 
43Íon, moralidad, industria, riqueza y costumbres 
de las diversas clases que componen su sociedad; 
si pues, seria en estremo pernicioso nó tener en 
€uenta estas circunstancias que en la práctica de 
todo orden político modifican ó deben precisamen- 
te modificar aquellos princi|)ios absolutos; también 
^es cierto, que seria por demás perjudicial, no in- 
troducir como l^ts^ fundamentales de toda Cons- 
titución, ciertos principios mediante los que vaya 
extendiéndose gradujilmente por el pueblo, á me- 
dida que sus diversas clases vayan avanzando en 
ia vía del progreso moral, intelectual y material^ 
el derecho de intervenir directamente y en mayo- 
res proporciones, en la marcha de sus poderes po- 
líticos. La introducción d^ esos principios en to- 
da constitución política es absolutamente indis- 
pensable y por demás provechosa, pues eoa ella 
se combinan la necesidad de conservar los funda- 
mentos de la organización política existente, con 
la necesidad de sus reformas sucesivas y gradua- 
les, sin que bruscas transiciones ó el mantenimien- 
to inflexible de un orden político inadecuado, y pro- 
pio de una época pasada, ó precipiten de pronta 
alas naciones en una situación política parala 
que aun no están preparadas, ó las obliguen á 
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l*omper al grito de una revolución, muchas veces 
sangrienta, las trabas que las impiden marchar 
por si mismas con el desembarazo que les permi- 
te su propia fuerza. 

En la opinión pública, expresada por el fallo 
de la elección, reside, según hemos visto, el poder 
conservadoi:. Para que la nación ejerza este po- 
der de una manera acertada y provechosa es pre- 
ciso determinar, lo mas posible, todo lo que sea 
usurpación de las facultades de un poder por otro, 
pues solo asi tendrá el pais que quiera contener á 
los poderes dentro de sus límites un punto reco- 
nocido y fijo que le sirva de regla. Esta necesi- 
dad se satisface consignando entre las leyes fun- 
damentales que componen la Constitución, ciertos 
principios, que al tiempo mismo de confirmar los 
que determinan la naturaleza y atribuciones de 
los poderes políticos y sus relaciones recíprocas, 
señalen las prerrogativa» conservadoras que á ca- 
da uno de esos poderes compete respecto de los 
otros, según la especial naturaleza de cada uno de 
ellos.* De este modo, cuando un poder sea ataca- 
do en sus facultades por otro, no tiene mas que 
apoyarse, invocándolas, en sus prerrogativas con- 
servadoras, quedando á cargo de la nación el cui- 
dado de sostenerlo en ellas. 

La constitución política debe ser aceptada 
por todos ó al menos por la mayoría de los indi- 
viduos que componen un pnis, á fin de que sus 
preceptos sean obligatorio,^, pues no siendo esto€; 
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preceptos sino' leyes, se requiere para su existen- 
cia y observaneia la aceptación del pueblo, que en 
este caso debe ser expresa, puesto que dicho con- 
sentimiento es condición en que estriba la fuerza 
obligatoria de las leyes. 

Otra razón reclama esta misma aceptación ex- 
presa, y es, que según sea el carácter de las leyes 
fundamentales, asi también debe ser el carácter 
de las leyes secundarias que de ellas se derivan, y 
que se refieren á todos los diferentes órdenes y ne- 
cesidades de la vida social. Y como bien pudie- 
ra suceder en un pais dado, que poseyendo medio» 
precisos para ejercer por sí mismo, en favor del 
desarrollo de sus intereses y de la conservación de 
sus dereqhos, cierto grado de acción, encontrase 
en las leyes secundarias que lógicamente se deri- 
varan de las fundamentales que se quieren estar 
blecer, obstáculos que embarazaran el libre y de- 
bido juego de esa fuerza, lo cual sin duda perjudi- 
caría á ese pais comprimiendo ó retardando el de- 
sarrollo posible de sus intereses, ó privando á sus 
derechos de toda la amplia garantía con que pue- 
den contar, claro es, que la nación en donde un^^ 
Constitución se vá á establecer, debe manifestar 
expresamente si la acepta ó no, según la compa- 
ración que haga entre ella y su estado social. 

D^ aquí se sigue que aunque todas las cons- 
tituciones tienen precisamente ciertos puntos co- 
munes, que no son sino la expresión de las leyes 
absolutas derivadas de la naturaleza misma de la 
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sociedad y de sus relaciones necesarias con el po- 
der público, pueden ser muy varias, respecto á I03 
puntos en que se determinan el grado de autori- 
dad, ó mejor dicho de intervención de esos pode- 
res públicos en la vida social, y por consiguiente 
en esta parte variable, pueden las constituciones 
políticas recibir modificaciones que tienen que ha- 
cerse en armonía con las que reciba el estado so- 
cial del pais en que la modificación es reclamada; 
y este mismo pais tiene sin duda un derecho per- 
fecto para exigirlas. 



CAPITULO SESTO. 

TRANSICIÓN. 

I. 
DEL ESTADO. 

Tratisícibñ. — ^Diversas especies de sociedad natural. — ^De- 
ñnicion del Estado.— Qué se entiende por ciudadano» 

Presentado el cuadro general de los poderes 
políticos, de sus relaciones, y de los derechos que 
todo pais tiene, ó está al iriénos llamado á tener, 
*de intervenir en sus actos, resolviendo las cuestio- 
nes que entre ellos se promuevan, el curso de las 
ideas conduce naturalmente á hablar de la organi- 
zación especial de cada uno de esos poderes, es 
decir, de los modos como la razón cpncibe que de- 
be quedar cada uno de ellos constituido. Sin em- 
bargo, antes de penetrar en este orden de indaga- 
ciones, es preciso dejar de una vez sentadas cier- 
tas nociones indispensables. 

Hemos definido la sociedad diciendo que es 
la reunión de los hombres formada por una incli- 
nación natural qu,e los impulsa á unirse, y fortifi- 
cada á influjos de un interés común. La prime- 
ra sociedad natural es la familia. La reunión de 
familias que habitan en cierta ostensión de terre- 
no y que por determinadas circunstancias de ellas 
y del lugar en que residen constituyen un todo, 
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sugeto á necesidades que las son comunes y pecu- 
liares del conjunto que componen, se llama pueblo 
y también municipio. El conjunto de pueblos ó 
de municipios en número mas ó menos grande, 
que por circunstancias también particulares man^ 
tienen entre si mas estrechas relaciones que coiji 
los pueblos de otro conjunto , y reconocen necesi- 
dades también comunes y peculiares de ellos , foi> 
ma lo que se conoce con la designación de grande 
división territorial^ la misma que se distingue en 
los diferentes paises con el nombre ya de departa- 
mento^ ó ya de provincia^ ó de círculo^ ú otro cual- 
quiera. Por fin, el conjunto de estas grandes divi- 
siones territoriales ó extensas agregaciones de mu- 
nicipios, que por sus idénticas circunstancias de 
origen ó raza, religión, idioma, recuerdos históri- 
cos, cosfumbres &c. mantienen entre si especiales 
relaciones y necesidades comunes, aunque mas ge- 
nerales que las de cada gran división territorial, y 
mucho mas que la de cada municipio ó pueblo, es 
lo que se llama nación. 

El Estado, tomada esta palabra en el sentido 
que comunmente le dan los publicistas, es la socie- 
dad dirigida poy un gobierno propio é indepen- 
diente de toda a^itoridad ex|Tangera , y p9r \^^ 
que también le son pi:opias- De aquí í'osultfi., .qs§ 
un Estado puede comprender varias napiooes, y 
que de una nación se pued,^ formar yí-tiqs^j^f^tftí 
dos. Suele (Jarse también á la palalwra Estado ojtr j^ 
significación de que mas adelante nc^ poupferemog: 
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Las personas que en un Estado reúnen los re- 
quisitos que las leyes exigen para intervenir direc- 
ta ó indirectamente en la marcha legal del gobier- 
no 6 en el nombramiento de las personas que han 
de formarlo, V ó de las que han de representar los 
intereses del pais, se llaman ciudadanos. Los ac- 
tos que en este sentido practican, funciones políti- 
cas ; y derecho político el que tienen para prac- 
ticarlo. 

IL 

DÉ LAS FORMAS DE GOBIERNO. 

De Jo que se entiende por forma de gobierno, y de las 
varias formas ffeneralment^^conocidas. — ^Monarquía he- 
reditaria y electiva. — ^Despotismo y tiranía. — Él esta- 
blecimiento de una forma de gobierno no es un hecho 
que depende de la voluntad sino de las necesidades 
especiales del pais en que dicha forma rije. — Lo que se 
Sama gobierno aristocrático ó democrático, no es pre- 
cisamente una forma de gobierno, sino un accidente 
que puede existir al lado de la monarquía ó de la re- 
pública; sin embargo que es propia de esta la demo- 
cracia. — ^No debe confundirse la democracia con la de- 
magogia 6 sea con la oclocracia. — Otra razón que de- 
muestra la inmensa diferencia que existe entre la de- 
mocracia y la demagogia. 

Se llama forma de gobierno el modo como los 
poder^ políticos están constituidos. Las formas 
ée gobierno generalmente conocidas son tres, á sa- 
hsft la monarquía absoluta, la monarquía consti- 
tudonal 6 representativa, y la república. La mo- 
narquía absoluta es la forma de gobierno en que 
los podres lejislativo y ejecutivo están refundidos 
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en una sola persona, que es el rey, á cuyo nombre 
y por cuya delegación ejercen los majistrados ei 
poder judicial. La monarquía constitucional ó re- 
presentativa es la forma de gobierno en que los 
poderes públicos están separados y ejercidos por 
distintas personas independientes entre sí, de mo- 
do que el ejecutivo reside en el monarca ó gefe su- 
premo y perpetuo de la nación , el lejislativo en 
cuerpos independientes del monarca, llamados ge- 
neralmente cámaras, y el judicial en un cuerpo de 
majistrados, independiente también del monarca, 
aunque de él reciben su nombramiento. La repú- 
blica , del mismo modo que la monarquía repre- 
sentativa, es la forma de gobierno en que los po-, 
deres políticos están separados y ejercidos por dis- 
tintas personas, independientes entre sí , de modo 
que el ejecutivo reside en un gefe temporal y ele- 
gible; el legislativo en cámaras responsables á la 
nación, y el judicial en un cuerpo de magistrados 
también independientes de los otros dos poderes, 
y solo responsable á la nación. Según estas defini- 
ciones , la diferencia esencial entre la monarquía 
representativa y la república, es que en la prime- 
ra el poder ejeeutiuo reside en un gefe supremo 
perpetuo, y en la república en un gefe temporal y 
elegible. 

La monarquía constitucional 6 representativa 
puede ser hereditaria ó electiva, según que la feo- 
roña 6 sea el poder ejecutivo, se trasmita por su- 
cesión hereditaria conforme á las reglas establecí- 
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das para dicha sucesión , 6 por elección popular 
hecha á la muerte del monarca. 

El acto por el cual uno cualquiera ó todos los 
tres poderes politicos — el legislativo , ejecutivo y 
judicial — desconocen la ley sustituyendo á ella su 
voluntad, se llama despotismo. Puede un acto de 
despotismo ó no inferir agravio á ningún derecho, 
sino antes bien desconocer una ley verdaderamen- 
te perniciosa, ó bien puede atacar los derechos áe 
libertad personal y de propiedad ; en este último 
caso el despotismo degenera en tiranía. 

El gobierno monárquico, así como el republi- 
cano , no son formas de organización política que 
se establecen por el capricho del legislador, ó por 
el acaso en los países donde rijen, sino que ^u adop- 
ción es la consecuencia necesaria de las circunstan- 
cias especiales que constituyen el particular modo 
de existir político de las naciones en que una ú 
otra de aquella^ dos formas de gobierno se en- 
cuentra establecida. Naciones hay que no pueden 
subsistir sino bajo el régimen de la monarquía, co- 
mo hay otras que no pueden conservarse y pros- 
perar sino bajo la sombra de las instituciones re- 
publicanas. 

Las palabras gobierno aristocrático ó democrá- 
tico no expresan precisamente una forma dé go- 
bierno, tomando esta última expresión en el senti- 
do que le hemos dado de significar el modo conio 
los poderes públicos están organizados , sino que 
manifiestan un accidente que puede existir en la 
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república ó en la monarquía, ya sea esta constitu- 
cional ó absoluta. En efecto, el gobierno aristocrá- 
tico, que es aquel en que los cargos públicos ó al* 
gunos de ellos, los principales, solo se ejercen se- 
gún ley ó costumbre casi legal , por individuos de 
una cíase poderosa y noble que se llama aristocra- 
cia, puede encontrarse en la monarquía absoluta, y 
también, aunque difícilmente, en la constitucional; 
mas seria una contradicción que existiese en la re- 
pública, donde por la naturaleza de este gobierno 
que descansa en la igualdad, todos los ciudadanos, 
cualquiera que sea su condición social , tienen de- 
recho, si poseen las cualidades de inteligencia y 
probidad precisas para ejercer sin excepción algu- 
na todos los cargos públicos, que es en Ib que con- 
siste la democracia, ó el gobierno democrático. Así 
que , si bien parece propio de la monarquía abso- 
luta lo que se llama gobierno aristocrático; si bien 
puede encontrarse en la monarquía constitucional, 
en la que también puede existir la democracia , es 
incompatible con la república , donde solo debe 
prevalecer esta última. 

No debe confundirse la democracia con la de- 
magogia , 6 mejor dicho con la oclocracia , en la 
que solo predomina la voluntad estúpida, despóti- 
ca y siem,pre tiránica de un populacho imbécil 
puesto en movimiento por algunos hombres dies- 
tros en el arte de irritaí sus pasiones y de alhagaír 
sus vicios. Con el reinado de la demagogia desa- 
parece la realidad del sistema representativo, por- 
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que no g^uedando de este sistema sino solamente 
una vana ficción , la voluntad de los pocos que se 
sirven de la multitud como de un instrumento fá- 
cil, es la que en efecto impera sobre los justos de- 
seos y sobre las opiniones racionales del pais, del 
verdadero pueblo, es decir, de todos aquellos indi- 
viduos cuyos intereses reunidos componen la gran 
masa de los intereses nacionales. Por el contrario, 
donde la democracia prevalece, prevalece también 
el sistema representativo , porque entonces es el 
pais el que gobierna por el intermedio de sus po- 
deres políticos, que no pueden hacer mas que obrar 
en acuerdo con las opiniones de la nación, esto es, 
en acuerdo de las opiniones de aquella gran mayo- 
ría industriosa é ilustrada que quiera el desarrollo 
de todos los intereses materiales y morales de la 
sociedad , y la amplia garantía de todos los dere- 
chos comunes é individuales. 

Ademas, la democracia no radica el ejercicio 
de los poderes políticos en una clase determinada, 
sino que admite en su seno á los hombres de todas 
las condiciones , siempre que tengan las dotes ne- 
cesarias para influir con mas ó menos grado de 
acierto , pero siempre con probid-ad, en la marcha 
de los negocios públicos. La oclocracia vincula el 
poder inmediata y figuradamente en la plebe igno- 
rante y pervertida, y m'ediata y realmente en los 
pocos hombres que la tienen engañada y la diri- 
gen, quienes para conservar su autoridad despóti- 
ca y poder llenar tranquila y holgadamente todos 



—so- 
sas pérfidos designios , rechazan, excitando los fu- 
rores salvages de la multitud que dominan , á los 
hombres que pudieran representar y hacer que al 
fin prevalecieran en el orden político, la religión, 
la virtud, la inteligencia, la moralidad, el patrio- 
tismo , la dignidad nacional, la industria , la eco- 
nomía, las buenas costumbres ; en una palabra, 
todos los sentimientos nobles de la sociedad, todas 
las ideas justas, todas las aspiraciones de una uti- 
lidad bien entendida. . 
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DE LA ORGANIZACIÓN DEL PODER LEJISLATIVO. 

Los intereses de toda la nación pueden clasificarse en dos 
grandes categorías: intereses sociales é intereses térra* 
tonales. — ^En esta clasiñcacion de los intereses de to- 
do pais se funda la necesidad de que el poder lejisla- 
tiVo quede organizado en dos grandes cuerpos de re- 
presentantes, denominados jeneralmente cámaras^ — ^La 
estrecha relación aue media entre esas dos clases de 
intereses exije tamoien la división del poder lejislativo 
en dos cámaras. — Otra razón de conveniencia en apo- 
yo del principio de la dualidad de cámaras. — ^La cá- 
mara que denominamos de diputados representa el 
principio de Ja sobemía popular mas inmediatamente 
que la de senadores, y esta representa mas especial- 
mente que aquella el principio ae la unidad. nacional. 

Hemos dicho que el objeto de la ley e^ prote- 
jerlos derechos y los intereses todos del individúo 
y de la sociedad, y que por tanto debe basarse en 
el conocimiento exacto de esos derechos é intere- 
ses y de sus relaciones generales. El interés del 
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individué es su nwesidad , así como las necesida- 
des que son comunes á todos los individuos de la 
sociedad — ^tales como la religión , la industria en 
sus varios ramos, las ciencia» , la instrucción &c. 
y de cuyo cumplimiento depende en gran parte la 
satisfacción de las necesidades privadas , constitu- 
yen los intereses que se denominan sociales. Mas 
si se puede muy bien considerar á la nación, en 
cuyo favor se establecen las leyes, como una sola 
y extensa sociedad por lo que mira á ciertos inte- 
reses ó necesidades mas ó menos numerosas que 
son comunes á las personas y familias que la com- 
ponen , también es verdad , que cada una de las 
grandes fracciones territoriales en que dicha na- 
ción está dividida, tiene asi mismo ciertos intere- 
ses ó necesidades que la son ea^ciales, y que pue- 
den con&istir , ó ya en intereses propios ó exclusi- 
vos de dicha fracción, ó ya en los mismos intereses 
comunes á todo el país, pero modificados en cada 
uno de esos territorios. por la naturaleza de sus cir- 
cunstancias particulares. La armenia de todos los 
intereses especiales de esos diversos grandes terri- 
torios, es también otra de las necesidades gene- - 
rales de la nación considerada como una sola so- 
ciedad. 

De las reflecciones que preceden resulta, que 
el poder legislativo debe ser constituido en ¿o» 
glandes cuerpos de representantes: él uno^ para* 
que examine los intereses comunes de la niunoB. 
•onsiderada #omo uoa sola sociedad; y él oir^ pará 
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que examine loa intereses especiales de sus gran- 
des divisiones territoriales , sus relaciones , y lo» 
modos adecuados de ponerlos en armenia, no solo 
entre si, sino también con los intereses comunes 
del pais. Esos cuerpos se denominan generalmen- 
te cámaras, legislativas , ^ el nombre especial de 
cada una de estas varia, asi como también el gra- 
do de sus atribuciones s^uñ los diferentes paises. 
Nowtro3 las designaremos con los nombres de 
Cámara efe . Senadores y Cámara de I)ijpi¿ados. 

Debe estar orgrnizado el poder legislativo en 
dos cámaras, porque siendo intima la relación que 
existe entre I^ d,os clases de intereses á que sare- 
fiea-en las leyes qu^ ese poder establece, pues loses- 
peciales de cada territorio son los comunes de la 
nación, modificados por la^ circunstancias particu- 
lares de cada una de esas grandes fracciones del 
pais, asi como es un interés coinun de este la ar- 
naonja de aquellos intereses, sÍ0ndp. pues tan es- 
trecha la relación que media entre las dos mencio- 
nadas clases de necesidades públi<^ que. las leyes 
han de establecer, no podrian menos que. se» in- 
completas estas mismas leyes, si al dictarlas oon. 
^1 fin de fomentar unaiie las dos grapd^ clases 
de intereses de que hablamos, no selas oonsidej^^ 
ra e^ su. infliie£|^ia;0alHrf» los ini^es^ de la oirii 
dase, o Jo que es 1^ mipao^^ si po :se lus ^tudiase 
teBi^ndo en vista estos intereses, Afeara tóen,:!*! 
"^^W y l^ única gar0^Rtl#. que puede darse á unos 
j o%Tf)B intereses de que las leyes que seestableZ' 
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H5an serán la expresión exacta de la natural armo- 
nía que entre ellos existe, es la creación de dos cá- 
maras, revestida cada una con un mandato espe- 
cial , es decir, la de senadores con la representa- 
ción esclusiva de los grandes intereses territoria- 
les, y la de diputados, con la representación esclu- 
siva de los intereses comunes de la nación , consi- 
derada como una sola sociedad. 

La dualidad de cámaras ofrece la mencionada 
garantía, no solo porque con su establecimiento es 
ya seguro, que toda ley que se proponga en uno 
de esos cuerpos tendrá que ser considerada por el 
otro bajo el punto de vista de los intereses que re-^ 
presenta, sino también, porque una vez constitui- 
das las dos cámarató, los individuos que las han de 
formar no pueden menos que ser personas dotadas 
de conocimientos especiales en la clase de intereses 
de cuya representación particular está encargada 
la cámara para que sean nombrados , circunstan- 
cia que no siempre tendría lugar en caso de admi- 
tirse una solacáinara, pues como entonces no exis- 
tiría representación especial para unos y otros in- 
tereses, sino el mandato en general de hacer las 
mgores leyes poábles, podria muchas veces stice- 
d^r, que todos ó la mayor parte de los individuos 
de «e cuerpo, careciesen de los coíiocimientos pe- 
culiares que se requieren pdrá demostrar de ífeía 
manera convincente íaá necesidades de !oá gi^An- 
des territorios, y los medios adecuadbs de llenarlas'. 
Por otra parte admitiendo la división del poder 
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legislativo en dos cámaras, no solóse consigue que 
las leyes sean la expresión de los intereses que es- 
tan llamadas á proteger, puesto que son mejor y 
mas detenidamente consideradas por cada cámara 
bajo el punto de vista de los intereses que están 
llamadas á protejer, puesto que son mejor y mas 
detenidamente consideradas por cada cámara bajo 
el punto de vista de los intereses que representa, 
sino que también se facilita el trabajo de cada uno 
de esos dos grandes cuerpos : porque la ley exa- 
minada por el uno, no pasa á la consideración del 
otro sino después de estudiada en la cámara en 
que se inició bajo una de sus dos faces, de 
manera que la cámara á que se lleva no tie- 
ne sino que considerarla bajo su otra fazj y cla- 
ro es que eon este procedinaiento se facilita en mu- 
cho el trabajo de los cuerpos legisladores, al tiem- 
po mismo que se obtiene la seguridad de que las 
leyes quese dictan conteste doble examen especial, 
no pueden menos que favorecer á todos los intere- 
ses á que se refieren , y á todos aquello^ con que 
puedan tener alguna reladion. 

Constituido éí poder legislativa en éstos dos 
grandes cuerpos, y encargado cada uno de ellos de 
considerar la ley bajo el punto de viista particular 
de cierto genero de intereses, resulta que la cáma- 
ra de diputados representa naas inmediatamente 
que la de senadores la soberanía del pueblo, por- 
qife vela por el fomento de los intereses comunes 
dd pais considerado como una sola sodedad: m- 
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tereses que, coma la industria, la instrucción , lais 
contribuciones, la economía, la moralidad pública 
y otros de esa especie , son el objeto y el resulta- 
do de la actividad social y del individuo, y por 
consiguiente son el objeto de la soberanía popular. 
La cámara de senadores representa, mas inmedia- 
tamente que la de diputados, la unidad nacional, 
pues esta unidad se mantiene mientras que los in- 
tereses territoriales se encuentran en armonía. 

II. • 

DB LOS DERECHOS DEL PODER LEGISLATIVO. 

finmneracion de los derechos que corresponden ó que 
pueden ser ejercidos por las personas revestidas, del 
mandato legislativo.— Enumeración de los derechos del 
poder legislativo, que solo se ejercen ó con las resolucio- 
nes de cualquiera de las dos cámaras indistintamente ó 
de ambas á la vez. — ^La iniciativa es un derecho pro- 
pio de los miembros del poder legislativo. — ^El temor 
á sus abusos no es razcm bastante para privar al lejisla- 
dor de aquella facultad. — Otra razón en favor del 
derecho de iniciativa. — ^La irresponsabilidad de los 
miembros de las cámaras por las opiniones que emitan 
en el curso de los debates, no es limitada. — ^La discu- 
sión de los proyectos de ley y demás asuijitos propios 
del examen fiel poder legislativo, es derecho de las 
personas que lo componen. — ^Tienen estos mismos, de- 
recho al liore cyüinque responsaUe uso del ypto* — ^La fa- 
cultad que tienen de "hacer interpelaciones'' es un de- 
recho cuyo ejercicio les corresponde, como que es pna 
prerogativa del poder lesislativo y un requisito indispei>- 
sable para el cumplido fifeno de los fines de ese poder. 
—Sin embargo pueden los ministros interpelados no 
absolver las preguntas que se les dirijéh, si tienen jus- 
tas razones para no qontestar.'-T-Bemuéstira^e el derecho 
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de los senadores y diputados para pedir á sus respecti- 
vas cámaras, se exija la responsabilidad de los minis- 
tros ó de cualquiera de los funcionarios del poder ju- 
dicial que se hubiesen hecho acreedores á ella. — ^Los di- 
putados y senadores deben ser sometidos á juicio como 
cualquier otro mandatario del pueblo, si en el ejercicio 
de sus atribuciones han parcticado actos que necesitan 
juzgarse y ser penados. — Para juzgar á dachos senado- 
res, se requiere como condición precisa la autorización 
de la cámara á (que pertenecen. — Si la cámara que de- 
bia dar la autorización pedida se negase á darla, atrae 
sobre sí la responsabilidad, 'y suscita una cuestión po- 
lítica que el pais debe resolver. — La facultad de dar la 
interpretación auténtiea de las leyes, de modificarlas ó 
derogarlas, es un derecho propio y especial de las cá- 
maras.— También lo es la de aprobar la paz ó la guerra 
y los tratados que el gobierno ajuste con las otras na- 
ciones; asi como la de fijar el presupuesto de entradas 
- y gastos nacionales y la de modificar en todo ó en par- 
te -el sistema tributario. — ^Es derecho conservador del 
legislativo, cuyo ejercicio compete á las cámaras, exi- 
jir la responsabilidad de los ministros. — ^Idea del voto 
de censura y del de aprobación. — Su verdadero signi- 
ficado. — La facultad de dar votos de censura ó de apro- 
bación es derecho de las cámaras. — ^Deben estas pre- 
sentar en respuesta al mensaje que el jefe del ej«3Utivo 
tes dirije al tiempo de su instalación, otro documento, 
que contestando á, aquel, exprese las ideas del conde- 
so, é indique el carácter de las resoluciones que pien- 
sa adoptar. 

El poder legislativo, ya esté organizado en una 
ó dos cámaras, tiene ciertos derechos que le son in- 
dispensables para el lleno de su mandato.. De es- 
tos derechos unos residen ó pueden ser ejercidos 
por los individuos que componen las cámaras , y 
otros por las cámaras mismas, ya indistintamen- 
te por cada una de ellas , ya por ambas á la vez. 

13 _ 
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Son derechos que corresponden 6 que pueden ser 
ejercidos por los miembros de las cámaras ; 1? la 
iniciativa : 2^ la irresponsabilidad por las opinio- 
nes que emitan y sostengan en el curso de los de- 
bates , mientras que no sean sino meras opiniones 
iprivadas que ni abiertamente provoquen á la re- 
belión ó la anarquía, ni tiendan conocida é inten- 
cionalmente á favorecer intereses ó á alhagar pa- 
siones personales con detrimento del honor ó de 
los justos derechos de un teiicéro ó de la sociedad: 
3? tienen también derecho dichos individuos é la 
libre discusión de los asuntos que se sometan al 
examen de sus respectivas cámaras , y á resolver 
en ellas todas las cuestiones propias del conoci- 
miento del poder legislativo , por medio del libre 
aunque responsable uso del voto : y 4° en fin, tie- 
nen derecho á hacer interjpelaciones ÁlosmmistíOBj 
y á entablar contra ellos cualquiera acusación , á 
fin de que las cámaras reclamen su responsabili- 
dad si encontraren haber lugar á ella. 

Son derechos de cada una de las cámaras: V dar 
la interpretación auténtica de las leyes , ó modifi- 
carlas ó derogarlas, según que necesiten ser acla- 
jadas, ó que convenga se las modifique ó derogue: 
2r aprobar la guerra 6 la paz ó los tratados cele- 
brados por el ejecutivo con las otras naciones, 
siempre que merezcan tal aprobación : 3^ fijar el 
presupuesto de entradas y gastos nacionales, y re- 
formar si preciso fuere , parcialmente ó por com- 
pleto , el sistema de contribuciones : 4^ exigir al 
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cgecutívo la* responsabilidad de los ministros que 
en ella hubieren incurrido : 5° dar votos de censur 
ra ó de aprobación á la conducta de los ministros; 
6? presentar en respuesta al mensage que las dirija 
el gobierno, el dia en que se instalan, la contestar 
cion que cada una de ellas crea conveniente dar, 
y que no es en realidad sino el programa en que 
cada cámara manifiesta al pais la clase de opinio- 
nes que habrá de sostener , y las mejoras que se 
esforzará por introducir. 

La iniciativa es el derecho que tienen los di¿ 
putados para proponer proyectos de ley á la discu^ 
sion de sus respectivas cámaras. La iniciativa es 
im derecho de las personas que ejercen el poder 
legislativo , porque estando encargadas de repre- 
sentar los intereses genérale^ del pai^, proveyen- 
do á su cons^vacion é incremento, por medio de 
leyes basadas sobre el conocimiento de las nece- 
sidades á que se refieren, y de los recursos y mo- 
dos de^atisfacerlas , es claro, que cualquiera de 
esos representantes que reconozca existir una* ne- 
cesidad importante y mas ó menos urgente y ct0^ 
haber encontrado los medios y formas convenien- 
tes de llenarla, se halla autorizado, en razón 4e la 
naturaleza y del objeto de su mandato , parapro- 
po.ner la ley que á dicha necesidad se refiere. L^ 
iniciativa no es im derecho especial de las cánaa- 
ras ó de sus miembros , también corresponde al 
gobierno, como mas adelante veremos. 

Cierto es que se puede abusar del derecho de 
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iniciativa , proponiendo proyectos de ley tan nu- 
merosos y dignos de repulsa , que absorvan una 
gran parte del tiempo que las cámaras debieran 
consagrar á la consideración de asuntos de verda- 
dera importancia ; pero este abuso no es ni puede 
jamas presentarse como razón suficiente para pri- 
var á los diputados y senadores de un derecho in- 
herente á sus facultades, de un derecho indispen-' 
sable para el completo lleno de su mandato. Lo 
único que puede deducirse de semejante abuso es, 
la necesidad de buscar los medios eficaces para ob- 
tener el pleno egercicio de la iniciativa , sin que 
se experimenten sus excesos. 

Si por razón de un inconveniente que no es 
difícil de remediar, se privase de la iniciativa á 
los miembros de las cámaras, el mal que de esto 
resultaría tendría precisamente de ser mayor que 
el mismo que se habia tratado de prevenir ; pues 
se concibe, que la persona ó cuerpo á quien se con- 
cediera la facultad escjusiva de proponer las leyes, 
dejaría de iniciar, por ignorancia , malicia ó des- 
cuido, muchas que pudieran ser verdaderamente 
provechosas y aplicables, como son todas Jas que 
se proponen por los miembros de las cámaras en 
aquellas naciones, en las que, por haberse adopta- 
do ciertas medidas tan justas como sagaces para 
evitar los abusos de la iniciativa, no hay una sola 
personea de las que componen dichos cuerpos , que 
quiera comprometer su propia dignidad y los res- 
petos de su posición política, proponiendo proyec- 
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tos de ley, que , por inoportunos , insignificantes, 
mal concebidos ó favorecedores de injustas miras 
privadas, hubieran de ser unánimes y vergonzosa- 
mente rechazados. 

La irresponsabilidad de los que -ejercen el po- 
der legislativo por las opiniones que emitan en el 
seno de las cámaras , se funda en el principio ge- 
neral de la libertad de opiniones. Pero la irres- 
po^sabilidad de que hablamos no es ilimitada, 
pues si se quiere abusar de ella para provocar 
abiertamenl^ á la anarquía en provecho de i^ts mi- 
ras particulares de un partido , ó para atacar el 
honor de alguna ó algunas personas , sean meros 
ciudadanos ó funcionarios públicos , claro es que 
semejantes excesos son di^os de una pena, y por 
consiguiente* no puede invocarse en, favor del que 
los cometa el principio (^ la libertad parlamenta- 
ria, sino que al contrario , hay d||Fecho para pedir 
á la cámara á que p^enece qu^ autorice su juz- 
gamiento : demanda que puede entablarse , ó por 
<;ualquiera de los miembros de dicha cámara , ó 
por la otra á petición de cualquiera de los suyos, 6 
por el ministerio á nombre del ejecutivo. Mas si 
las opiniones que se enuncian no incitan á la re- 
belión íii infieren agravio á la reputación privada 
de persona alguna ó á su dignidad , pero en cam- 
bio son por lo común tan absurdas que den funda- 
do motivo para sospechar del sano criterio del que 
las vierte, ó tan exageradas ó retrógradas que en 
modo alguno representen las ideas del pais, enton- 
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ees la respouaabilidacl del senador ó ^putado que 
las proclama, quedará reducida á no ser reelegida 
para las siguientes legislaturas. 

Claramente se concibe el derecho de los dipu- 
tados y senadores á discutir loa proyectos de ley 
que se sometan á la consideración d© sus respecta 
vas cámaras, ó que en ella» se inicien , pues como 
lo» que componen esos cueípos están Uá^mados á 
dictar la ley en virtud del conocimiento que se les 
supone tienen de la necesidad á que la ley se refie- 
re, siüudo la discusión el medio mas qficaz y aun 
el único para reconocer la necesidad en su natur^i- 
leza y en todos los diversos modos como pueda 
existir, asi como*tambien en las relaciones jojas 6 , 
menos estrechas é innif ¿iafeas que tenga con la» 
otras necesidades ó. intere^ea^rde la sKjoieáad , pues 
cada una de las person^ que intervienen en la 
discusión concuKe á ella con las ideas, las obser- 
vaciones y la experiencia ojie puede haber adqui- 
rido respecto á dicha neeeejdad, es claro que la dis- 
cu3Íon, en tanto qué es un requisito indispensable 
para que el legislador llene su misión, es un dere- 
cho inseparable de sus facultades. 

Es también otro derecho de los individuos 
qiie componen las cámaras , dar ó negar su aprp- 
• bacion á los proyectos de ley discutido», y á todos 
los demás asuntos propios de la competencia del 
legislador, acudiendo al libip aunque responsable 
uso del voto , puesto que si la votación decide so- 
bre la existencia ó no existencia de las leyes que 
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se proponen, el voto es el término á qtie conducen 
las facultades del legislador ; por lo que , negarle 
su libre uso, seria hacer nulas esas facultades, se* 
ría privar de objeto á su misión. Pero por lo mis- 
mo que el voto es el que determina si la ley habrá 
ó no de establecerse, y por lo mismo que los dipu- 
tados y senadores tienelfi amplia libertad para dar- 
lo ó tehusatlo, es claro que dichos representantes 
deben ser responsables de los efectos perniciosos 
que produzco la ley que aprobaron, ó de los males 
que se originan de su no establecimiento , 4ebido 
á la votación que le fué contraria; responsabilidad 
que según la naturaleza de los diversos casos y re- 
sultados, puede quedar limitada á solo el efecto 
moral de la mera desaprobación del pais, ó puede 
estenderse hasta una pena de distinto género , y 
por consiguiente mas real, sobre los que con su vo- 
tp dieron existencia á la ley, ó impidieron su esta- 
blecimiento. * ■ 

El derecho de interpelar á los ministros,, ó soíi 
la facultad que los miembros de las cámaras tie- 
nen para dirijir á estos altos funcionarios, presen- 
tes en la sesión, las preguntas que tengan por con- 
veniente hacerles , ya sobre el objeto de algunas 
medidas que necesiten una explicación tal que dé 
-a conocer su significación verdadera , ya sobre el 
estado en que se encuentran algunos asuntos im- 
portantes de utilidad tomun ó de influencia social 
que corran por sus respectivos ministerios, es una 
atribución conservadora que no puede negarse á 
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los miembros del poder legislativo ; pues si están 
encargados no solo de dictar las leyes , sino tam- 
bién de cuidar que no se infrinjan, tienen sin duda 
. derecho á exijir de los ministros una manifesta- 
ción franca de su conducta , cuando , por ciertos 
procedimientos de carácter dudoso, dan fundado 
motivo para sospechar que intei^tan eludir ó fal- 
sear el espíritu de la ley, y por tanto sobreponer- 
se á ella de una manera indirecta, y siguiendo una 
vía tortuosa que dé al desprecio ó perjudique tal 
vez los derechos que la ley ha reconocido expresa- 
mente ; y como desde q1 momento en que un mi- 
nistro obre asi y consiga tales resultados, se arro- 
ga de un modo simulado las facultades propias del 
legislador, ó anula su eficacia , claro es que los 
miembros de las cámaras tienen derecho para exi- 
gir, en guarda de la inviolabilidad de sus atribu- 
ciones naturales, que los ministros manifiesten el 
significado real de las medidas sobre que les in- 
terrogan, á fin de que determinadas en su natura- 
leza y en su objeto', no produzcan mas resultado 
que el legal que se las ha reconocido. Tiene tam- 
bién lugar el derecho de interpelación para inqui- 
rir sobre el estado de cualesquiera asuntos del ser- 
vicio público, porque, según sea la situación en que 
se encuentren, asi pueden dictarse algunas dispo- 
siciones legislativas que apresuren la consecución 
de sus efectos, ó hagan qut estos abracen mayor 
número de intereses, ó bien que no lleven consigo 
los inconvenientes que no se previeron , y que , ó 
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ya se sienten , ó están para sentirse , ó se espera 
con fundadas razones que se experimentarán, y co- 
mo esas disposiciones legislativas no podrian dic- 
tarse sin el conocimiento que se adquiera de una 
manera oficial y auténtica , por las explicaciones 
que los ministros den al responder á las interpe- 
laciones que se les dirijan, claro es que la facultad 
de interpelar sobre el estado de cualquier asunto 
público, es un derecho indispensable de los miem- 
bros del poder legislativo, para llenar en toda oca* 
sion cumplidamente su mandato. 

Mas como ningún derecho puede ejercerse de 
un modo absoluto , pues en la práctica se presen- 
tan variadas circunstancias que justamente lo li- 
mitan, es claro que, si razones de prudencia y de 
verdadera utilidad común ó de decoro nacional, 
exijieren una reserva parcial 6 completa ó quizá 
temporal, tiene el ministro interpelado facultad 
para rehusar una contestación explícita, exponien- 
do en términos mas ó menos generales, y con cuan- 
ta sagacidad le fuere posible, los motivos que le 
obligan, ó á no dar una respuesta completa, ó á no 
dar ninguna, ó á no presentarla sino mas tarde. 
Bien es cierto, que en tales casos corresponde al 
tacto del interpelante ó de cualesquiera otros de 
los miembros de las cámaras, obtener por pregun- 
tas indirectas ó sobre asuntos relacionados con 
aquel de que no se dá' explica(^ion, indicaciones 
suficientes para juzgar de él, ó seguridades de que 

14 
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el ministro no procederá en el particular, del mo- 
do que se pudiera sospechar. 

El derecho que tienen ías personas investidas 
con el poder legislativo, para acusar en el seno de 
sus respectivas cámaras á uno ó á todos los minis- 
tros, y para proponerlas que exijan la responsabi- 
lidad de tales funcionarios, y aun la del presiden- 
te 6 jefe supremo del poder ejecutivo en las repú- 
blicas, asi como también la de cualquiera de los 
funcionarios del poder judicial, el derecho pues de 
acusación, se funda, según lo hemos indicado, en 
el principio general, de que siendo dichos legisla- 
dores verdaderos representantes de la nación, en 
virtud del poder que ejercen, y debiendo en tal 
calidad velar por el resjpeto de todos los derechos 
reconocidos, están perfectamente obligados á enta- 
blar semejante acusación contra los ministros 6 
contra el presidente, ó contra los funcionarios del 
poder judicial, que se hagan merecedores de ella, 
puesto que entablándola llenan en parte los debe- 
res de su mandato. 

Pero, como los miembros del poder legislati- 
vo son también capaces de abusar de sus atribu- 
ciones directas, asi como de sus facultades conser- 
vadoras; como pueden muy bien atentar malicio- 
samente, bajo protesto de interés y de orden pú- 
blicos, á los verdaderos derechos de la nación, á 
las prerogativas reconocidas de la soberanía popu-- 
lar; como pueden intencionalmente inferir agra- 
vios á los derechos privados, ó usurpar las atribu- 
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ciojies de los otros poderes, ó herir, con cargos in- 
fundados á los funcionarios que acusan, ya en el 
concepto de que disfrutan como hombres públicos, 
ya en su honor privado; como en fin, pueden trai- 
cionar sus compromisos, haciendo uso indebido de 
su voto ó propalando desde la tribuna parlamen- 
taria opiniones anárquicas ó incitadoras de la re- 
belión; como pueden pues cometer algunoó varios 
de estos delitos, es claro que están sujetos á in- 
currir en responsabilidad, es decir, á que se les 
someta ajuicio, y á que sufran la pena á que se 
hagan acreedores; pues de no ser asi, de conside- 
rárseles irresponsables , resultarla el prodigioso 
absurdo de concederles un poder ilimitado, y su- 
perior por tanto, no solo á los otros poderes polí- 
ticos, no solo á todas las condiciones esenciales del 
sistema representativo, sino también á todos los 
principios de verdad, de moral y de justicia: seria 
concederles un poder, que, producto monstruoso, 
pero necesario, de las mal comprendidas ideas so- 
bre el sistema representativo, habria de dominar, 
de absorver todo en la sociedad, como que no se- 
ria sino la viva encamación del mas terrible des- 
potismo. 

Mas para que llegue á hacerse efectiva la res- 
ponsabilidad de los senadores 6 diputados que ha- 
yan incurrido en ella, ó lo que es igual, para que 
puedan ^r sometidos al juicio de los tribunales^» 
es preciso que la cámara á que esos representan-- 
tes pertenecen, declare que en efecto se han hecho 
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responsables, y que por esta declaración, qu^e 
autorizado el poder judiciaF para iniciar el juicio. 
Es precisa la declaración, porque si los jueces y 
tribunales enjuiciasen sin ella, y de puro derecho 
á los miembros de las cámaras, ó fuera el ejecuti- 
vo el que diere la autorización, el poder legislati- 
vo carecería de la independencia necesaria y no 
tendría la conveniente libertad de acción, pues 
cualquiera acto de los individuos que lo forman, 
por inocente que fuera, podría considerarse moti- 
vo para enjuiciar á los que lo practicaron, pudien- 
do quedar así anulados ese y todos los demás ac- 
tos propios y justos del legislador ante el capricho 
de los poderes ejecutivo y judicial, 

Pero si bien se requiere como una garantía á 
lít independencia del poder lejislativo, y por con- 
siguiente, como una garantía á las libertades pú- 
blicas, que las cámaras declaren la responsabili- 
dad de aquellos de sus miembros que á ella se ha- 
yan hecho acreedores, es también evidente, que si 
esos individuos son en realidad dignos de que se 
les someta á un juicio y su cámara se rehusa á de- 
clararlos tales, negando la precisa autorización pa- 
ra que se les juzgue, entonces dicha cámara atrae 
sobre sí la responsabilidad de los acusados, y sus- 
cita una cuestión política, que habrá de resolver 
el pais con su elección, ya sea inméritamente 
después de disueltas las cámaras p<Hr el monarca, 
oomo puede hacerlo, ya para la siguienta lejisla- 
tura, sila indicada cuestión política tiene lugar 
eíBí una república. 
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Entre los derechos del poder lejislativo cuyo 
ejercicio compete á cualquiera de las cámaras in- 
distintamente, ó á las dos al mismo tiempo, he- 
mos señalado el primero, la facultad de dar la in- 
terpretación auténtica de las leyes, de modificar- 
las ó derogarlas. Este derecho es propio y esclu- 
sivo de las cámaras: es propio, porque dar la in- 
terpretación auténtica de una ley, es manifestar 
su verdadero espiritu y el objeto á que se refiere 
ó para que ha sido establecida, y ciertamente que 
nadie puede conocer mejor que el que la dictó, es 
decir, que el legislador, su carácter y tendencias. 
Modificar ó derogar una ley, no es mas que reco- 
nocer que han variado ó desaparecido las necesi- 
dades que la motivaron: por tanto, no puede ne- 
garse al lejislador la facultad de modificar la ley 
ó derogarla, cuando el mandato de que está reves- 
tido no tiene otro fin que establecer leyes que sean 
la expresión exacta de las necesidades sociales que 
es precisó satisfacer. Es un derecho especial de 
las cámaras dar la interpretación auténtica de las 
leyes, modificarlas ó derogarlas, porque el hecho 
de dar semejante interpretación, ó el de modificar 
6 derogar una ley establecida, no es mas que for- 
Báular una ley mas clara que la que se interpreta, 
6 distinta de la que se modifica, 6 contraria de la 
que se deroga: y el derecho de dictar leyes es es- 
pecial del lejislador. 

Aprobar la guerra ó la paz ó los tratados que 
el gobierno arregle con las naciones extranjeras; 
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fijar el presupuesto de entradas y gastos naciona- 
les; y reformar, si preciso fuere, parcialmente 6 
por completo el* sistema de contribuciones, son de- 
rechos cuyo ejercicio compete á las cámaras; por- 
que la paz y la guerra, y los tratados producen 
obligaciones y derechos recíprocos para las nacio- 
nes, y que se hacen esténsivos á sus respectivos 
habitantes, y nadie sino el lejislador tiene facul- 
tad para declarar derechos é imponer obligacio- 
nes. El presupuesto es una ley que el gobierno 
y la nación tienen que respetar: siendo una ley, 
solo las cámaras pueden dictarla. El sistema ^e 
contribuciones es otra ley establecida: modificar 
parcial ó totalmente el sistema- tributario, ^s pues 
modificar parcial ó totalmente una ley: y hemos 
visto que es derecho esclusivo de las cámaras mo- 
dificar las leyes. 

La facultad de exijir al ejecutivo la responsa- 
bilidad de los ministros que en ella hubieren in- 
currido, es uno de los derechos conservadores que 
competen al poder lejislativo. Si las personas 4 
quienes el pais há designado para el ejercicio de 
este poder, no han obtenido tal elección, sino por- 
que con sus ideas representan los juicios y los de* 
seos de la opinión pública; si esta desaprueba, 
hasta el punto de considerarla criminal ó digna al 
' menos de eáclarecimiento, la conducta de todoB 6 
de algunos ministros; si el poder lejislativo, ea 
fin, como poder político que es, tiene por uno de 
sus principales objetos defender los derechos de la 
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sociedad, y por consiguiente los intereses comu- 
nes, y en cierto modo, y á invitación del poder 
judicial, los derechos privados contra los ataques 
de la administración, y si el medio de impedir 
esos males . es hacer recaer la pena debida sobre 
quien los infirió, no cabe duda, que el poder lejis- 
lativo, y por consiguiente las cámaras, tienen fa- 
cultad para exijir del gobierno, en nombre de los 
derechos agraviados, y en representación del paia, 
la responsabilidad de aquellos de sus ministros 
cuya conducta haya reconocido cualquiera de las 
dos cámaras, ó tal vez las dos á un tiempo mismo, 
digna de ser sometida á juicio. 

Otro de los derechos que á cada cámara cor- 
responde ejercer en cuerpo, es , según hemos di- 
cho, el de dar votos de censura ó de aprobación 
al ministerio. Se entiende por voto de censura, 
la manifestación oficial, por 'la que, previas la dis- 
cusión y votación correspondientes á toda resolu- 
ción legislativa, expresan una ó las dos cámaras 
que todos ó algunos actos practicados por el go- 
bierno, ya sea durante el receso del cuerpo legis- 
lativo, ó en el tiempo en que ejerce sus funciones, 
. no están conformes á los deberes que el ejecutivo 
tiene para con el pais, ó no corresponden á la con- 
fianza que éste ha depositado en él. Si el voto, 
en vez de censurar aprueba, se llama voto de apro- 
bación. 

El hecho de que las cámaras den votos de apro- 
bación ó de censura á los actos del gobierno , no 
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debe mirarse como una prueba, ni siquiera como un 
indicio de superioridad del poder legislativo sobre 
el ejecutivo, sino solamente como una e:s:presion 
.oficial de la opinión pública ; pues como los indi- 
viduos á quienes el pais elije para que compongan 
las cámaras, no pueden ser otros que los que re- 
presentan las ideas que lo dominan al tiempo de 
la elección, ideas que han de ser precisamente fa- 
vorables ó <5ontrarias á los actos que el ministerio 
haya practicado durante el receso de los cuerpos 
colegisladores, ó bien favorables ó contrarias á los 
hechos que el ministerio practique mientras fun- 
cionan esos cuerpos, claro es , que los individuos 
que los forman no pueden menos que expresar, 
en tanto que representan las ideas á que deben 
su elección , la satisfacción ó desagrado del pais 
por los hechos que el gobierno ejecutare. 

Después de lo que precede sobre el verdade- 
ro significado del voto de censura ó de aproba- 
ción, fácil es comprender que es un derecho de las 
cámaras darlo, pues siendo estas el primero de los 
órganos por donde la opinión pública se expresa 
con toda autenticidad, no se puede negar á dichos 
cuerpos la facultad de expresar las ideas de la opi- 
nión, ni por consiguiente el que expidan votos de 
aprobación ó de censura á los actos del gobierno, 
que no son sino uno de los medios, ó mas propia- 
mente dicho, una de las varias formas como pue- 
den manifestar esa opinión. 

Es costumbre política con fuerza legal, origi- 
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nada de la naturaleza misma del sistema repre* 
sentativo, que el gefe del poder ejecutivo, seamo* 
narca ó presidente , dirija á las cámaras , al mo'- 
mentó de su instalación, un mensage, es decir, un 
discurso que presente el cuadro acabado de la si- 
tuación politica y social del pais, y en el que, co- 
mo es indispensable, se manifieste lo que la admi- 
nistración ha hecho durante el receso de dichos 
cuerpos ; lo que no ha podido hacer ; las nuevas 
necesidades que han surgido,. y el conjunto en fin, 
de leyes ó de disposiciones legislativas que el pais 
reclama. Esta manifestación oficial jque el 'gobier- 
no dá de su conducta politica y administrativa al 
Congreso, y por consiguiente á la nación , es con- 
testada ó por un discurso de mera fórmula y cor- 
tesía que inmediatamente pronuncia el presidente 
del Congreso, 6 bien como se observa en otras na- 
ciones, por un discurso cuyas ideas y aun cuya re- 
dacción son discutidas y aprobadas por ambas cá- 
maras. De estos dos modos de contestación parla- 
mentaria al mensage del egecutivo , es preferible 
el segundo al primero , porque va mas en conoso- 
nancia con la naturaleza del sistema representati- 
vo; pues los diputados y senadores deben su nom- 
bramiento á ser los representantes conocidos de 
las ideas del pais que prevalecieron en la elección, 
y el egecutivo por su mensage , no hace mas que 
exponer á la nación su conducta gubernativa, los 
motivos de ella, sus resultados, y las disposiciones 
ó reformas que conviene que el legislader dicte. 
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Sí pues el egecutivo con su mensage y las cáma- 
ras con las ideas á que deben su formación, no son 
más que el gobierno y el pais, puestos el' uno al 
frente del otro, es claro que el Congreso debe res- 
ponder al egecutivo , en nombre de las ideas que 
representa, que la nación aprueba ó no los actos 
del gobierno, que acepta ó no como suficientes los 
motivos porque se esplican, que reconoce ó no ad- 
mite como precisas las leyes ó las reformas que el 
' gobierno pide, y en fin, que las decisiones del Con- 
greso serán tales cuales se reclaman , ó que lleva- 
rán otro carácter diverso, el mismo que debe indi- 
carse en el discurso con rasgos generales, pero lo 
suficientemente determinados para conocerlo. Pro- 
cediendo asi las cámaras, no solo hacen ver al pais 
que sostienen sus ideas y que están resueltas á rea- 
lizarlas, lo cual es ya contraer un compromiso ase- 
gurado en un documento oficial , sino que también 
el ministerio ó se robustece con un nuevo grado de 
fuerza moral, ó hace su dimisión, según que la con- 
testación de las cámaras le dé la pública demostra- 
ción de que sus ideas son ó no las ideas^ del pais, 
de que cuenta ó no con la confianza de la nación. 
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III. . 

DK I4AS FORMAS D£ LOS PROCEDIMIENTOS DEL PODER LEJISLATIVO. 

Es necesario gue cada cámara se divida en cierto núme- 
ro de comisiones. — ^Deben ser compuestas de individuos 
que tengan conocimientos especiales de los intereses 
que á cada una de ellas están encomendados. — Modo 
como deben cumplir su cargo. — Es conveniente que 
una comisión general revise el proyecto examinado 
por la especial á cuyo estudio se sometió. — Debates de 
la cámara. — Votación y sus diversas formas. — Cual de 
estas formas es la mejor. — No son fundadas las razo- 
nes que suelen alegarse contra la votación por cédula 
firmada. — ^Aprobado un proyecto de ley en la cámara 
en que se inició debe pasar á la otra, y si esta lo aprue- 
ba, al gobierno, para que ordene su ejecución ó ejerza 
respecto de él, si encontrare conveniente, las faculta- 
des que le sean permitidas. — Si una cámara desaprueba 
ó modifica el proyecto aprpbado por la otra, y esta no 
se conviene con lo hecho por la primera, debe el pais 
resolver la cuestión. — Si esto no decide la cuestión con 
su elección, semejante hecho, puede tener otro signifi- 
cado que es conveniente averiguar. — Las cámaras de- 
ben discutir separadamente. — Otra razón que prueba 
la conveniencia de esta separación. — Deben también 
votar cada una en cuerpo separado. — La • publicidad 
de los actos del poder legislativo es un derecho del 
pais, como que es un requisito indispensable del siste- 
ma representativo y una condición esencnaKtlel acerta- 
do ejercicio de la soberanía popular. — Protocolo, pro- 
ceso verbal y acta de las sesiones de las cámaras. — Es 
preciso que los actos lejislativos de que se ocupan las 
cámaras sean los verdaderos. Deben adoptarse los me- 
dios que conduzcan á dar la autenticidad de los actos 
lejislativos de q^ue se ocupa la publicidad.— No queda 
satisfecho el derecho de un pais á la pubUcidad de los 
acto^ de s\ks lejisladores, coa el pimple hecho de admi- 
tir á una parte del píxblico, siempre reducida, á presen- 
ciar las sesiones. — Casos ekepcioñales á la regla gene- 

, ral de la pUbUcídad y condieione s de gafaotía de ;qu# 
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se les debe rodear. — En el iefe del poder lejislativo 
existe cierto carácter de lejislador, y el ejercicio de sus 
facultades como tal es un complemento necesario de 
la acción lejislativa. — ^Es deber de los poderes políticos 
dar acoiida á las manifestaciones que les dirija la opi- 
nión púolica, siempre que e$iten' consignadas en docu- 
mentos legales y que provengan de un origen también 
legal. — Si el derecho que un pais. tenga á presentar . 
esas manifestaciones de su opmion,, puede en su ejer- 
cicio estar acompañado de algunos inconvenientes, hay 
también medios como puedan evitarse. 

Puesto que la bondad de las leyes depende de 
que se dicten con conocimiento exacto de los in- 
tereses á que directamente se refieren, y de las re- 
laciones mas ó menos inmediatas que estos ndan- 
tengan con los demás intereses de la sociedad , es 
preciso, para obtener un resultado verdaderamen- 
te provechoso del trabajo de las cámaras, que estas 
hagan un estudio muy detenido de las necesida- 
des sobre que van á legislar; y uno de los medios 
mas eficaces para reconocerlas cual es debido , y 
para graduar la importancia de las leyes que en 
su provecho se propongan, es dividir cada cámara 
fen tantas comisiones ó sean pequeñas porciones de 
representantes, cuantas sean las diversas especies 
de intereses en que puedan clasificarse los que 
cada cámara representa, á fin de que dichas comi- 
siones sean las que hagan el primer examen de 
todo proyecto de ley que se someta á la delibera- 
ción de sus respectiyas cámaras. Según esto, la de 
senadores deberá quedar dividida en tantas comi- 
siones y cuantos sean los intweses territoriale9 cu* 
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ya protección le está encomendada; y la de dipu- 
tados en cuantos son los órdenes de intereses ge- 
nérales cuya representación le está confiada. 

Las comisiones son , como acabamos de ver, 
las que han de hacer el primer examen de la ley 
que se propone , y de este primer examen depen- 
de en gran parte la adopción de un proyecto útil 
ó perjudicial, ó también la inadmisión de uno que 
seria pi*ovechoso, pues según sea el grado de cono- 
cimientos que tengan, sóbrelos intereses encomen- 
dados á esa comisión , los individuos que la for- 
man, y según sea, por consiguiente, el estudio que 
hagan de la ley propuesta en sus relaciones con 
esos intereses, asi serán acertadas ó erróneas las 
modificaciones que acaso introduzcan, y cuyo va- 
lor peculiar no siempre es posible que se aprecie 
exactamente en la discusión^ que hace la cámara, 
donde la ley se considera por lo común en su con- 
junto , y se defiende ó refuta con razones mas 6 
menos generales. Siendo pues de tan grande tras- 
cendencia la parte que tienen en la existencia y re- 
sultados de una ley propuesta los trabajos de la 
comisión encargada de su primer examen, claro es 
que, á.fin de asegurar lo mas posible el estableci- 
miento de leyes verdaderamente necesarias y pro* 
vechosas, conviene que cada conoti^ion sea com- 
puesta de^ individuos que tengan un eommmielxU) 
^petíal de los intereses que eaísm confiado» áJa 
comisión que componen. - ^ 

. Una vez dividida cada cámara eir las indica 
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das comisiones, todo proyecto de ley que ante 
cualquiera de las dos se presente, 6 en cuyo seno 
se inicie, debe pasar, según sea su naturaleza, á la 
comisión á que determinadamente corresponde, 
6 con la cual tenga mayor analogia, para que, exa- 
minándosele en ella con detención , esto es , para 
que comparándolo con los intereses que por la ley 
propuesta se quieren protejer, y sobre los cuales 
dicha comisión tiene un conocimiento mas deta- 
llado, exponga su parecer , ya admitiendo ó re- 
chazando ej proyecto en' todo ó en parte, ya modi- 
ficándolo de la manera que juzgare oportuna. 

Estudiado de este modo el proyecto , debe pa- 
sar á la discusión de toda la cámara , aunque no 
falta quien (^ina, y creemos que seria en extre- 
mo conveniente, que sea sometido al examen dé 
una comisión general, formada de representantes 
tomados del seno de cada comisión, para que, com- 
parando el proyecto con los intereses especialmen- 
te encomendados á las comisiones á que dichos 
representantes pertenecen, se hagan en él las mo- 
dificaciones que se juzgare precisas, á fin de que la 
ley propuesta quede arreglada en perfecta armo- 
nía con los intereses encargados á cada comisión, 
y |K)r consiguiente con todos los intereses que la 
eámara representa. 

Iirttoduoido unía vez el proyecto á la d^be- 
raeion íde toda la cámara , ya sea que pasfe direc* 
tamente á ella de la comisión particular que lo 
examinó, ya que se haya previamente con^dfeVado 
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en la. comisión general, toca á los miembros de di^ 
cha cámara presentar las razones que tengan que 
exponer en pro ó en contra de la ley propuesta. 

Discutido el proyecto de ley, debe la cámara 
proceder á su votación. Esta puede ser de varia» 
maneras: 1* contándose los individuos que se pa- 
ran p^ara aprobarlo, y después los que se levantan 
para desaprobarlo: 2- por escrutinio secreto, es de-, 
cir, introduciendo en una ánfora cada miembro de 
la cámara, una cédula que aprueba ó desaprueba, 
las que se cuentan inmediatamente después de 
concluida la votación; pueden ser en vez de pape- 
les ó cédulas, bolas negras ó blancas : 3^ por escru- 
tinio público, es decir, por cédula que aprueba ó no 
la ley ó asunto que en ella se indica, pero firmada 
por el representante que la deposita en la ánfora. 
De estos tres modos de votación, el primero está 
expuesto á equivocaciones en cámaras numerosas, 
y dá lugar á una votación muy tardia si se escri- _ 
ben los nombres de los que aprueban y desaprue- 
ban ; y si los nombres no se escriben, á que el pú- 
blico ignore quienes votaron en favor ó en contra 
de la ley, lo que choca sin duda con el principio 
de la publicidad de los procedimientos de las cá" 
niaras, publicidad á la que todo pais gobernada 
por el sistema representativo tiene un derecho in- 
usable. El escrutinio secreto ofrece facilidad 
completa á los que pretendáis traimojiar sus dp^ 
bere^j, puesto que pueden obrar en la votación é^ 
uji modo contrario á como pro^jedieron en la di^t 
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cusion. El escrutinio público, es decir, por tarjeta 
firmada, concilla la brevedad con la publicidad, y 
es por tanto el que debe adoptarse. 

Suelen alegarse en contra de esta última for- 
ma de votación razones fútiles, pues todas ellas se 
reducen á manifestar que coarta la libertad del re- 
presentante, poniéndole muchas veces en la dura 
alternativa, ó de sacrificar sus convicciones , ó de 
exponerse á las iras del ministerio , cuando no al 
odio y á los furores del pueblo. Para contestar á 
esta objeción, bástanos decir, que si el que preten- 
de ejercer las elevedas funciones de legislador de 
una nación, no se encuentra con la suficiente ener- 
gía para sostener sus opiniones á despecho de los 
deseos injustos del gobierno, ó á despecho de las 
vociferaciones de una pandilla, ó de las volunta- 
des algunas veces caprichosas del pueblo, no pre- 
tenda un puesto, en donde antes que todo , debe 
manifestar el hombre que lo ocupa una resistencia 
incontrastable para sostener las ideas que á su 
concepto parecieren justas y de provechosa apli- 
cación. 

Una vez aprobado el proyeeto en la cámara en 
que se inició , debe pasar á la consideración de la 
otra. Si esta lo aprueba , debe dirigirse al monar- 
ca para que le dé su sanción, ó la rfebuse, ó intro- 
duzca algunas modificaciones segün creyere con- 
veniente. En la república debe remitirse al presi- 
dente para que lo sancione, ordenando su egecu- 
cion, ó haga las observaciones que tuviere que ha- 



terie, ó bien, en fin, para que manifieste las modi- 
ficaciones que á su juicio deben introducirse en la 
ley que se le presenta. 

Si aprobado el proyecto en la cámara que sé 
inició, ^ remitido á la otra para que lo discuta, 
ésta no le da su aprobación 6 lo modifica, debe 
pasar á la primera para que lo reconsidere. Si con- 
viene con la cámara que desaprobó ó modificó, de- 
saparece la cuestión ; pero si insiste , entonces el 
monarca debe tomar parte en la discusión, pudien- 
do disolver la cámara por cuyas ideas no se re- 
suelva, para que el pais decida la contra-posición 
de las cámaras por medio de la elecdon que haga 
de las personas que han de componer la cámara 
disuelta. En las repúblicas deberá quedar pen- 
diente la decisión hasta la siguiente legislatura, 
para que esta lo admita ó rechaze , según las opi- 
niones del pais, expresadas en el hecho de la elec- 
ción de las personas que componen dicha legis- 
latura. 

Pero si sucediere, como bien puede acontecer, 
que de la elección general resulten los mismos di- 
putadoé, ó de la elección dé lofe territorios los üiis-^ 
raos senadores, esto lo único que podía si^hificaí 
es, que el pais no considera tan importante lá ley 
^obre que las cámaras han estado opuestas , que- 
J>or Sólo esa contradicción retiré el níánidato á^ di- 
putados 6 senadores que en otros asuntos dé riíÁd 
mófita representan sus ideas ^ y mereceti sü^ éím- 

tañfea ; ó fcíeA puede sighifitar'^esé hecho , que l^ 

16 
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opinión pública no se halla perfectamente ilustra-? 
da sobre la naturaleza y conveniencia ó falta de 
conveniencia de dicha ley ; por lo que será preci- 
so ilustrarla por la prensa y por todos los demás 
medios legales que s^n eficaces para instruirla. 

Hasta aquí hemos indicado el procedimiento 
que debe observar cada cámara en la discusión y 
votación de las leyes, y al hablar sobre esto he- 
mos dicho, que aprobado uii proyecto en la cama» 
ra que se inició, debe remitirse á la deliberación 
de la otra. Por lo espuesto se deja conocer que, se- 
gún nuestras ideas, las cámaras funcionan separa- 
damente, es decir, que han de discutir y votar c%-, 
da uña por su parte. Ahora bien, las razones en. 
que se fonda esta separación de cámaras son las 
siguientes: Dotada cada cámara de conocimientos 
especiales , puesto que es distinta la clase de inte- 
reses que cada una representa , mal podrían reu- 
nirse para discutir en un solo cuerpo; pues los ar- 
gumentos presentados por los senadores, en tanto 
que son de naturaleza especial y diversa á la de 
los razonamientos que pueden exponer los diputa- 
dos, y en tanto que se deducen y toman sil fuerza 
de datos y conocimientos particulares que no están 
al alcance de dichos diputados , no podrían ser 
exactamente comprendidos y valorizados por es- 
tos , y no siéndolo, posible es por demás , que en 
muchos casos, en el mayor número de ellos , que- 
daren sacrificados los intereses de los territorios 
can 4as resoluciones adoptadas por una^ mayoría 
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que no habia podido comprender en todo su lleno 
ni en toda su fuerza, los argumentos de los sena- 
dores; por una mayoría que no comprendiendo 
debidamente esas razones , no habia podido tam- 
poco medir toda la trascendencia de su final reso- 
lución. Lo que decimos de los diputados respecto 
á los razonamientos de los senadores, es aplicable 
á estos respecto á los argumentos de aquellos. Si, 
pues, de esta discusión en común habría de resul- 

. tar muchas veces el sacrificio de algunos intere- 
ses, ya territoriales ó comunes de la sociedad, y si 
las leyes no deben favorecer unos interesen con 
daño de otros, sino que deben combinarlos todos, 
la discusión en común de las dos cámaras, que no 
asegura este último resultado , sino que al con- 
trario hace probable la realización del primero, es 
perniciosa y contradictoria al objeto para que sé 
establecen dos cámaras. Deben pues discutir se- 
paradamente- 

Otra razón de conveniencia que aconseja la se- 

f paracion de las cámaras es, que deliberando sepa- 
radas, el proyecto discutido y aprobado en una de 
ellas, lleva ya, cuando se remite á la otra, el ca- 
rácter de una disposición reconocidamente favora- 
ble á los intereses que representa la cámara de 
donde se reínite aprobado, por Id que , la que lo 
íecibe ; y '(¿ué lifi de feoiisiderario bajó el punto de 
vista de íos ílfcteireséé (¿tie ¡dllA dÉfenáé ,^óbr? que' 
tiene ya f^Wttutickda M^M^Éad' dá^rkiaj^ 
para Ife f(Jtiiiá€Ídn '¿é uhá léy', y allanados póif)íoft- 
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siguiente todos los medios de comparación entre 
1^ ley propuesta y los intereses en cuyo nombre 
99 ha iniciado, tiene también en la aprobación que 
la ley ha obtenido, un poderoso motivo para exa* 
rUpinarlo bajo el aspecto de los intereses que dicha 
cámara representa. 

Pero no solo deben discutir separadamente las 
cámaras, sino que también deben votar, cada uni^ 
por si, el proyecto que han examinado; porque si 
votasen reunidas, pudiera muy bien suceder , que 
la mayoría que desaprueba ó aprueba en una ca- 
riara, unida á la minoría que desaprueba ó aprue- 
ba ^n la otra, llegara á formar una mayoría total 
de las dos cámaras, suficiente para rechazar ó ad- 
mitir como ley un proyecto perjudicial á los inte» 
reses que representa la cámara cuya ^minoría de- 
saprobó ó aprobó la ley propuesta; lo cual no solo 
sería pernicioso, por cuanto quedaban sacrificados 
irnos intereses, sino también absurdo , pues estos 
serian al menos desatendidos en una ley aproba- 
da por la minoría de la cámara á que dichos inte-, 
í^ses están encomendados. 

Para que pueda hacerse efectiva la responsa- 
bilidad de loa miembros de las cámaras ante la^ 
ppinion pública; para que^ esta resuelva, coui el fikr 
^p 4^ la elecpipn, laa cuestjip^iea que ee^ Ifts ipoiQnarr 

^^Í^^(^nstÍtjl]lj^0n^^lfS8rpU^d^ 8|lSCÍl««Sj9 69^ dt 

i^^ga^ii^ Ipi^.dídclxi^oil d(e^ U% ciSqiiQira^ f^ 
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pueda (Jecidir las cuestiones que se promuevan en- 
ixe las dos qámaras, ó en las repúblicas entre ellas 
6 bien entre cualquiera de las dos ó ambas á un 
mismo tiempo y el gobierno; para que la opinión 
pública pueda pues fallar en cualquiera de estos 
diversos casos , asi como sobre las opiniones de 
sus representantes en la discusión ó sobre su con- 
ducta- en la votación ^es de todo punto indispen- 
sable , que tanto las discusiones como las votacio- 
nes de la,s cámaras tengan la mayor publicidad 
posible, de manera que todos y cada uno de los 
habitantes del pais puedan no solo reconocer y va- 
lorizar con la mayor posible exactitud las ideas y 
los procedimientos de los individuos que las for- 
man , sino enterarse también de las cuestiones que 
se ventilan y de los razonamientos espuestos en el 
curso de los debates. Solo así puede hallarse la 
jftacion en aptitud de emitir un fallo racional y 
¿usto; solo asi podrá usar con reconocida conv^- 
nij^nci^, ó por lo menos con una conveniencia apro- 
ximjada,,de su derecho de soberanía, para conti- 
nuar ó retirar su mandato á los diputados. y sena*- 
dores que elija, ó para contener las usurpacione» 
de uu poder couíjra los derechos de los otro0. Y co- 
íftapQr e^te medjkí el píiia. ya entrando cadft ve» 
im^ ^A la vida j^Utica,^ asi eoma va eada ve^. m- 
tf^áo^oisaqaaisi e» la^impi^oda y verda^a mr 
ixfj{B3^^^dQ^^m^ lapnl^l^ 

Ü^^M tji^p Im ¥^^ iQfr poderes pf4ííá§i)J^^^ 
pof c^j^iguieate díelíÍ€^liati^<^? ^' afesolutanj^nté 
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iádÍ3pensable en el sistema representativo 6 cons-^ 
titucional, y una condición esencial para el acerta- 
do ejercicio de la soberanía popular. 

Siendo un derecho del país la publicidad de 
los actos de sus poderes políticos, y por consiguien- 
te del legislativo, deben existir ciertos documen- 
tos en que se consignen los actos de este poder. 
Estos documentos existen en realidad, aunque no 
en todas partes reciben la publicidad que deben 
tener, y son el protocolo^ el proceso verbal y el dctá 
de cada sesión. El^ protocolo es el documento en 
que se presenta un resuman de los resultados y 
discursos habidos en una sesión. El proceso ver- 
bal contiene textualmente los discursos pronuncia- 
dos. El acta relata todo lo que se ha practicado 
en la sesión, refiriéndose al protocolo y al proceso 
verbal. Como cada cámara discute y vota por se- 
parado , en cada una de ellas debe formarse el 
protocolo, proceso verbal y acta de sus respecti- 
vas sesiones ; y como estos documentos deben ^s- 
tar revestidos de un <;aracter oficial, deben "ir -sus- 
critos por los secretarios de las respectivas cá- 
maras. 

Puesto que la publicidad de los actos de los 
funcionarios que ejefrceri eLjioder , y por consi- 
guiente dé los HHémbí^ de laá ieáiharas , é^ üitó 
condición indiáipensable para qué él pais^^úeda? 
juj^gai" y 'decidir, sobre su conducta* y resolver ' ító 
cuestiones polítiteáS (Jüé áe dcgÍÉth ásu*fa4l¿, kñi^ 
cago que esa publicidad sea^tal y verse sobré he*- 
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ches de tal modo ciertos, que instruya á toda lá 
nación de los verdaderos procedimientos de los 
miembros de las cámaras, asi en lo que respecta 
á las discusiones , como á la votación. 

El medio comunmente adoptado para obtener 
esta publicidad , consiste en la reproducción que 
cada periodista hace en su respectivo periódico de 
los debates y de todos los demás incidentes ocur- 
ridos en las sesiones , según las copias de los ta- 
quigrafos que mandan á las cámaras ; pero como 
semejante reproducción no tiene mas fé que la del 
taquígrafo , y como el espíritu de partido, las pa- 
siones y animosidades políticas , y otros diversos 
motivos personales pudieran inducir á esos mis- 
mos periodistas á alterar de un modo conforme ^ 
sus miras los discursos pronunciados y demás he- 
chos de la sesión, el pais no puede nunca contar 
con entera fé en la verdad deesas narraciones, por 
lo que para que sus fallos recaigan sobre hechos 
ciertos , es preciso buscar un medio que ofrezca 
una plena autenticidad de lo que se relata. Este 
medio puede ser la publicación de un diario de de- 
bates, hecha bajo la dirección y responsabilidad 
de los secretarios de las cámaras , quienes deben 
autorizar todos los documentos parlamentarios, ya 
sean discui*sos 6 actas que se han de insertar en 
el diario. De este modo, si hay alteración de hor 
chos ó de discursos , el representante agraviado 
puede exigir la enmienda y aun la responsabili- 
dad correspondiente al secretario qué autorizó la 



felsedad ; y los demás diarios teniendo que ajus- 
tarse al de debates , para no incurrir en descrédi- 
to y auft tal vez en la pena de falsificadores , ins«» 
truirán á la nación en hechos verdaderos. 

Porfío dicho se vé que no queda garantida la 
publicidad con solo permitir á presenciar los de- 
bates á la parte del pueblo que á*ella quiera asis- 
tir , sino que también deben reproducirse por la 
prensa las cuestiones que se susciten en el seno 
de las cámaras, los razonamientos presentados y 
los discursos^pronunciados por los que han soste- 
nido ó contrariado el objeto de esas cuestiones, y 
en fin, la votación nominal que las resuelva de 
una manera favorable ó adversa á los interesé^ 
6 derechos de la nación. 

Sin embargo que la publicidad es , según lle- 
vamos dicho , de todo punto indispensable en el 
gobierno representativo , se presentan casos , si 
bien no muy frecuentes, en que los debates y la 
votación de las cámaras deben ser reservados, con- 
servándose el secreto por un tiempo mas ó menos 
largo. Proviene esta necesidad de que en él curso 
de los negocios , ya sea de los que se refieren al 
régimen interior del pais,"ya á sus relaciones con 
las potencias extrangeras, ocurre á veces ser pre- 
nso adoptar ciertas disposiciones generales, cuya 
eficacia y buenos resultados dependen en todo ó 
en su mayor parte de que las ideas y medios pro- 
yectados se ignoren del público, y poroonsigtrfén-» 
' te de los que pudieran tener un interés particular' 
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en contrariaílas , á fin de no darles tiempo, para 
disponer los medios de eludirlas. Mas para conjj 
ciliar esta necesidad con el derecho que todo pais 
tiene á la publicidad de los actos de los poderes 
que lo rigen, es preciso que tan luego como desa- 
parezcan los motivos que exigieron el secreto de 
los debates y de la votación , se ent^e completa- 
nlenle al público, dando á luz las discusiones y la 
votación de las cámaras. 

&i tanto en la monarquía como en la repúbli- 
ca puede el gefe del Estado intervenir en la for- 
mación dé las leyes, ya iniciando unas, ya ufán- 
dose á aceptar otras si es monarca , en virtud de 
una prerogativa llamada del veto , y que le es pro- 
pia ; ó haciendo observaciones si es presidente de 
la república , las que en buenos principios consti- 
tucionales debieran suspender la promulgación de 
la ley hasta reconsiderarse en la siguiente legisla- 
tura, dado que no las acepten las cámaras á que 
se presentan ; si pues el gefe del Estado puede 
iniciar leyes ú oponer el veto contra algunas , 6 
hacer observaciones sobre ellas, no es posible de- 
jar de reconocer en dicho gefe del Estado cierto 
carácter de legislador , y el egercicio de las facul- 
tades que le dan tal carácter es un complemento 
del poder legislativo, complemento que debe con- 
siderarse como una atj'ibucion conservadora que 
es preciso concederle respecto de aquel poder. 
Cual sea el fundamento de esta intervención legis- 
lativa del monarca ó presidente, es cosa que ya 

17 



—1^0— 

hemos indicado y que demostraremos mas tarde 
Gon nuevas razones. De cuales auxilios debe ro- 
dearse la administración para proceder en el par-' 
tícular con el mayor acierto posible y con la mas 
segura garantia en favor de los intereses públicos^ 
son cosas que examinaremos al exponer los prin- 
cipios generales de la/ organización del egecutivo. 

Hablando del derecho de reunión hemos dicho, 
que su objeto no es otro sino que el pueblo expre- 
se, consignándolos en actas, sus juicios sobre lo» 
actos que practiquen los poderes politices, ó sobre 
las mejoras que apetece, á fin de que declarada de 
esta nianera auténtica la opinión pública , pueda 
dila inflijdr , si pretende cosas reali^tbles y veitUt- 
deramente justas y útiles , en los procedimientos 
de aquellos á quienes ha designado para que ejer- 
zan esos poderes. Siendo pues tal el objeto del de- 
recho de reunión,. fácilmente se concibe, que na 
deben ser rechazadas por ninguno de los poderes 
politicos las manifestaciones legales que una frac- 
ción mas ó menos grande del pais le dirija, si^ai- 
pre que esas manifestaciones estén consignadas en 
documentos legales , y vayan suscritas por aque- 
llos individuos que, con arreglo á la ley, basada 
sobre los principios que expondremos respecto «1 
poder electoral, gocen del derecho de sufragio, el 
cual deberá siempre ser directo , como demostra- 
remos mas adelante. 

Según lo que precede ^ si las manifestaciímes 
de que hablamos se dirijen á una cualquiera de 
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las dos cámaras (como pueáen dirigirse al gobier- 
no, si el asunto á que ^Uas se refieren guarda co- 
nexión con los actos del egecutivo) , si pues esas 
maniféstadones se dirigen á una ú otra de ambas 
x^maraS) ó directamente ó por el conducto de al- 
guno ó de algunos de sus miembros, debe dicha 
cámara aceptarlas y resolver sobre ellas , según 
ñiere conveniente: estoes, ó ya iniciando una ley 
ñ lo que se pide es una reforma mas ó menos par- 
cial, pero útil, justa y realizable , 6 bien promo- 
viendo una disposición legislativa si se pide la sa- 
tisfacción de una necesidad local que el legislativo 
puede llenar , ó bien en fin, decidiendo que en el 
curso de los ^debates se tendrá en cuenta el asun- 
to de que se ocupa la manifestación , cuando su 
objeto sea tal xjue por de pronto no merezica ó no 
sea posible que se le consicfere. 

Cierto es que esas actfts en que se expresan las 
ideas y los deseos de todo d pais 6 de uña parte 
de él, pudieran ser tan numerosas que absorvie- 
ran, y quizas muchas veces inútilmente , el tiem- 
po que el legislador debe emplear eti objetos de 
verdadero provecho nacional. Cierto es igualmen- 
te , que esos docuinentos pudieran ir suscritos por 
personas sin competencia legal para armarlos , es 
decir , por individuos que no gozan del derecho de 
sufragio, en cuyo caso esas manifestaciones serian 
nulas por su origen , aun cuando por ejlas se pro- 
pusiera una verdadera reforma, ó se pidiera la sa- 
tisfacción de una necesidad real y tal vez apre- 
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miante. Para subsanar estos incanvenientes bas- 
taría encargar á una comisión el examen de esas 
actas en su contenido y origen ; y á fin de que 
bajo este, último punto pudiera comprobar la (¡o- 
mision la legalidad de las actas, debiera remi^se 
á las cámaras , al principio de cada le^slatur£^ 
copia autorizada por el ministerio respectivo, d^ 
los registros de electores que debieron safragar 
para esa legislatura. Si de la relación que la co- 
misión presentare sobre el objeto de la manifesta- 
ción y sobre su origen , resultare que ni aqusl ca- 
rece de interés , ni este de legalidad , debe la cá- 
mara pasar á resolver , si , atendida la importan- 
cia del asunto materia de la manifestación, y con- 
siderado el número de individuos , pueblos , pro- 
vincias , ó aun tal vez territorios que se repi^eáen- 
tan en las firmas de esos documentos, deberá in- 
troducirse al punto al debate , ó si habré de re- 
servarse para nías adelante. 
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I. 

DE LAS PREROGATIVAS CONSERVADORAS DEL PODER 
EJECUTIVO. 

De la diferencia que exbte éntrela monarquía y la repú- 
blica resultan ciertas consecuencias especiales á una y 
otra forma de ffobierno. — ^La inviolavilidad y el veto son 
prerogativas re/^ias que áe deducen lójioamente de las 
causas que motivan, para un país dado^ la existencia 
diel gobierno monárquico. — ^Pruébase la necesidad de 
la irresponsabilidad del monarca. — ^Pruébase igualmen- 
te la necendad del veto. — ^Examen de las objeóiones 
opuestas á la prerogativa del veto. — ^Los abusos que 
pudieran temerse del uso del veto» y de irresponsobili- 
dad del monarca, desaparecen desde que i^ requiere 
para la validez de todo acto regio la autorización de 
ministros responsables. — ^El veto, empleado con este 
requisito, mas que una prerogativa monárquica, es una 
nueva garantía en favor de los intereses públicos. — Otra 

§ rerogativa de los monarcas es la facultad que tienen 
e disolver ima 6 las dos cámaras antes del tiempo de- 
signado para su clausura, siempre que asi lo encontra- 
ren conveniente. — Causas que piteden motivar la di* 
solución. — Su verdadero significado. — ^Resultados po- 
líticos á que dá orijen la. disolución. — Casos en que el 
fallo expresado por la opinión pública, á consecuencia 
de la disolución de las cámaras, puede 6 no llevar con- 
sigo la responsabilidad de lo§ miembros que las forras^- 
ban 6 la del ministerio que las disolvió.— El jefe supre- 
mo del poder ejecutivo en las repúblicas no goza de 
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un mandato perpetuo ni del veto. — Su no i>erpetuidad, 
la responsabilidad á gue está sujeto y la privación del 
veto se explican por la naturaleza del sistema republi- 
cano. — ^Pruébase por este principio la necesidad de la 
elección y no perpetuidad de dicho supremo fundcm- 
rio. — Sin embargo de esto, es preciso que el presidente 
de una república ejerza su poder por cierto período* 
determinado como suficiente para que cada adminis* 
tracion pueda aplicar y dar h conocer por sus resulta- 
dos el sistema de gobierno aue prosigue. — ^Pruébase 
también, por la naturaleza de la forma republicana, 4a 
responsabilidad del jefe supremo del poder ejecutivo. 
— Las consideraciones hecnas sobre la no perpetuidad 
y responsabilidad de todo presidente en una república 
se aplican á los miembros del poder legislativo. — ^Estos 
deben ser elejidos para cada legisk^tura; — Otra ooiis|> 
deracion que demiuestra esta necesidad. — Consecuen- 
cias c[ue resultarían en una república de no adoptarse 
el mincipío de elecpkm de representantes para eadj» le- 
gislatura.—Gonsjecuencia genera^ de todas las ideas 
expuestas. 

Al hablar de las formas de gobierno , hemos 
visto que la república se distingue de la monar- 
quía constitucional ó representativa, en que -©a la 
primera el gefe supremo del poder egecutivo es 
elegible y ejerce su mandato por un tiempo deter- 
minado^ mientras que en la segunda , el monarca 
posee su autoridad perpetuamente, reciWéiidola 
por vía de sucesión hereditaria cuando la mon^ar- 
quia no es electiva. Hemos visto tambaba que la 
adopción de una ú otra de estas dos íormas de go*- 
biemo no es arbitraria , sino que es originada de 
las condiciones todas que determinan la orgamaa- 
cioü natural del país en que una de esas dos for- 
mas existe. De esa diferencia esencial que inedia 
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etttre la moüarqüía y la república , y de las cau- 
sas que la motivan, resultan ciertas consecuencia» 
prácticas , también diferentes entre si , y aplica- 
bles , unas á solo la monarquía, y otras á solo la 
república. Las consecuencias prácticas aplicablesk 
á la monarquía son ciertas prerogatiras del mo- 
narca qué no pueden reconocerse en el gefe supre- 
mo del ejecutivo en una república. 

Siendo la monarquía, en los países donde rije, 
una institución política, no arbitraria , sino arre- 
glada á Im condiciones de existencia de esos paí- 
ses, es preciso que esa forma de gobierno se con- 
serve en ellos mientras tanto que dichas condicio- 
nes de existencia permanezcan, ó lo que es igual, 
es preciso que al monarca se rodee de todas cuan- 
ta£i gaxantias aseguren su perpetuidad. Esas ga- 
rantías son: la inviolabilidad, lel veto y la &culr 
tad de disolver las cámaras antes del tiempo sé- 
Salado para la clausura de sus sesiones. 

La inviolabilidad consiste eñ la prerogatira 
qu^ disfruta el monarca, de no ser responsable, y 
por oonságuient^ de no estar sujeto á pena algu,- 
XkSk por sus actos como tal. El' veto consiste en la 
j&tcultad concedida al rey para negar , cuando lo 
crea convwiente, ya sea en lo absoluto ó por cier- 
to ti^Kipo , su sanción á las leyes que le remitan 
Jas cámbaras para su aprobación, quedando po? 
tanto dichas leyes propuestas síín fu^rasa alguna 
obligatoria. El veto es absoluto ó suspensivo, se- 
gún que el monarca opone su sanción absoluta 
ó temporal. 
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Claramente se percibe que la irresponsabili- 
dad del rey y el veto son condiciones absoluta- 
mente indispensables de la perpetuidad monárqui- 
ca , pues si el rey fuera responsable de sus actos 
GonvD tal , quedaría sujeto á la pena á que por sus 
procedimientos se hiciese reo , y como esta pena 
pudiera ser en algunos casos la destitución, es in- 
dudable, que sujetándosele á responsadilidad, se 
destruía con ella el principio de la perpetuidad, 
contrari^ándose por consiguiente todas aquellas 
circunstancias, que constituyendo la existencia po- 
lítica de la nación, dan origen y fundamento al go- 
bierno monárquico. 

El veto es también otra condición indispensa- 
ble de perpetuidad monárquica, porque como pu- 
diera muy bien suceder que las cámaras propu- 
siesen leyes qtle contrariaran la conciencia del mo- 
narca, ó las conviíciones que haya adquirido con 
el egercicio de su poder , obligarlo á que prestara 
su sanción á semejantes leyes , sería precisarlo, ó 
á que faltase á su conciencia ó sus convicciones, ó 
á que no queriendo sacrificar , como no debe ha- 
cerlo, ni aquella ni estas , renunciase la corona, 
quedando asi destruido el principio de la perpe- 
tuidad, y destruidas también las circunstancias es- 
peciales que constituyen la existencia particular 
y política de la nación, con las que solo cuadra el 
régimen monárquico. 

Dispútase, ó al menos se ha disputado mucho, 
sobre la prerogativa del veto. Unos son de opi- 
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nion que el monarca solo disfrute del veto suspen- 
sivo, otros quieren negarle todo veto. Estas varias 
opiniones se basan en el temor de los abusos á que 
semejante facultad puede dar margen. Pero por 
una parte el monarca , así por exigirlo el princi- 
pio de su perpetuidad, como por hallarse en apti- 
tud de apreciar por sus conocimientos prácticos la 
bondad ó los insuperables inconvenientes de la 
ley para el caso de su aplicación , debe sin duda 
poseer el veto, á fin de no hallarse en necesidad 
ó de contrariar su conciencia ó sus principios , 6 
de abandonar el puesto, ó bien de tener que pa- 
sar por el establecimiento de leyes que reconoce y 
se halla en eVcaso de apreciar debidamente como 
malas. 

Por lo que respecta á los abusos que de la fa- 
cultad del veto se pueden temer, no hay lugar á 
ellos cuando sé considera, que si bien el monarca 
es irresponsable , los ministros no lo son , y que 
por el contrario quedan sujetos á sufrir la pena 
debida, cuando con su firma han autorizado los 
actos perniciosos del rey, que sin ella no habrían 
tenido fuerza alguna obligatoria; pues para conci- 
liar la irresponsabilidad con las garantías debidas 
á los derechos de la sociedad y del individuo, se 
estítblece al lado de la irresponsabilidad regia , la 
necesidad de que todos los mandatos del monar- 
ca lleven la firma del ministro respectivo para que 
puedan obedecerse. Siendo esto así , claro es que, 

los ministros tienen también que autorizar la in- 

.18 



—138— 

terpoBÍcion del veto, y por consiguiente manifes- 
tar los motivos que para oponerlo han tenido el 
rey y ellos, y quedar sujetos á la pena correspon- 
diente en caso de que hayan permitido que el rey 
abuse de semejante prerogativa. 

De este modo el veto no se opone sino solo 
contra leyes, que si bien pueden haber aparecido 
justas y provechosas cuando en la discusión par- 
lamej^taria se han considerado bajo su aspecto 
únicamente general ó teórico, se las reconoce per- 
niciosas , cuando se las compara con las circuns- 
tancias prácticas , con los intereses positivos de la 
sociedad, de los que tiene el monarca, ó sea la ad- 
ministración, un conocimiento completo y profun- 
do en fuerza de su acción constante sobre ellos. 
A&i pues , el veto mas bien que una prerogativa 
monárquica , es una nueva garantía que tienen 
todos los derechos, los intereses todos de la socie- 
dad, pues sirve de correctivo que neutraliza Jos 
inconvenientes , que sin él pudieran resultar del 
amor á las teorías, del espíritu á la generaliza- 
ción, á que por lo común son propensos los cuer- 
pos legisladores. 

Ademas de la irresponsabilidad y del veto, que 
son condiciones de la perpetuidad monárquica, se 
advierte en la mayor parte de las monarquías una 
circunstancia que no se encuentra en las repúbli- 
cas, cual es la facultad que bajo el régimen mo- 
nárquico se concede al rey para:disolver una ó las 
dos cámaras, en los mo;mentos en que están fun- 
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cionando, y por consiguiente antes de cumplirse 
el plazo señalado para su receso. 

Esta facultad la ejerce únicamente el monar- 
ca, pero siempre bajo la responsabilidad de los 
ministros que autorizan la disolución, cuando hay 
contraposición de opiniones sobre algún grave 
asunto de interés público entre el gobierno y las 
cámar?is, ó cuando estas, á juicio de aquel, preten- 
den excederse de sus atribuciones , ó abrigan mal 
encubiertos y dañados intentos, ya contra la tran- 
quilidad pública ó contraías facultades legales del 
gobierno. 

La disolución de las cámaras hecha por el go- 
bierno en cualquiera de estos casos, lio es ni debe 
ronsiderarse sino como una apelación del monar- 
ca , ó mejor dicho, del ministerio al pais, ó sea á 
la opinión pública , para que esta decida cual de 
los dos , si el ministerio ó las cámaras disueltas, 
cuentan con la confianza de la nación y obran de 
acuerdo con ella. Pueden también ser disueltas 
una ó las dos cámaras, cuando la mayoría de una 
ó de ambas no acepta por suficientes las razone» 
presentadas por loá^miñistros oomo fundamentos 
para emplear el veto que hayan interpuesto. 

El pais emite su fallo por medio de la elección; 
de manera que si reelige á los individuos que for- 
maban las cámaras disueltas , decide en favor de 
estas , y por consiguiente en contra del gobierno, 
ó sea del ministerio , el cual entonces , como sabe 
que no cuenta con la confianza de la nación , ó 
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que sus opiniones ^no son las de esta en la cues- 
tión ó cuestiones que motivaron la disolución, 
tendr^ que abandonar el poder, para que lo ejer- 
zan personas de las mismas ideas que entonces 
prevalecen en el espíritu del pais. Si por el con- 
trario, éste elije para las nuevas cámaras personas 
de opiniones iguales á las del ministerio, demues- 
tra con semejante elección, que el gobierno repre- 
senta sus ideas en las cuestiones que dieron causa 
á la disolución, ó que cuenta con su confianza, si las 
cámaras fueron disueltas para saber , cuál de los 
dos poderes, si el gobierno ó las cámaras conta- 
ban con la confianza pública, ó mejor dicho ^ cuál 
de los dos representaba al pais en las cuestiones 
que sostenian. 

De aquí se sigue , que si la disolución provi- 
no de mera contraposición de opiniones entre el 
gobierno y los cuerpos legislativos sobre algún 
asunto de grave interés público , como por. egem- 
plo, el establecimiento ó derogación de una ley, 
esta será establecida ó derogada, según que el po- 
der favorecido por la elección, ya sea el gobierno 
ó las cámaras, pretendiera sfji establecimiento ó 
desaparición ; mas en este caso , el poder á quien 
fué adversa la elección , no tiene por qué ser res- 
ponsable , ni tienen por qué ser sometidos á jui- 
cio los individuos que lo ejercian; pues no habien- 
do ocurrido sino solo una diferencia de opiniones, 
no tienen por qué sufrir pena alguna ; y si la di- 
solución provino de no haber admitido las cama- 
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ras como suficientes las razones alegadas para in- 
terponer el veto , éste subsistirá ó renunciará el 
ministerio según que la elección le sea ó no favo- 
rable. Pero si la disolución ha provenido no tan- 
to de diferencia de opiniones entre los dos pode- 
res , sino de existir en uno de ellos resuelta y co- 
nocida intención de hacer el mal, entonces aquel 
de los dos que triunfe con la elección, y que debe 
precisamente ser el que sostenía la justicia ó con- 
trariaba las malas tendencias del otro poder, está 
facultado para hacer, que con arreglo al orden es- 
tablecido en las leyes; sean sometidos ajuicio de 
responsabilidad los individuos que formaban el 
poder vencido en la elección ; es decir , que las 
nuevas cámaras deben ordenar el juzgamiento de 
los que componían las pasadas ; ó el nuevo mi- 
nisterio el juicio de los que compusieron el minis- 
terio caído. 

En la república el gefe supremo del poder eje- 
cutivo no es perpetuo, y por consiguiente está su- 
jeto á responsabilidad y no disfruta del veto , 6 
á lo mas se le concede por lo general un veto sus- 
pensivo por muy corto tiempo, dentro del que de- 
be presentar al poder legislativo las razones que 
le determinan á no sancionar inmediatamente una 
ley cualquiera propuesta y aprobada por las cá- 
maras. 

La no perpetuidad del gefe del poder ejecuti- 
vo , que constituye la diferencia esencial de la re- 
pública respecto de la monarquía , y la responsa- 
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bilidad del mismo gefedel poder ejecutivo asi co- 
mo la carencia en que está del veto, circunstancias 
ambas que se derivan como consecuencias de la 
no perpetuidad de su mandato , tienen una per- 
fecta explicación en el sistema republicano. Hela 
aquí. 

La república es el ideal de las instituciones poli- 
ticas, porque bajo de ella el pueblo ejerce, ó debe 
por lo menos ejercer en el mayor grado posible, 
su soberanía. Y como esta no solo consiste en el 
desembarazado egercicio de las fuerzas privadas 
y de la fuerza social para proveer á la conserva- 
ción de todos los derechos y á la prosperidad de 
todos los intereses, sino también en la facultad de 
elegir á las personas que han de ejercer los pode- 
res políticos , es claro, que la elección hecha por el 
pueblo de todos los que ejercen el poder, sin ex- 
cepción ninguna, es condición inherente á la repú- 
blica. Esta es pues la razón porque el gefe del 
poder ejecutivo debe ser elegido , y como la elec- 
ción no significa mas sino la confianza que el elec- 
tor tiene en el elecjK), pudiendo perder el gefe del 
poder ejecutivo la confianza del pueblo, ó pudien- 
do también suceder que mas tarde se presente 
otro individuo que mas merezca y que mas se atrai- 
ga la confianza pública , es claro que aquel debe 
dgar el mandato que ejerce. Según esto, se halla 
en la naturaleza del sistema republicano , que el 
gefe del poder ejecutivo no solo sea elegido , sino 
también que no sea perpetuo. 



—143— 

Pero como resultarían graves inconvenientes 
de no señalar cierto periody, dentro del cual haya 
de ejercer su autoridad el gefe del poder ejecuti- 
vo, es por demás evidente que debe conservarla 
por cierto periodo, transcurrido el cujtl lia de sus- 
tituirle el nuevo electo. La persona á quien se in- 
viste en una república con el mandato de gefe su- 
premo del Estado , no puede alcanzar este honor 
sino por la circunstancia de ser el mas proomi- 
nente sostenedor del sistema político y gubernati- 
vo que prevalece en el país al tiempo de la elec- 
ción. Con este hecho manifiesta la nación que 
quiere ensayar el sistema cuyas ideas representa 
el electo , ó bien demuestra que ha llegado el mo- 
mento oporsuno para que esas ideas se realicen. 
Sea cual fuere de estos dos el significado de la elec- 
ción , es preciso que el gefe supremo del Estado 
conserve el poder que ha recibido por un tiempo 
suficiente , para que aplicado en el todo ó en par- 
te aquel sistema, produzca sus resultados , y por 
estos pueda valorizarse aquel , ya en su mérito es- 
pecial , ó ya en la oportunidad de su aplicación; 
pues solo asi podrá conocer el pais si deberá re- 
chazar tal sistema para siempre, ó si habrá de 
postergar su adopción para época mas remota , ó , 
si se acomoda de tal manera á las circunstancias 
presentes de la nación , que solo necesita ya que 
se le desarrolle en todas sus consecuencias. Los 
paises regidos por el sistema republicano no lle- 
garían á adquirir estos conocimientos importantes, 



—144— 

y por consiguiente, no ejercerían con el debido líe- 
no su derecho de soberanía, si la duración del 
mandato del jefe del poder ejecutivo no fuese la 
suficiente para que se produjesen los resultados 
necesarios del sistema político y administrativo 
que aquel representa. 

Atendida la misma naturaleza de la forma re- 
publicana, podemos decir, que en nada choca con 
este sistema de gobierno el hecho de la reelección 
del jefe del poder ejecutivo; pues si este en vez de 
haber perdido la confianza pública, se ha hecho 
mas acreedor á ella, y durante su periodo presiden- 
cial ha obrado de tal manera, que en el concepto 
del pais aparezca como el que mejor pueda desen- 
volver en todas sus consecuencias prácticas el siste- 
ma de gobierno con que ha rejido, y que la nación 
acepta , claro es que sería vulnerar los derechos 
del pais en uno de sus objetos mas importantes, 
obligarlo á designar para gefe del Estado otro in- 
dividuo distinto , pero que no satisface tan cum- 
plidamente como aquel á las ideas y á los deseos 
de la opinión. 

La responsabilidad dergefe del poder ejecuti- 
vo se explica igualmente por la naturaleza del sis- 
tema republicano. Puesto que la elección es la 
consecuencia inmediata de este sistema, y puesto 
que la elección no significa mas qué la confianza 
del pueblo en el electo , es claro que el gefe del 
poder ejecutivo al ascender al elevado puesto para 
que sus conciudadanos le designan , contrae con 



ellos un compromiso verdadero , del que resultan 
respectivamente obligados el gobierno y el pueblo* 
Este queda en la obligación de obedecer á aquel^ 
y el gobierno en la de obrar conforme al objeto 
de su mandato. Si falta pues á este deber, si en 
vez de procurar porque los derechos privados y 
comunes sean respetados, y porque los intereses 
todos de la sociedad prosperen , ataca maliciosa? 
mente esos mismos derechos ó embaraza el pro- 
greso natural de los intereses del pais ; como ha 
faltado á los compromisos contraidos , como no 
solo ha traicionado la confianza pública ^ sino que 
ha convertido el poder que adquirió por medio de 
la elección en daño de los mismos á quienes con 
su autoridad debia proteger , debe responder de 
esta conducta sometiéndosele á juicio , y sufrir la 
pena correspondiente si á ella se hubiese hecho 
acreedor. 

Las consideraciones que acabamos de esponer 
para demostrar que es de la naturaleza del siste- 
ma republicano , que el gefe supremo del poder 
ejecutivo debe ser elegido, ejercer su mandato 
por cierto periodo , y ser responsable , esas mis- 
mas demuestran que los miembros de las cámaras 
deben estar sujetos á igual elección, á qercer su 
mandato por determinado tiempo, y á ser respon- 
sables por sus actos como tales miembros del po- 
der legislativo. 

Pero como para estos no median las mismas 
circunstancias que exijen, respecto del gefe del po- 

19 
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^r ejecutivo , que cpnswve su mandato por un 
tiempo mas ó menos dilatado, es claro que dichos 
individuos deben quedar privados del poder que 
invisten tan luego como termina la legislatura á 
que concurrieron, pues lo contrario seria proceder 
de una manera inconsecuente con el principio fun- 
damental del sistema republicano, cual es que to- 
dos los individuos que por designación del pueblo 
coercen los poderes públicos posean la confianza 
del pais ; y permitir qtie después de concluida la 
l^isktura para que únicamente deben recibir su 
mandato, continúen conservando los individuos 
que la formaron , el poder que para ella recibie- 
ron , de modo que lo lleven y ejerzan en la legis- 
latura siguiente, sin previa Qleocion popular, es 
inutilizar el derecho que la sociedad tiene* á que 
isoio la rq>resenten las personas de su confianza. 
Pero ademas de esta consideración hay otra que 
exQe, que para cada legislatura se proceda á nueva 
elección de representantes. Hé aquí esa considera- 
ción. Hemos visto que en el sistema de la monar- 
quía, el monarca tiene facultad para disolver las 
cámaras, y que cuando lo hace, tal acto no viene á 
ser mas que una a{)elacion al pueblo, para que 
resuelva con el fallo de su elección, cual de los dos, 
si el mini^ierio ó las cámaras está del lado de la 
justicia , 6 del orden público , 6 de los intereses 
del pais, en las cuestiones que se debaten entre el 
gobierno y los cuerpos legisladores, y que dan lu- 
gar á la disolución. Hemos visto que si el pais 
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reelije á los individuos que formaban las cáma- 
ras disueltas , demuestra con este hecho , que di- 
chas cámaras han sostenido las opiniones ó los 
verdaderos intereses de la nación, hecho que igual- 
mente trae consigo la renuncia de los ministros 
que autorizaron la disolución , y su responsabili- 
dad si el caso es de tal naturaleza que la exija. 
Pero que si por el contrario , el pueblo elije para 
formar las nuevas cámaras individuos que tengan 
las mismas opiniones del ministerio, entonces este 
se considera como verdadero representante de la 
opinión pública en las cuestiona que promovie- 
ron la disolución , pudiendo las nuevas cámaras 
facultar á los tribunales para que juzguen á los 
individuos que formaron las anteriores , si acaso 
con su conducta se hicieron merecedores á seme- 
jante juicio. 

En la república, el gobierno no puede disolver 
los cuerpos legislativos., y como nada tiene de es- 
traño que los individuos que los forman sosten- 
gan opiniones contrarias al pais ó á sus intere- 
ses, 6 que sean perturbadoras del orden público; 
casos todos en los que dejan de ser los verdaderos 
representantes del pais; es preciso que este proce- 
da inmediatamente después de terminada la legis- 
latura á nueva elección, para que por ella resuel- 
va si las personas que componían las cámaras han 
cumplido ó ntreon su deber, si han representado 
ó no sus opiniones. Si son reelegidas, las nuevas 
cámaras que formen , cuentan con la fuerza mo- 
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ral de la opinión pública, y deben considerarse 
$us representantes en todas las cuestiones Boste- 
nidas en la anterior legislatura entre ellas y el go- 
bierno, pudiendo por tanto resolver las que que- 
daron indecisas conforme al sentido en que las 
sostenian. Si por el contrario , el pueblo elige per- 
sonas de opiniones opuestas á las sostenidas por 
las cámaras, demuestra con esta elección que el 
gobierno era stt representante en dichos debates, 
y si el objeto que promovió esos debates ha sido 
de naturaleza tal que tendía por parte de aquellas 
cámaras á la perturbación del orden público 6 al 
manifiesto é intencionado perjuicio de los intereses 
de la sociedad , entonces pueden la^ nuevas cáma- 
ras autorizar á los tribunales para que juzguen á 
los que en la anterior legislatura s^ hayan hecho 
merecedores de semejante juicio. 

De no adoptarse estos principios resultaría que 
bajo el sistema monárquico habría mas garantias 
en favor del país, mas respeto á gus opiniones que 
en la república, lo qu^ sería una inconsecuencia, 
un contrasentido ; pues está en la naturaleza del 
sistema republicano que predominen el respeto á 
las opiniones del país y la garantía á todos sus 
derechos y á la» comdiciones en que estriba su so- 
beranía. 

La consecuencia que se deduce de las ideas que 
llevamos espuestas acerca de los derechos conser- 
vadores áél poder ejecutivo, es que, si bien el ve- 
to y la facultad de 4isolver lo» cámaras, se presen- 
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tan á primera vista como prerogativas regia», son 
en la realidad atribuciones conservadoras que ba- 
jo el régimen monárquico tiene el gobierno res- 
pecto del poder legislativo , y atribuciones tales, 
que su uso no solo fluye en provecho de la naciouy 
sino que también dá lugar á que el pais ejerza.su 
derecho de soberanía , y como ésta debe manifes- 
tarse mas completa y decisiva en la república, es 
preciso que en esta no solo se proceda á la reno- 
vación total de las cámaras para cada legislatura, 
sino también que se reconozca en el gobierno su- 
premo, es decir, en el presidente y á nombre de 
este en sus ministros, la facultad de oponerse, 
bajo su responsabilidad sin duda, al establecimien- 
to de las leyes que juzguen perniciosas , para que 
en la siguiente elección de diputados y senadores 
resuelva el pais si deberán ó no promulgarse. Esta 
facultad es una de las mas eficaces prerogativas 
conservadoras que competen al ejecutivo bajo el 
sistema republicano, y su ejercicio no puede me- 
nos que prestar ocasión á que se apliqué en toda 
»u realidad é importancia el principio de la sobe- 
ranía popular. 



11. 



DK LA NATURALEZA DE LAS FUNCIONES DEL PODER 
EJECUTIVO. 

La ejecución de una ley no es la mera aplicacioa ma- 
terial de sus disposictones. — La buena acción del po- 
der ejecutivo completa la eficacia de las leyes y con- 
tribuye en mucha parte á formar una opimon pública 
verdademente ilustrada y respetable. — Las funciones 
del gcdi>iemo se reducen todas á ^dirección y ejecución*^* 
— ^Las disposiciones en que se revela la dirección del 
gobierno son : "los re/;^lamentos, decretos é instruccio- 
nes.'* — ^Deben esas disposiciones no exceder de sus lí- 
mites naturales y estar en perfecta consonancia con 
las leyes. 

La ley , si bien supone en el que la dictó , el 
conocimiento del orden de intereses á que inme- 
diatamente se refiere y el de sus relaciones con 
los intereses de órdenes distintos, es y tiene siem- 
pre que ser una disposición general, y no favorece 
á los intereses individuales y privados sino consi- 
derándolos en el conjunto ó género que componen 
en virtud de sus circunstancias comunes. Siendo 
pues la ley una disposición general que no se ocu- 
pa de los intereses individuales á cuyo beneficio 
conduce, sino por lo que estos tienen de común 
entre sí , fácil es comprender que si toda ley se 
aplicara estrictamente y con aquella generalidad 
con que está formulada, y sin tener para nada en 
cuenta las circunstancias especiales de cada inte- 
rés individual ó privado, que son las que determi- 
nan para cada uno de ellos su particular modo de 
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existir, dicha ley, en vez de ser provechosa seria^ 
en él mayor número de casos perjudicial , pues 
prescindiéndose al aplicarla de las circunstancias 
especiales de cada interés, podría muy bien acon- 
tecer que estas mismas circunstancias fuesen con- 
trariadas , quedando por consiguiente dañado, 
cuando no destruido el mismo derecho que por la 
ley se hubiera querido protejer. Así pues, la apli- 
cación de la ley no puede ser jamas la mera eje- 
cución material de lo que en ella se dispone, sino 
que debe basarse en el estudio de las condiciones 
particulares de cada interés á fin de que la ley se 
amolde á ellas, pero sin que por esto se alteren en 
nada su espíritu y objeto. 

Siendo esto así, es claro que el poder ejecuti- 
vo, ó sea como comunmente se le llama, el gobier- 
no, ejerce una grande influejicia en el 6rden polí- 
tico de la sociedad, porque encargado de ejecutar, 
y hacer ejecutar la ley, péío atendiendo en su apli- 
cación á las circunstancias peculiares de cada uno 
de los intereses particulares á que se refiere , los 
pone en armonía entre sí , y con todos los demás 
intereses del pais , y realiza por tanto el fin de la 
ley, que no es otro que la garantía de los derechos 
y la unidad de todos ellos. Ahora bien , como en 
el pais donde la ley tenga tal aplicación y produz- 
ca semejante resultado , debe precisamente pros- 
perar en todos sentidos la sociedad , é interesarse 
cada vez mas la opinión pública por el estableci- 
miento y conservación de leyes verdaderamente 
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provechosas, es claro que el gobierno, por la acer- 
tada aplicación que las dá , despojándolas de los 
inconvenientes que se originarían de la generali* 
dad con que están concebidas , contribuye real y 
eficacisimamente al progreso nacional, y á que el 
pais se identifique con las leyes, y se aplique á in- 
tervenir cada vez mas , dentro de los limites que 
le son permitidos, en la formación de las que sean 
provechosas, y á que por tanto ejerza en propor- 
ciones cada vez mayores su derecho de soberanía* 
Demuéstrase por estas mismas ideas el dere- 
cho de iniciativa en el gobierno, pues como al apli- 
car la ley del modo que llevamos indicado, no pue- 
de menos que reconocer los inconvenientes prácti- 
cos de que acaso pueda adolecer; como la acción 
constante que ejerce sobre todos los intereses que 
existen en la sociedad , no puede menos que pro- 
curarle el conocimiento exacto de ellos , es decir, 
el conocimiento de las condiciones peculiares co- 
mo subsisten , así como también la apreciación ca- 
bal de las nuevas necesidedes que aparecen y de 
los medios adecuados para llenarlas ; como pues 
el gobierno, por la naturaleza de sus funciones, 
tiene precisam^ente que estar al cabo de la situa- 
ción social y de sus exijencias peculiares , claro es, 
que puede muy bien comprender cuales disposi- 
ciones legislativas son mas precisas , y por tanto, 
debe estar facultado para proponerlas á la consi- 
deración de las cámaras. La iniciativa es pues 
un derecho cuyo egercicio compete no solo al le- 
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giellidor, sino también al ejecutivo. 

Por las eoBsideradones qtie preceden «e advier* 
te que en ^l gobierno debe haber dos clase» de 
fanciones: la dirección y la ejecución* La prime- 
ra 6s la atención, constante del gobierno sobre el 
conjunto de los intereses sociales, para estrechar^ 
por medio de la conveniente apli(»bcioti de la ky, 
las relaciones que las ligan, de manera que se ob^ 
tenga la upidad a|)d;e6Ída. La ejecución es la ac* 
cion del gobierno, mediante el resorte de sus ajen* 
tes, enx^mi^ada á conseguir ese objeto. La di*- 
rp&cion se* revela ea el conjunto de dii^osiciones 
que eacpidae ptóa hac®r cumplir la ley* y la c^ecu- 
^01^, en los aotoA praiotieados pcH! sus ajentós con 
s^reglo á dichüs dds^dmdoneSr 

Sls^a^ disposiciones dei gobierno, que no son 
sino los mandatos por los que se combinan los 
medios para realizar la ley, se reducen á tres es- 
pecies principales: reglamentos^ decretos é instruc- 
ciones. Los reglamentos son las disposiciones gu- 
bernativas en que se detallan las facultades de 
los ajentes encargados de cierto orden de intere- 
ses sociales, y por consiguiente, de cierta parte de 
la acción ejecutiva, señalándoseles los modos ge- 
nerales de aplicar las leyes y los medios de que 
para ello pueden servirse. El decreto es la dis- 
posición que ordena la ejecución de una ley, indi- 
cándose el modo general ó particular de cumplir- 
la; la instrucción es la disposición que prescribe 

de una manera detallada los modos de ejecutar 
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una ley ó practicar cierto acto gub»nativo, ya 
sea sobre todo el pais ó en determinados casos y 
lugares. 

Puesto que los reglamentos, decretos é ins- 
trucciones no son sino disposiciones dirigidas á 
hacer ejecutar la ley, solo deben coiisiderarse co- 
mo una deducción natural de ésta, con la que han 
de estar en consonancia, y á la que han de subor- 
dinarse; razón por la que no deben imponer obli- 
gaciones nuevas ó distintas de las que la ley seña- 
la, pues desde el momento mismo en que tales 
obligaciones impusieran 6 en que declararan de- 
rechos que la ley no ha declarado, tdes relamen- 
tos, decretos ó instruodionessenaa contrarios á su 
naturaleza, y supondrían una usurpación de fa- 
cultades legislativas por parte del gobierno que 
los dictara. 



J 
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III. 

IDEA JENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN. 

Son cosas distintíis el gobierno y la administración. — No 
obstante esta diferencia, están intimamente ligados el 

Sobiemo y la administración. — ^Es absolutamente in- 
ispensable y conveniente que el jefe del poder ejecuti- 
vo defegue en sus ajentes una parte mas o menos gran- 
de de sus facultades directivas. — Administraron supe- 
rior departamental^^ provincial y local. — Otra diferen- 
cia entre dichas administraciones. — ^Fundamento de 
ella. 

Aunque las {labras administración y go- 
bierno se toman comunmente en un mismo senti- 
do^ esto es, parar expresar la dirección y acqion 
cj'ecutivas reunidas, suele también empleárselas 
para significar ideas distintas. El gobierno, co- 
mo diverso de la administración, es el poder eje- 
cutivo considerado bajo el triple aspecto desús 
relaciones políticas de independencia y reciproco 
respeto con los otros poderes, de representante de 
la nación en sus relaciones con los demás Estados, 
y en su influencia moral sobre la sociedad que 
rije. La administración, en su signifiéado espe- 
cial, es la autoridad que, aplicando las leyes 4? 
interés general, vela solicita por la satisfacción de 
todas las necesidades del pais. 

Entre el gobierno y la administración me- 
dian relaciones estrechas, puesto que uno y otra 
son complementos recíprocos, como que son par- 



tes inseparables de un mismo poder; pues ni el 
gobierno llenaría su objeto sin disponer del resor- 
te de la administración, ni esta seria eficaz, si el 
poder que la ejerce no tuviera la independencia y 
demás recursos que al gobierno asisten, en su ca- 
lidad de poder político y de reipresentente del 
pais en sus relaciones extranjeras. 

Si bien la dirección y la ejecución son funcio- 
nes gubernativas de muy distinta naturaleza, aun- 
que íntimamente ligadas, y si bien es cierto que 
los ajeñtes del gobierno están obligados á obrar 
con arreglo á esa misma dirección, también es 
«vidente, que á dichos ajentes corresponde de 
ella Una p(Stt*te mas ó menos grande, según ^ ma- 
yor ó menor número é importanda de loft int^e* 
^ses puestos á su inmediato ^midado, ó según In 
mttyoí ó ínenór estension del territolio sujeto á 
sti autoridad. 

Debimos que corresponde esa parte mas 6 
itiénoí^ gt-ande de dirección á los ajenies d^ go- 
bierno, porque no siendo posible al jefe supri^Ab 
éé un Estado ni á los altos fundoni^ds qu^ h 
rodean, conocer en todas sus pKrtioulajidadels se- 
cundarias los intereses existentes en tos dhr^tkm 
puntee del territorio nacmal, y no ^endi^taffi- 
fooo posible á esos altos funcicmario» i^tis^toei*, 
tan luego como se presentan, y eomo \(febe haeer^ 
se^ las necesidades que diariamente süi^n para 
iBiada uno de e»0B inteye^es (necesidades q^<^r«ul* 
tan ya jaor el curso natural y corriente de fets <3o- 
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sas, ó y«i por él cumplimiento de las disposiciones 
superiores) no siendo pues posible que el gobier- 
no superior conozca é intervenga en la infinidad 
de detalles secundarios que se ligan á la existen- 
cia de todos los intereses del pais, es preciso que 
ademas de la ejecución de que encarga á sus ajen- 
tes, delegue en estos un grado mayor ó menor de 
libre dirección sobre los intereses puestos á su in- 
mediato y respectivo cuidado. 

Este mayor ó menor grado de dirección de 
los lientos gubernativos, comparado con la direc- 
ción general que abraza todos los intereses y todo 
«1 territorio del pais, determina la diferencia que 
hay entre la administración ó gobiem<> superior, 
y la administración ó gobierno departamental, 
provincial y local. 

Mas no solo consiste está diferenda enfere el 
gobierno superior y el gobierno local, en que Itt 
dirección del uno abarca todos los intereses y to*- 
do el territorio de la nación, y el segundo cierta 
porción de ellos y cierta parte del territorio, sino 
también en que el primero tiene la plenitud de 
las facultades gubernativas, mientras que las fa- 
cultades de los que ejercen una dirección local ó^ 
especial no tienen toda la intensidad propia de 



La razón de esta diferencia es clara: cuando 
el gobierno superior delega en sus ajentes una 
parte de su dirección, solo les trasmite y puede 
trasmitir la dirección que le seria preciso ejercer, 
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para velar por los intereses locales ó especiales, 
proveyendo á sus necesidades secundarias y mas 
ó menos sucesivas, y á sus numerosas y detalla- 
das condiciones de- existencia. Si ^mas dirección 
que esta les trasmitiera la administración supe- 
rior, incurriría en el error de dar á sus ajentes^ 
mas fgu5ultades de las que ella misma ejercería en 
esa parte de su dirección general, y trastornaría 
por consiguiente el orden regular del gobierno, 
destruyendo al propio tiempo su real y provecho- 
sa eficacia. Así pues, la administración superior 
se distingue de la local ó especial, en que la pri- 
mera abarca todos los intereses y todo el territo* 
rio nacional y ejerce la plenitud de las facultades 
gubernativas; mientras que la segunda, en la que 
se comprenden diversos grados, solo se extiende á 
cierta porción de intereses, ó á cierta parte del 
territorio y supone facultades gubernativas masé 
menos limitadas. 
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IV. 

BE LA ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES 
DEL PODER EJECUTIVO. 

Conexión. — Enumeración de las atribuciones del jefe del 
poder ejecutivo. — ^Pruébase que al monarca 6 presiden- 
te corresponden las atribuciones que se enumeran. — Mi- 
nistros.-^Son medianeros del jefe del poder ejecutivo. 
— Su número. — Consejo de ministros y su necesidad. 
— Otra razón que exije su existencia. — ^Es preciso que 
el ministerio tenga un presidente reconocido, el cimJ 
en las monarquías debe ser distinto del monarca, aun- 

Sjie en las repúblicas lo sea, como lo es en realidad, 
jefe del listado. — Ministros sin cartera. — ^Atribucio- 
nes contenciosas de los ministi^os. — ^Nombramiento de 
éstos altos funcionarios. — ^Delitos porque pueden hacer- 
se responsables. — No se les debe juzgar por tribunales 
e^gpecnales. — Quienes pueden exijir la responsa.tnlidad 
imnisterial. — ^Requisito indispensable para poder some- 
ter á juicio á los ministros. — ^Autondades superiores 
administrativas departamentales, provinciales y locales. 
—Extensión de sus facultades. — ^Necesidad de la ad- 
ininistracion consultiva. — Consejo de Estado; sus fun- 
ciones. — La indispensable precisión de establecer la 
unidad en la legislación administrativa exije también la 
existencia del Consejo de Estado. — ^Como debe ser 
compuesto. — ^Nombramiento y remoción de tos conse- 
jeros de Estado. — Secciones consultivas y de despacho 
en cada ministerio. — Consejos consultivos departamen- 
tales y provinciales. — ^Tribunales administrativos. — ^Es 
preciso conciliar la desembarazada acción administra- 
tiva con todos los derechos individuales y privados. 
— ^Razones que demuestran por qué deben los particu- 
lares ocurrir á los tribunales administrativos, y no á los 
ordinarios, para la resolución de algunas de sus cues- 
tiones Qon la administración. — Son pues necesarios los 
tribunales administrativos. — Deben establecerse en las 
diferentes divisiones territoriales administrativas en que 
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todo pais está fraccionado. — ^El supremo tribunal con- 
tencioso-administrativo debe ser el Consejo de Estado. 
— La publicidad es una condición indispensable de to- 
dos los actos administrativos. — Casos exepcionales á 
esta regla. 

ADMINISTRACIÓN ACTIVA. 

Como la administración es uno de los dos ele- 
mentos que constituyen el poder ejecutivo propia- 
mente dicho, debemos dar á conocerla en los fun- 
cionarios que la forman, para completar de este 
naodo la idea del poder ejecutivo. Hemos dicho, 
que el gobierno y la administración son dos mo- 
dos distintos como existe el poder ejecutivo; que 
la administración se divide en general, local y es- 
pecial, y que el jefe del Estado lo es también de 
la administración. Después del monarca ó presi- 
dente, deben considerarse como funcionarios de la 
administración general á los ministros y á los 
cuerpos que á estos rodean ó deben rodear, para 
ilustrarlos con sus dictámenes en todos los puntos 
importantes de administración; y como resortes 
de esa misma administración general, á los ajen- 
tes del gobierno, acompañados también de sus 
correspondientes consejos, en las diversas fraccio- 
nes del territorio nacional. 

Puesto que en el gobierno superior reside, 
según hemos dicho, la plenitud de las facultades 
ejecutivas, veamos cuales son las atribuciones pro- 
pias del jefp de este poder, considerado bajo 9I do- 
ble aspecto de centro de la administración y del 
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poder ejecutivo y de representante del pais en el 
orden de las relaciones extranjeras. Estas atri- 
buciones son: 1' Expedir los reglamentos, de- 
cretos y demás disposiciones generales precisas 
para la ejecución de las leyes: 2^ Recaudar é in- 
vertir las rentas públicas ó sean la contribucio- 
nes, con arreglo á la ley del presupuesto: y Or- 
ganizar y dirigir la fuerza pública: 4- Nombrar 
inmediatamente á los altos funcionarios de la ad- 
ministración, y mediatamente, dando solo su apro- 
bación, á los demás aj entes subalternos: 5* Di- 
rigir las relaciones extranjeras: 6* Celebrar tra- 
tados de paz, comercio, alianza, &a., sometiéndo- 
los antes de su ratificación á la aprobación del 
pais representado en las cámaras: 7- Declarar 
la paz ó la guerra, observando iguales requisitos 
que para la aprobación de los tratados. 

Estas atribuciones son esenciales del jefe del 
ejecutivo, como propias del carácter que inviste 
en su calidad de centro de este poder, y por con- 
siguiente de la administración, y en su carácter 
de representante del pais en sus relaciones diplo- 
máticas. Siendo jefe supremo del gobierno, en él 
debe concentrarse la dirección de todos los intere- 
ses de la nación, para que por tal dirección reci- 
ban, mediante la acertada aplicación de las leyes, 
la armonía que entre ellos debe subsistir; por con- 
siguiente, los reglamentos, decretos y demás dis- 
posiciones que señalan los modos generales de 

aplicar las leyes que á tal armonía conducen, y 
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que son el medio como aquella concentrada direc- 
ción se realiza, deben ser expedidos por el jefe su- 
premo del poder ejecutivo. Como para llevar á 
cabo las mencionadas disposiciones, y con ellas 
las leyes á que se refieren, es preciso disponer de 
los recursos materiales indispensables que las ren- 
tas ó contribuciones públicas procuran, resulta 
que también debe ser el gobierno quien atienda, 
con sujeción á la ley, á la recaudación é inversión 
de los impuestos. Por análogas razones, tiene el 
jefe del poder ejecutivo que organizar y dirigir 
la fuerza pública, puesto que este es un instru- 
mento de acción, otro recurso necesario para ase- 
gurar el cumplimiento de las leyes. El nombra- 
mi^to inmediato ó directo de los altos funciona- 
rios de la administración y la aprobación para el 
de los que ocupan en ella un lugar secundario, es 
atribución del jefe del gobierno, porque como en 
él se concentra la dirección de los intereses del 
pais, es preciso que aquellos que, han de ayudarle 
ejerciendo una parte mas ó menos grande é im- 
portante de esa dirección sean de su confianza; y 
como esta debe aumentar tanto mas, respecto de 
aquellos auxiliares, cuanto mas se asimilen sus 
funciones á las que el jefe del poder ejecutivo de- 
be ejercer por si mismoy resulta que el nombra- 
miqnto de tales funcionarios debe ser hecho inme- 
diatamente por el jefe supremo del gobierno. Co- 
mo los ajentes secundarios de la administración 
no scsp. sino auxiliares de los axixiliares, Jbasta que 
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estos tengan de ellos una confianza igual á la que 
el monarca 6 presidente tiene eñ sus altos funcio- 
narios, para que el nombramiento del jefe supre- 
mo consista en la mera aprobación. Respecto á 
las relaciones diplomáticas, el jefe del poder eje- 
cutivo, que está al cabo de las necesidades inte- 
riores del pais, necesidades é intereses que son el 
fundamento de las relaciones con el extranjero, 
que ademas concentra en si la dirección de esos 
intereses, y que no ofrece por su unipersonalidad 
los inconvenientes que resultarían de mantenerse 
las relaciones diplomáticas por medio de corpora- 
ciones, es el representante natural de la nación 
para con las potencias extranjeras. De aquí re- 
sulta que él debe celebrar los tratados, y declarar 
la paz ó la guerra, porque es el que mantiene las 
relaciones diplomáticas; perq se necesita para la 
ratificación de los tratados, asi como para declarar 
la paz ó la guerra, que dé su aprobación el poder 
lejislátivo, porque los tratados de paz y la guerra 
crean derechos ó imponen obligaciones reciprocas, 
derechos y obligaciones que solo pueden tener va- 
lidez cuando el poder lejislátivo reconoce los unos 
y las otras. 

Los ministros son los jefes Superiores de la 
administración, que bajo la inmediata autoridad 
del jefe del poder ejecutivo, ejercen este poder. 
Son pues delegados próximos del jefe supremo 
del Estado, y su autoridad se*extiende á cuan- 
to alcanzan las atribuciones constitucionales de 
aquel. 
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No solo son delegados, sino también media- 
neros del jefe supremo del Estado y los cuerpos 
lejislativos, cuando sostienen ó rechazan ^n las 
cámaras los proyectos de ley, ó cuando, como en 
las monarquías, sostienen la necesidad del veto 
que se opone á algunos de esos mismos proyectos; 
son medianeros entre dicho jefe del Estado y la 
nación, pues se encargan de ejecutar las disposi- 
ciones gubernativas aprobadas por aquel; y me- 
dianeros, en fin, entre el presidente ó monarca y 
los demás ajentes administrativos, pues nombran 
ó destituyen en su nombre, previo sin duda el 
correspondiente juicio, á dichos ajentes, y les tras- 
miten sus mandatos. 

Como los asuntos de la adnainistracion son 
tantos y de tan variada especie, que no es posible 
encargar á una sola persona su dirección general, 
es preciso confiar á cierto número de ministros el 
cuidado de ellos; pero como serian grandes los in- 
convenientes que resultaran de que cualquiera de 
estos altos personajes pudiera ocuparse indistin- 
tamente de todos esos asuntos; pues bien podría 
entonces suceder que para cierto caso procediera 
uno de esos ministros de un modo enteramente 
contrario á como procede para un caso idéntico 
cualquiera de los otros, es de todo punto indispen- 
sable no solo que haya un número mas ó menos 
grande de dichos funcionarios, según el número 
y variedad de los asuntos que han de dirijir, sino 
que también es preciso que estos asuntos se dasi- 
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fiquefl por los que entre sí tienen mas analogías, 
y se hagan tantas clasificaciones como ministros 
deba haber, y se encarguen á cada uno de estos 
los asuntos comprendidos en cada clasificación. 

Si bien es cierto que cada ministro debe que- 
áaf especialmente encargado de la dirección de 
los asuntos correspondientes á su ramo, de mane- 
ra que iiingun otro de sus colegas deba expedir 
mandato alguno acerca de ellos, también es ver- 
dad, que como existe íntima relación entre todos 
los objetos de que debe ocuparse la acción admi- 
nistrativa, es preciso, para que cada ministro pue- 
da adoptar eñ su correspondiente departamento 
medidas que no contraríen las adoptadas por cual- 
quiera de los otros en el suyo, y haya por consi- 
guiente unidad ^n los actos de la administración, 
es preciso, decimos, que todos los ministros se reú- 
nan diariamente, ó según lo exijiere el servicio 
público, para deliberar en común sobre las dispo- 
siciones de alguna importancia que cada uno de 
ellos haya de espedir, 6 sobre los graves asuntos 
de gobierno ó de alta política que ocurrieren, á 
fin de que, por esta deliberación en común se con- 
siga que haya armonía en todos los procedimien- 
tos y mandatos de dichos funcionarios. La reu- 
nión de los ministros para deliberar en común so- 
bre asuntos* de administración ó de gobierno, pre- 
sidida por el primero de los ministros en la mo- 
narquía ó por el presidente en la república, se lla- 
ma consejo ó acuerdo de ministros. 
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Hay otra razón que exije la reunión de los 
ministros en consejo, y es, que tanto en la monar- 
quía como en la república se presentan ciertos ca- 
sos en que todo el ministerio debe ser responsaWe, 
porque se supone que los actos que tal responsa- 
bilidad le atraen, son tales, que no pueden haber- 
se dictado sino de perfecto acuerdo entre todos los 
ministros; porque por una parte la importancia 
del asunto requiere la opinión de cada uno de 
ellos, pues esos asuntos se refieren á todo el pais 
y á todos los diversos órdenes de intereses que 
respectivamente les están enconmendados, y por- 
que de otro lado es obligación del ministro que 
disienta ó no se conforme con la medida mencio- 
nada, presentar su renuncia, á fin de que el pais 
conozca su opinión eñ la materia. Y como seme- 
jante disentimiento ó conformidad no puede exis- 
tir sin que medie el consejo, es claro que á fin de 
que tenga lugar la responsabilidad in sóUdwm, del 
ministerio, y que el pais tiene derecho de exijir, 
debe celebrarse el consejo. 

Hemos dicho que en las monarquías el con- 
sejo está presidido por el primero de los ^nisnis- 
tros, que comunmente se llama presidente del 
consejo, y en la república por el gefe supremo del 
Estado; porque es indispensable que tonto en la 
monarquía como en la república haya una perso- 
na^ que dé á conocer el carácter general del go- 
bierno, el sistema de ideas que sin contrariar las 
leyes fundaménteles, piensa seguir el ejecutivo así. 
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en lo que respecta á la administración como á la 
alta política; á fin de que el pais sej)a el modo co- 
jaio se vá á obrar, y pueda exigir al ministerio la 
responsabilidad en que incurra con arreglo á su 
mismo sistema. Como en las monarquías el mi- 
nisterio cambia ó se mantiene al tenor de las iddas 
que preponderan en el pais ó en las cámaras, no 
es el monarca, en quien debe suponerse ciertas 
ideas fijas de política, quien puede representar las 
de los diferentes ministros que se suceden, y por 
tanto, es preciso que en cada uno de esos ministe- 
rios haya uno de sus miembros que pueda repre- 
sentiar, por sus opiniones ya conocidas, las opinio- 
nes del ministerio de que es miembro, y que por 
lo general él es quien lo organiza. Esta persona 
es la que se denomina presidente del consejo. En 
las repúblicas como el mandato del presidente es 
temporal, á él corresponde y es posible sentar el 
sistema de ideas que se hayan de proseguir en los 
asuntos de administración y de alta política, y 
por consiguiente, los ministerios que sucesiva- 
mente puedan acompañarlo, representarán siem- 
pre sus mismas opiniones; por lo que, el gefe del 
Estado en las repúblicas es el presidente nato del 
consejo de ministros. 

En algunas naciones se reconoce cierta espe- 
cie particular de ministros que no tienen á su car- 
go el despacho de ninguna de las secretarías de 
Estado, á los que se llaman por esto ministros sin 
cartera. La presencia de uno de estos persona- 
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gefs en el gabinete del cual forma parte, y al cual 
dá siempre su nombre, tiene por objeto revelar el 
carácter, el color político, digámoslo así, del mi^ 
nisterio, cuyas ideas son las que dicho personage 
representa. El ministro sin cartera es pues, el 
primer miembro del ministerio y el que dirije la 
marcha política del gobierno, razón por la que 
siempre que tal ministro existe, reside en él lá 
presidencia del consejo. Según esto, los minis- 
tros sin cartera solo son propios del régimen mo- 
nárquico. 

Entre las atribuciones de los ministros que 
se reducen á dirijir con plena facultad delegada 
por el gefe del poder ejecutivo los asuntos de ad*^ 
ministracion que especialmente le están encomen- 
dados, sh cuenta también cierta potestad judicial, 
para decidir algunas cuestiones que se suscitan 
entre un particular y el niinistro, siempre que sus 
actos puramente administrativos perjudiquen el 
derecho de ese particular, y la cuestión sea tal 
que no pueda conocer en ella el poder judicial sin 
atentar á la independencia de la* administración. 
Tales cuestiones se denominan coqtencioso-admi- 
nistrativas. 

Por lo que mira al nombramiento, este es he- 
cho inmediatamente por el gefe del poder ejecuti- 
vo, pero autorizado con la firma de un ministro. 
En la monarquía lo común es que el presidente 
del consejo de ministros, que es el que organiza el 
ministerio, presentando al monarca los individuos 
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que con él han de dirijir el gobiei'no, es el que 
también autoriza el nombramiento de los demás. 
En las repúblicas cuando la variación del minis- 
terio es total, el presidente elije á sus ministros, 
autorizando por lo común el nombramiento uno 
de los salientes antes de abandonar la cartera. Sí 
la renovación es parcial, el ministro de gobierno, 
ó como también se llama de Estado, es el que au* 
toriza, ó en su defecto cualquiera de los que per- 
manecen. 

Respecto á la responsabilidad, incurren en 
ella cuando en el ejercicio de sus funciones se har 
cen culpables de traición ó concusiUm. Se hacen 
culpables de traición, obrando contra el gobierno 
ó contra las libertades públicas ó contra cualquie- 
ra de los otros poderes políticos, ó bien, cuando 
comprometen deliberadamente la seguridad y el 
honor de la nación. Se hacen culpables de con- 
cusión, cuando dirijen un ataque á la propiedad, 
al honor ú otros derechos personales de los ciuda- 
danos. 

La dificultad para hacer efectiva la responsa- 
bilidad de los ministros en cualquiera de estos ca- 
sos estriba, no en sa;ber la ley por la que se les 
debe juzgar, ni la pena que se les debe imponer, 
pues tanto esta como aquella deben estar señala- 
das en el código penal. Tampoco estriba en sa- 
ber qué jueces y tribunales deban conocer en la, 
causa; pues estando señaladas en dicho código pe- 
nal la ley y pena correspondientes, y estando los 
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tribunales ordinarios encargados de juzgar por 
aquel código, debcfn quedar facultados para juz- 
gar según él á los ministros, que coma delincuen* 
tes ^tán sugetos á la ley común y que no se dis- 
tinguen de lo^ demás criminales sino ^i la grwe^ 
dad y trascendencia de su delito. Y no debe te* 
• merse que la influencia del reo haga que los jue- 
ces dejen de cumplir con su deber, porque en pri- 
mer lugar, siendo independientes y existiendo vm 
procedimieijto sencillo y determinado como el qn^ 
debe haber y delíe infaliblemente observarse para 
el enjuiciamiento de los delitos, no cabe el temor 
de que los jueces dejen de cumplir su obligación 
por el recelo de que se les destituya, pues son in- 
dependientes del poder ejecutivo; no cabe el temor 
indicado, porque en segundo lugar, el minfetro 4 
quien se juzga ha perdido su influencia, y porque 
la opinión pública vigila, como debe suponerse, la 
conducta de los jueces. Según esto, no debe eor 
cargarse á la cámara alta dicho juzgamiento^ co- 
mo se acostumbra en algunas partes y como algu- 
nos publicistas pretenden, pues esto es reunir en 
un cuerpo dos poderes politices. 

La verdadera dificultad que pudiera hab» 
para que los ministros llegasen á ser reamente 
responsables, estarla en saber quien puede ex^ir' 
la responsabilidad. Mas esta dificultad desapa* 
r^e, cuando se considera que siendo los delifcpsde' 
los. ministros 6 en perjuicio del país ó de un pw- 
ticular, las cámaras pueden exijir la respoiKjabii- 
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dad por los primeros en tanto que, representan el 
íiitOTés de la nación; y el particular ofendido, la 
re«ponsabilidad del ministi;D que le agravia, intesr^ 
poniendo su queja ante el poder judicial. Pero, 
oomo de esto último pudieran resultar abusos^ es 
^^ciso para evitarlos que se tomen las precaucio? 
nes precisas, imponiendo la correspondiente res*- 
pons^ilidad al particular que la exije de un mi-. 
iri»tro4 lo cual sCTvirá también parft dar maydr 
iüudaimento é importancia á la qu€ja que se en* 
table. ' 

Mas sea que la responsabilidad del líiiñiateo 
ItbOji^ani las cámaras ó un particular, es preciso 
que él muonarea 6 presidente conceda & los jueces 
la facultad de juzgar á dicho ministro; és dedr, 
que se requiere que el gefe del poder ejecutivo 
ecmsk^ta en que se le enjuicie y lo someta en eS^ 
to á^ la jurisdicción de los jueces y tribunales; pu^ 
de lo ccmÉrario resultaría atacada la indepe^idett- 
oMb del poder ejecutivo. P^o si se teme que e»- 
jida la responsabilidad de un ministro los otro» 
s© ni^uen á autoriz;ar su juzgamiento, ent6ft(3ifeg 
tfido él ministerio atrae sobre si la responsabilir 
d«id,íy se origina con ^to uña cuestiim ' poüti^ 
^e á^ku osbaeioBi toca decidir. Y si aun todá^ia^ 
temiere qu% fallando eí país, cto su elecei<>náí 
ccmtra deLministeriOj el monarca 6 presidente 'de 
n^are áíautorizat él.guiieio de sus mitiisferoe^ §om 
que dicho se$r de paso no.es iJosible ú^ ocurrir, en.- 
t^ces el gfefe d^l Estado. y. su ministerio: quedan 
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fuera de la ley, porque ellos mismos se han salido 
de ella, y una vez fuera de la ley llega á la naeion 
el momento de ocurrii^ al último medio que todo 
pueblo tiene para defender sus derechos y sus li- 
bertades amenazadas, al medio de la fuerza mate- 
rial para destituir al presideinte ó si monarca y «u 
dinastía. 

Los agentes superiores del gobierno, en los 
departamentos y provincias, son para la adminis- 
tración de estos territorios, lo que el gefe supremo 
del poder ejecutivo es para la administración ge- 
neral del paie. Deben pues ejercer como él, si 
bien que en menor escala, y con sujeción á las ór- 
denes de la administración central, facultades iákn- 
ticas á las que esta ejerce. 

Según esto, no solo están destinados esos go- 
les de administraóiones territoriales á Secutar las 
leyes mediante el acertado cumplimiento qi» de^ 
ben dar á los reglamentos, decretos é instrucdo^ 
nes que expide el gobierno supremo, sino que tam- 
bién pueden atender por si mismos á todas aque- 
llas necesidades secundarias y especiales de los íot- 
ritorios que administran, y de cuya satís&cdon JBO 
podría encargarse la adnrinistracion eenl9!al, siii 
4ue al puBto no atrajera sobre si el estiM^o de u&a 
prodigiosa infinidad de detalles cuyo extoi^i ht 
absorveria el tiempo que debe eoiksagrar aHosáen- 
to de los intereses generales del pais. Y no aciie 
se experimentaría el inconveniente indicado, »w> 
^ qu* también, como habria de ser indispensaUe^ 
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mente morosa la aecion d,el gobierno supremo que 
quisi^e centralizar en 9i, el examen de todos los 
intereses secundarios y especiales de las adminis. 
traciones .territoriales , la solución de todas las 
cuesi^nes de segunda importancia y simplemente 
locales, resultarla que multitud de necesidades que 
aparecen de pronto en los diversos territorios ya 
esp«)ntineamente, ya á consecuencia de algunos 
actos administrativos, y con un carácter bien mar- 
cado de urgencia, no seíian las mas veces satisfe- 
chas á tiempo, tanto porque el gobierno supremo 
agoviado con la multitud de detalles con que ocu- 
pa su atención, no puede apreciar debidamente la 
urgencia mendonada ni lo importante que es obrar 
con arreglo á ella, como porque otros asuntos lo- 
cales de mayor cuantía pueden muy bien absorver 
su trabi^o de tal modo que le obligueh á abando- 
nar por mas ó menos tiempo el cuidado de otros 
intereses locales no tan importantes como aquellos, 
en cuyo caso las necesidades de urgente satisfac- 
ción de que hablamos no la recibirán en el mo- 
mento (fortuno, circunstancia que muchas veces 
balearia para^ dafiar á los intereses á que se refie- 
ren las necesidades no atendidas. Asi pues, la 
omktBimim&ñ ex£^rada que se arrogue la admi- 
mcSti^ion^ supr^na dá lugar á una acción guber- 
nativa morosa siempre, y en jooiuchisimos casos 
peirfndyidal. Por est^, pues, conviene que los ge- 
fes de Im administraciones territoriales teng^ 
pot^i^ad sufiejiente para atender por si á la direc- 
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cion y fomento de aquellos intereses que son. pjurar 
mente de los. territorios que admimstran^ si bien 
es cierto que deben arreglar sus procedimi^tofi á 
la marcha general de la administración cenital, 
de manera que con sus actos no contraríen ni el 
€8piritu ni las tendencias de aquella. 

ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA. 

La administración, según repetidas veces lo 
hemos dicho, no solo se^cqmpone' de acción uno 
que también debe estar acompañada del coqiofUj 
miento de las necesidades é intereses sobre que vá 
á obrar, conocimiento que indica el modo conve- 
niente como la ley ¿ebe aplicarse. De aquí r^ul- 
ta que en la administración al lado de la accioo. 
está ó debe estar el consejo; ó dicho de otro modo: 
al lado de los funcionarios eneargadps de ejecut^or 
las leyes, debe haber ciertos cuerpos instituido» 
con* el único objeto de ilustrar aquellos soi)re4a# 
maneras convenientes como hayan de obrw en pi^ 
VOY los intereses que les*están ea<3omendados. 

Siendo aplicable el principio que acabañóos 
de sentar á todos las funcionarios de la admiflyis- 
tracion, ó lo que es igual, á la admiuisliraciojí su- 
prema, como á la provincial y local, claf^e^^g^ 
al lado de la primera, ó sea el^efe del jNQMierej^ 
cutivo j de £us ministros, debe haber un iqu^po 
consultivo, generalmente llamado Concejo. 4% ilu- 
tado, cuyo fin especial sea emitir opiniones, Bieara- 
ment^ oonsiiltivas, sobre todos - aquellos ;,af^|ití06 
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de administración cuya importancia sea tal que 
requiera el parecer de personas, que como las que 
deben formar el Consejo de Estado, indiquen las 
ventajas é inconvenientes de las medidas que ha- 
yan de adoptarse, y los modos como puedan con- 
seguirse las primeras evitando los segundos. Así 
pues, deberán consultarse al Consto todos los re- 
glameofttos y resoluciones de entidad que se quie- 
ran» dictar, é igualmente todos los proyectos de 
1^ que el gobierno quiera iniciar ante las cá- 
maras. ' 

No solo es útil el Consejo de Estado porque 
ilustra al gobierno sobre todos los asuntos de ad- 
ministración suprema, sino también porque con 
su influjo hay mayor garantía de unidad en la le- 
gislación administrativa que si tal consejo no exis- 
tiera, y mas probabilidades de un desarrollo gra- 
dual en esa misma legislación ; pues como los 
miembros de ese cuerpo no están sujetos para su 
remoción á las mismas circunstancias que deter- 
minan el cambio mas ó menos frecuente de minis- 
tros^ sirve la permanencia de ellos y el fondo de 
ideas fijas de gobierno que la esperiencia va cada 
vez mas depositando en el seno del Consdo, para 
evitar los inccttivenientes que resultarían, no exis- 
tiendo la esperiencia é ilustración de ese cuerpo, 
de los mas ó menos repetidos cambios de ministe* 
ríos y de sistenaas dé gobierno que cada ministro 
sigue. 

Si pues, de tan alta importancia y de tan 
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vasta trascendencia es el influjo que el Consejo de 
Estado tiene como cuerpo meramente consultivo 
en la marcha de la administración, es de todo pun- 
to preciso que los individuos que lo formen^ sean 
personas capaces de llenar el objeto para que el 
Consejo debe establecerse. Asi deben compo&er^ 
lo: 1^ Los ministros, para que presenten á la 
discusión los reglamentos y medidas de entidad 
que piensan expedir ó los proyectos de ley que 
pretenden iniciar, junto con las razones * que tie* 
ní^n para adoptar dichas medidas: 2^ Los gefes 
de las oficinas superiores del gobierno, encargados 
de los diversos ramos de la administración, para 
que discutan, en vista de los intereses que á esos 
mismos ramos se refieren, y teniendo en cuenta 
las razones espuestas por los ministros, los pro- 
yectos ó resoluciones que estos piensan adoptar: 
3^ Cierto número de aquellas personas, que sin 
tener á su cargo ramo ni servicio alguno déla ad- 
DMuistracion, poseen sin embargo, un caudal mas 
6 menos considerable de estudios teóricos y de ob- 
servaciones prácticas, que las ponen en aptitud de 
i^reciar en su debido carácter la situación y las 
necesidades del pais en sus diversos intOTeses y 
territorios, y también las disposición^ que ek go- 
bierno pretende expedir. 

£n las monarquías, el monarca nombra á sus 
consqeros, y su remoción, que muy rara vez H^a 
á ocurrir, y esto individualmente, depende de la 
voluntad del mismo monarca 6 de renuncia es- 



pontánea que hace el consejero. En larepúblioai 
como todo mandato debe adquirirse por medio de 
la elección popular, y como toda folta á ese man^ 
dato produce responsabilidad ante la misma opi- 
nión pública que es la que elije, el nombramiento de 
los oon&ejerós debe hacerse por elección; pero como 
ks funciones del consejero son eñ su mayor parte 
dé mera consulta, sin que el gobierno esté obliga- 
do á seguir su dictamen, y como por otra parte el 
O>nsejo está llamado á desarrollar un sisítema gra^ 
dual de administración y dar unidad á la legisla- 
don administrativa, mediante la esperiencia que 
en materias de gobierno vá sucesivalmente adqui- 
riendo con su estudio práctico y constante en ma- 
terias de administración, conviene que ni ejersan 
sus funciones por muy corto tiempo, ni que todo 
el Consejo sea removido por complete, sino á lo 
mas por terceras partes, y en fin, que no haya obs- 
táculo para que se reelija á los consgeros si se les 
considera dignos de la reelección. 

Pero si bien el Consejo de Estado es un cuer- 
po que tiene por olgeto ofrecer al gobierno una 
importante ayuda para la mejor administración 
del pais, examinando con el caudal de luces y de 
experiencia que en ese cuerpo debe haber, todos 
los reglamentos y otras disposiciones de entidad 
que principalmente se refieran á un arreglo mas 
6 menos general de los varios intereses sociales; 
si bien, pues, es de grande importancia para el 

' gobierno el Consejo de Estado, no por esto puede 
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negarse la conveniencia, y aun la necesidad que 
hay de que cada ministro se ro<iea de ciertas co- 
misiones especiales relativas á los diversos ramos 
de administración puestos á su cuidado, para que 
emitan su parecer sobre las respectivas disposi* 
cienes que el ministro les consulte, y aun para 
preparar, si forman parte integra del ministerio, 
el despacho de los asuntos que á sus ramos se re« 
fieran. De este modo, los mismos proyectos de 
resolución ministerial que el ministro someta al 
ex&men del Consejo de Estado, llevarán consigo 
todos los datos y condiciones especiales, y mas 6 
menos detallados, que demuestren la bondad ó in- 
conveniente de las medidas ideadas, asi bajo el 
punto de vista del interés que se trate de protejer, 
como también en sus relaciones con los otros in- 
tereses soinetidos al cuidado de ese ministerio. 
Asi pues, para cada imo de estos debe haber, ya 
sea formando parte integrante de él, y por consi- 
guiente con cierto ejercicio de despacho, ó bien 
co?ao accesorias y meramente consultivas, tantas 
comisiones especiales, cuantos sean los principa- 
les ramos de administración confiados á dicho mi- 
nisterio. 

Asi como el Consejo de Estado es un prove- 
choso auxiliar de la administración suprema, lo 
son también para los gefes superiores de las admi- 
nistraciones de departamento y provincia en que 
el territorio de la nación esté dividido, los conse- 
jos consultivos de departamento y de provincia 
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que rodean á dichos' funcionarios; pues producen, 
«i bien que en menor escala y en favor de la bue- 
na dirección administrativa de esos territorios, be- 
neficios análogo^ á los que refluyen en favor de 
todo el país, de los acuerdos y pareceres del Con- 
sejo de Estado. 

ADMINISTRACIÓN CONTENCIOSA. 

Por último, completan la organización del 
poder ejecutivo los tribunales destinados á decidir 
la3 cuestiones que suelen suscitarse entre los par^ 
ticulares y la administración, con motivo de ios 
actos puramente administrativos de los fundoua- 
rios de este poder, y que infieren un agravio maa 
ó menos considerable á los derechos de uno ó de 
algunos particulares. Tales cuestiones se deno- 
minan c(mtencio^o-admimstraimas^ y admim^ai^ 
vos los tribúnicos eapeeialmepite def tinados á re- 
solverlas. * 

;Como la.adniinisü'acion, encargada de velar 
ppr la conservaásioii :y • íom^nto de los inter^ies g0* 
neral^^ déla nadon 4 de los comunes del territo- 
rio ó dQ la localidad pu^taá su cuidado, necesito 
obrar destituyendo los obstáculos que se opongaii 
¿ su aooio» benefeictora, y como puede muy hhm 
suceder queal obrar asi hiera inevitablemeo^Al- 
g«nos derechos particula,r^ ó a%iiiU)0 iiitj^esjQs 
privados que no puedan coej^tíir con Ips iaoitos 4e 
la administración; y como en fin, no dí^feeii desa- 
parecer ni estos justos intereses privados, ni esos 



derechoB particulai^ ante la utilidad cémun, pre^ 
cíbo' es que los unos y la otra se eoncilíen de ma- 
jftelra, qué sin dejar de producirse el benefido eo^ 
mun, ni de practicarse las disposiciones adminis^ 
trativas que á tal olgeto conducen, puedan los 
particulares reclamar se atiendan y no se saciáfi- 
quen sus privados intereses- 
Pero si bien pueden los particulares entablar 
«á gttarda de sus derechos las reclamaciones con- 
veíni^tes; también es rerdad que estas reclama- 
-táones no m deben elevar, mientras tfento qué el 
agravio sea unsl consecuencia iftmecKáta de la jus- 
ta acción administrativa, ante lóá tribüñaleB ordi- 
narios 4 sea ante el poder jttdiíáal: 1 • Porque el 
^ravio, no es en el caso supuesto, uñ ataque vio- 
tentó 6 infundado contra el derecho paarticular, si- 
ifd ttna^ consecueneiai indfepensablé ^ la déládEt 
AJ&líéai^&on de^la ley admiBiÉtoatíva: 2^ Porque 
siendo esto asi, y no estando encargados los tribu- 
sales ordinarios sino solo de aplicar la ley civil, 
m pueden entender en aquelks eueirtSonéSi pam 
^tónces aplicarían la ley admi^ sk^^h^, asrM^^ 
idbse túJk e^ las alribodoncs úü pode» ádiSiiAiB- 
trativo: 3^ Porque m el poder judicial ^tefidiem 
Wk taiító ^uesfíoñes, léñdriá qué paralizarse la eje- 
tíké^ M tod actos ad^aúnií^rkatívojs hfusta >láfif(o 
'^>qufelAiIft]iSlraía,lés orainsrfio» r^olvi^ran, eA mfo 
4BJSÓ iáésfifyiaz^fáiiia inde^ñ^fóncaa neaeáaria y la 
4^oaciík dé la acción gubematíva: 4^ Eta #6, J)!*- 
qtfie la p(^&í^£A de í'eéolvér dichad <&ii@stio&éi» ésel 
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complejnentp al tiempo mismo que la.conaecuen- 
cia de la acción natural de la administración; pues * 
nadie mi^or que este poder se halla al cabo de los 
motivos porque adopta ciertos modos y no otros 
para aplicar la ley, y nadie mqor que él puede 
conocer si el derecho ó el interés particular agra- 
viado era ó no un obstáculo para la aplicación 
45onvemente de la ley adnainistrativa, 6 para la 
conservación y fomento de los intereses generales. 

No siendo pues posible á los tribunales ordi- 
,narios resolver las cuestiona que se susciten en- 
áre los derechos particulares y la administración 
,$ Qonsecuenda, 6 conao efecto necesario de la apli- 
4*eion de las leyes administrativas^ y siendo pre- 
táso que, dichos intereses ó derechos privados no 
:sean sacrificados ni aun á la utilidad común, es 
iüdispensabla q^e se organicen toribunales admi- 
nistrativos, para qu^ en vista de las ley^s.^que de- 
termájiUEaiias atribueiones áe bs ¿mcionarios de 
f»te poderi y en vista igualmenta de las leyeiMa¡^ 
]^ apüdafiion promueve esas euestiones, reftuelvji 
dfil modo como lajusticáa administrativa redasa^ 
y;c(Mi hb rjqpádez precisa pasa no retardar la fccion. 
gubernativa. 

Como la administración se extiende por todo 
el territorio nacional, por todo él pueden surjir 
esas cuestiones, y de consiguiente, se requiere que 
se organicen tantos de esos tribunales cuantos sean 
precisos para atender á la necesidad de una justi- 
cia administrativa, rápida, en las diferentes frac- 
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eiones en que el territorio nacional esté dividido 
con respecto á la administración. 

El Consejo de Estado es por lo común el su- 
premo tribunal administrativo, pues los indivi- 
duos que lo forman en virtud de los conocimien- 
tos teóricos y prácticos que tienen, se hallan en el 
caso de decidir si ha habido ó no justicia en las 
decisiones de los tribunales administrativos infe- 
riores. 

Conviene, en fin, advertir, al terminar estas 
ideas sobre la organización del poder ejecutivo, 
que todos cuantos actos se practiquen, asi por lo 
que respecta al gobierno como á la administración, 
deben ir revestidos de la mayor publicidad posi- 
ble, pues esta es una condición común á los actos 
de los poderes poUticos, y un derecho del pais, sin 
cuya realización no podría este hacer efectiva la 
responsabiUdad de sus mandatarios. 

Debe también añadirse, que solo en aquellos 
caa^s excepcionales, y por consiguiente raros, en 
que la conveniencia pública exija un secreto tem- 
poral, debe este observarse; pero tan luego como 
desaparezcan los motivos que redamaban la re- 
serva, debe también esta desaparecer. 
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CAPITULO TERCERO. 
^ ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL. 

DE LA ORGANIZACIÓN 
Y ATRIBUCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL. 

En toda nación, cada pueblo ó cada conjunto de peque* 
fios pueblos que forman una comunidad constituye una 
individualidad nacional, distinta de los otros pueblos ó 
comunidades. — ^El origen del poder municipal está ea 
las necesidades peculiares de cada pueblo ó comunidad. 
— Ei poder mumcipal de^be obrar dentro de su esfera 
desembarazada é independientemente* — ^Al gobierno su- 
premo ni á sus agentes, corresponde mezclarse en los 
asuntos propios del poder mumcipal. — ^Bástale vijilar 
la acción de este poaer. — ^Males que resultarían de una 
ley que revistiese á h, administración central con las 
atribuciones municipales, privando de estas á los a)run- 
tamientos. — Otros mconvenientes que resultarían de 
esa misma ley. — ^La acción del poder municipal debe 
ser mas ó menos libre, seffun sea el ^^rado de ilustra- 
ción, y seffun el número cíe las necesidades peculiares 
de las pomadones. — ^Modo como debe estar organiza- 
do el poder municipal. — ^E^eccion de los municipales. 
— ^Nombramiento oel alcalde. — ^La ley debe fyar las 
atribuciones del alcalde teniendo en consideración el 
doble carác^r que representa ^u autoridad. — ^A tribu- - 
ciones de las munidpalidades. 

Al presentar nuestras ideas sobre el orlgei! y 
naturaleza de la sociedad, hemos dicho que la pri- 
mera sociedad natural es la familia, y que la se- 
gunda es el pueblo ó municipio, que también sue- 
le denominársele comunidad. La familia es la 
primera sociedad natural, que por estar formada, 



ó por ser la reunión de personas que se encuen- 
tran en circunstancias idénticas especiales á cada 
una de ellas, y que por consiguiente no se hallan 
en otras personas, componen un solo todo, una in- 
dividualidad perfecta y distinta de las otras fami- 
lias, cada una de las que^ compone por motivo» 
análogos otra individualidad aparte. El pueblo 
ó municipio es, al modo que las familias, el con- 
junto de todas aquellas que por estar bajo circuns- 
tancias idénticas, especiales á cada una de ellas, y 
que no se encuentran en las familias de otro pue- 
blo, municipio ó comunidad, forman un solo todo, 
una individualidad distinta de cada una de los 
otros pueblos. Asi pues, las circunstancias idén- 
ticas en que se encuentran las familias que com- 
ponen el pueblo 6 comunidad, son las que. deter- 
minan, el carácter de individualidad separada que 
constituye á cada pueblo. 

La consideración de estas ideas nos conduce 
al examen de la naturaleza y fundamentos consi- 
guientes del poder ó administración municipal, 
que no viene á ser en último resultado sino el 
complemento de la administración central. Y en 
efecto, siendo esas circunstancias especiales que 
determinan la individualidad de cada pueblo— sus 
necesidades, sus intereses y recursos peculiares — 
distintos é independientes de las necesidades, in- 
tereses y recursos generales, se requiere que cada 
uno de esos mismos pueblos atienda por sí á ellas 
mediante las personas que de su propio seno elija 
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para encomendarles su dirección. La Étcultad de 
une están investidas estas personas para relar por 
la conservación y fomento de los intereses especia- 
les de cada localidad, distintos é independiente» 
de los intereses generales, constituye lo que sé de- 
nomina poder municipal. ^ 

Siendo, pues, originado este poder de la exis*. 
tencia de necesidades locales, düstíñtte é indepeii- 
dienteá de las generales del pais, claro es que lá 
acción de ese poder debe ser libre é indépendifett- 
te de la dirección y vigilancia de la administra- 
ción departamental y provincial,' debiendo por 
tanto mantener relaciones inmediatas los que ejer- 
cen el poder municipal, ya con la udmitítótración 
s»prema, por la influencia que puedan tener so-^ 
bre los intereses generales las disposicióiies qué 
expidan en favor dé los objetos puestos á* su cui- 
dado, 6 ya con el poder legislativo, para que de- 
clare y haga reconocer los derechos que cualquie- 
ra de esas localidades necesite que se le reconoz- 
can, ó ya en fin con el poder judiciar para que re- 
suelva las cuestiones que se susciten entre dos ó 
mas localidades y que estén bajo la acción de la 
ley civiL 

Pero si bien los ayuntamientos ó municipali- 
dades deben hallarse en directa relación con la 
administración suprema, á causa de la influencia 
que sus mandatos puedan tener en los intereses 
generales, no se deduce de aquí, que dichas auto- 
ridades municipales deben estar de tal modo de- 

34 
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pendiente» del gobierno supremo, que este y na 
ellas, sea quien dirija los asuntos peculiares, quien 
provea las necesidades especiales de las localidar 
4es, reduciéndose los ayuntamientos á un mero 
instrumento de ejecución, sino que por el contra- 
rio á estos corresponde el derecho de obrar libre 
y desembarazadamente, con arreglo á sus atribu- 
ciones y en vista de la3 leyes administrajtiyii^ y 
^lo l)ajo la inspección del gobieno, para que eor- 
rjia los perjuicios que en contra de los derecha 
generales del pais pudieran resultar de la acción 
de esas municipalidades. 

..Si el legislador, llevado del deseo que el go- 
bierno lo dirija todo, ó del temor que los ayunta- 
xpientos abusen de e^u poder, redijese las funciq* 
pi0s de estos cuerpos á las de meros agentes de eje? 
cucion, encargando á la adnunistracion suprema, 
y en npmbre de ésta 4 la departamental y provin- 
cial, la dirección de los asuntos propios de las 
municipalidades, resultaría que, las necesidades 
locfales no quedarían satisfechas del modo conve- 
niente como por los ayuntamientos lo serían; quQ 
se concentraría en una autoridad la dirección dft 
asuntos estraños entre sí, y estraños también é los 
intereses generales, cuyo cuidado.es el objeto úni- 
90 para que se hallan establecida* dichas admi- 
nistraciones departamentales y provinciales. 

Otro inconveniente que resultaría de esta ce^-» 
tralizacion administrativa, ó sea de concentrar en 
el gobierno y sus agentes el cuidado de loskitw-e-. 
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se» municipal^, sería contrariar el i)rovechoaof 
desarrollo del rapíritu público en el seno de las^ 
poblaciones; pues si el gobierno dirije esos asiin< 
tos que son propios de la acción del pueblo, este 
no toma ya d^de entonces por ellos el interés 
que tomarla si los dirijiera por si mismo, sino que 
por ú contrario, abandonando al gobierno la tesh 
ponsabilidad dé los bienes 6 de los males que «ib 
admiaástracion puede ocasionar, prescinde comple*^ 
tsanemie dé ellos, y cada cual solo se contrae á Im 
dirección de sus privados intereses, sacrificando á^ 
estos, si le es posible, el interés común del pueble^ 
de manera que la indifi^^nda y el €gdsmo sesus^*^ 
tituyen al espíritu público, esto es, al anhelo y & 
los ea&SLemum de todo^ por la prosperidad de k# 
intereses particulares de su localidad. 

SiiD embargo de lo dicho respecto á la libw 
acción dd poder municipal, debe tenerse en con-j 
£ad^*aoion, que si Men la teoría reclama la mayor 
iEdependeneia'posible de dicho poder para ótíaat 
en favor de las necesidades é intereses eaqpeeüilw 
de la localidad que son de su eompdjenda, no obs- 
tante, en la práetka ésa independenda es mat 6^ 
menos grande, segmi que el estado de ilustración, 
en laapobhsbdonffiB justifique esa mas ó menos gran** 
da independenda y garantió «I aderto en' su e¡e^ 
ottcion, por Ib que á medida que las poblactonev 
vayítn adquiriendo mas ñierza intdectual y físicui,^ 
y.mas nieoesidjades pxiopias, mayor debe ser d gra« 
do de Mb^tad que se d^e á la amen de si;»^ Wá* 
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BÍeipalidades, y menor por consiguimite la ínter- 
Tendón del gobierno en la dirección de esos inte-' 
reses. 

Reconocida la naturaleza del poder munici- 
pal^ falta hablar de su oi^nizacion. Este poder 
debe hallarse constituido en cada población 6 con- 
junto mas 6 menos grande de pequeñas poblacio- 
nes que formen una sola comunidad, por medi^ 
de un cuerpo 6 consejo compuesto dotantes miem- 
haros, cuantos reclame el mhnero de habifatntes 
que compongan la población del munidpio. Es^ 
tje cuerpo debe ser presidido por un individuo^ que 
¿feralmente Be denomina alcalde, como se deno* 
sainan ccnrrejidoras Itó miembros del conscgo. Es- 
tos tíenen por objeto deliberar sobre la ccaivenien- 
cia de las medidas qué sea preciso adoptar en h- 
Tor de los intereses puestos á su cuidado, quedan- 
do á cai^o del alcalde ejecutar las resolucicmes to- 
madas por la óorporaci6n. Los miembros de esta 
soielefi tambi^ tener á su cuidado la direceiim de 
QKiM;a:s^yickr£09liun. . . 

f ÍH>s imimsqiMEdea ddben ser ekgidos por et' 
pueblo. La Smoba de la elecsckm y^la deB%naeioa 
general deil^^ individuos que ^-piffidan elegir, son 
asuntos que regla la ley, si bien es dedso.que, Be*^ 
gun la teoría, la elección de^ ser g^erál; ^péso:^ 
tu la préetíica el sufragio es univei^al 6 rcsstuxngif- 
d¿>, según que el restado de ilustración def laa 3dm* 
sw^p^Bodta él primero 6 jii^ttífiqíie lá ires<xKÍeekm. 
Ml6 en ei^ úíHísüo caso conviene que la tílMiá&sb 
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sea hecha ^por^as personas que tengan uña posi- 
ción 6 propiedad reconocida. Esto asegura que 
la^ elección recaiga en personas dignas de ellar 

Por lo que respecta al afcálde, este reúne el 
doble caii^ácter de funcionario popular y de ajeiite 
del gobierno en la localidad, poríoqtre'wnVfené, 
que en su elección intervengan^ él g-oléemo y el 
pueblo,- este presenteMo al gbbiéttíó unalíata de 
eancUdatoB dignos de su cotiñaitza/ y él goMeafüb 
deBÍgn€tóDtdd <Je eútre elfós el qué* riSas confianza le 
inspire. • 

Siendo doble el carácter de las funciones del 
alcalde, á saber, como funcionario designado por 
el municipio para que vele por los intereses loca- 
les, y c<mio ájente del gobierno para que manten- 
ga la unidad de la administración y las relaciones 
que respecto de los intereses generales del pais 
existen entre el municipio y el r^to de la n^ion, 
es preciso que la ley detalle, separándolas al ndis- 
mo ti^oipo^ la» atribuciones del alcalde como ajeó- 
te del gobierno, y las que le corresponden como 
individuo designado por el pueblo para la admi- 
nistracioii de los inliereses locdes. 

Las atríbueíones de las municipalidades sé 
reducen, á empleio* todos los medios legales que 
conduzcan al manteninoieiito de la traii^uilidad 
común y á la conservación y fbnaento da los inte- 
reses locales. Por consiguiente, está bajo la di- 
reedon de la munticipaUdad y á su disposiicion^^ la 
hmtm é^ policía; le corresponde llevar laestadis- 
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tica de la localidad que administra; hacer el re* 
parto de las contribuciones nacionales y el reclu- 
tamiento para el ejército en la parte que 4 dicha 
localidad corresponde, y en fin, debe discutir y 
llevar á cabo todas cuantas medidas sean precisas 
para el ornato, salubridad y comodidad de las po- 
bladones, asi como también para el desarrollo de 
los intereses especiales de la comunidad, siempre 
que dichas medidas no contraríen ni da£en á loa 
intereses de otra comunidad ó á los generales éA 
pais. 
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CAPITULO CUARTO. 

I. 

PODER JUDICIAL. 

OHGAKIZACION DEL PODER JUDICIAL. 

Deñnicioa. — Grande iofluencia del .poder judicial en pro- 
vecho de la sociedad. — Condiciones indispensables pa- 
ra que esa influencia se realice. — ^Diversos modos com<J 
el poder judidal suele ser organizado. — ^Razones que 
se presentan contra la institución de jueces y tribu- 
nales permanentes. — ^Razones alegadas en favor de los 
jurados. — ^Ebcámen de los inconvenientes que se presen- 
tan contra los jueces y tribunales permamentes. — Exa- 
men de las ventajas alegadas en favor de los jurados. 
— ^Verdadero inconveniente que á nuestro juicio tienen 
los jueces y tribunales permanentes. — Si biesi* deben 
traer su autoridad los miembros del poder judidal* de 
la elección popular, se requiere como condiciones pre- 
cisas para la elección, suficiente ilustración * y grande 
moralidad en los que elyen. — Sea cual fuete el modo 
como el poder judicial quede organizado en un paú^ 
debe siempre ser independiente. — Modo como por lo 
común está organizado el poder judicial permanente* 
— ^Ventajas de los juzgados unipersonales. — ^Necesidad 
de los Inbunales de apelación. 

El poder judicial es la facultad de aplicar las 
leyes, para resolver por ellas las cuestiones de in- 
terés privado que se promuevan entre los dere- 
chos de doB ó mas individuos, ó para examinar 
los delitos públicos ó privados imponiendo la cor- 
respondiente pena al delincuente. De aq\ií resul- 
ta que la justicia ordinaria^ denominada asi para 
distíngmrla de la justicia administrativa, se divi- 



de en civil y criminal. Llámase también poder 
judicial al conjunto de magistrados y tribunales 
que ejercen la justicia ordinaria. ■ 

Asi como la administración es de inmensa 
importancia para la prosperidad de los países, 
pues velando sobre los interese» comunes y apli- 
cando las leyes que á ellos se refieren, los combi- 
na y pone en aquella perfecta armonía y grado 
de fuerza necesario para que todos prospera fku- 
xiliándose recíprocamente, así ttoibien la justkáa 
ordíñárig^Jtieile no solo una influencia decisiva pa- 
ra que los ¿techos privados.se conserven, sino 
que también al aplicar las leyes civiles, cuyo últi- 
mo resultado es poney en armoíiía todos los inte- 
résela iadividualed, realiasa esta armonía, y por 
consiguiente mantiene y consigue que se presten 
recíproca ayuda las fií^exaiífes primitivas^ qae ea su 
conjanto forman la fueríía social. Según esto, 
atpnqué la acción del poder judicial se refiera á 
asuntog^ pigramente privados, coneuire en un úl- 
timo resultado de ün miodo indirecto, perp en ex- 
tremo importante, á la prosperidad general. 

Masrparaque estos beneficios se <»iisigan, es 
pjredso q^e et poder judicial se halle de tal modo 
orgaaizado^ que no mh asegure laxe€ítitud<ett las^ 
de^i3Í<^fte«, sino tambieü.la celeridad; la oeneiñéz 
y la economía en. los. procedimientos j^eoisos pa- 
ra reconocer el verdíidero derecho y la ley del 
caso. 

El poder judicial puede estai? organizado dé 



do» diferentes modos, ó bien por juece» y tribu- 
nales permaiieutes compuestos de letrados y ju- 
riscoasultos desigoados por el gobierno, ó Iñen 
por jurados, es decir, por simples ciudadanos qua 
revestidos de autoridad temporal, mediante la 
dleecion del pais, son escojidos por las partes pa- 
ra que resuelvan sobre la existencia y naturaleza 
del hecho materia del litis, quedancb después á 
eargo de jueces letradas^ nombrados también por 
elección pcpidar, s^talar la ley que comprenda 
al hecho ya reconocido. 

Se disputa sobre las ventilas é inconvenien- 
tes propios de estos dos modos como el poder ju- 
diciai puede ser organizado. Del sistema de jue* 
oes y tribunales permanentes se dioe que; lomu- 
do las mas veces desconocidos los juzgadores de 
b^ partes que litigan, es imponer á éstaa para qvm 
nsudvan sus cuestiones, personas que pueden no 
ser de ^u confianza: 2^ q^e habituaos á esa ¡Hro*" 
feflóon, miran al fin ooií índi^Br^ieia ó negligencia 
los int^eses sobre que van á resolver, cuidándose 
poco de las graves y pegudiciides consecuencias 
que puedan acarrear sus &Uos: 3? que estándose- 
gwos de laa finitas q^e voluntariamente puedan 
fiOSQbeter en< el ej^rcicia 4e sus facultades, pues los 
que ban4ej.iizgarios pertenecen al mismo cuerpo 
y hMi de pratender librarlos de tod^* culpa y pena 
para que se oonsenre el pMstigio-de U corpora- 
mon; que estaaado, pues^t seguro^ por esto de laimr 

punidad de sus faltas voluntarias, no hay garan- 
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tía ninguna contra su venalidad 6 cótrupcídn: 
4^ en fin, que la misma organización del poder judi- 
cial, según el sistema de jueces y tribunales per- 
manentes, exije multitud de formalidades que re* 
tardan y hacen costosos los Ktigios. 

Presentados los Inconvenientes' que se atri- 
buyen á la institución de jueces y tribunales per- 
manentes, se enumeran las ventajas que se dice 
tienen los jurados. Estás se asegura que soft: 
1* que estando separadas las cuestionen de hecbo y 
de derecho, no solo puede reconocerse c5n mas 
exactitud el hecho materia del litis, sino que tam- 
bién puefde por esto mismo señalar el jurisconsul- 
to encargado de aplicar la* ley, la que sea mas 
conforme al hfeého reconocido: ^ qtie nombrados 
los jurados por las mismas partes de entre aque- 
llos que el pais ha elejfdo, y que más confianza 
les inspiren, hay mas garantía de que prbcedérátt 
impatcialmente en él examen y apreciación dé! 
hecho, sin que el tfemor de deposición pw parte 
del gobierno, ó el influjo de relaciones privadas ó 
de espíritu de partido intervenga {)ara alterar la 
rectitud de sus fallos: 3^ que no quedando á lóá 
jueces letrados sino solo el cargo de señalar la ley 
correspondiente al caso, pueden proceder al mis- 
mo tiempo que con mas decidida y forzosa impar- 
cialidad, con entera libertad, ya respecto del go- 
bierno, como de los mismos litigantes, fnieB m 
son ellos los que recbnoéen y valorizan el hechd 
sobre que ha de recaer Iji ley: y 4^ en fin, que la 
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naturaleza minina de 4o8 procedimientos que se 
han de practicar gara examiñiir el liecho ante los 
jurqdos^ teniendo que ger rápidos, pero consultack 
do sieiapre los dwephos de los interesados, hace 
que se abrevie el tiempo del juicio y qijie se dis-; 
n^jo^li^n eonsid^*a^emente los gas.to9. 

Ai]^ de emitir nuestoa opinión, examiiie* 
mm los inoonvenieiíitesp^resentadíps ^sontra los juz' 
giidos. y trilí unjo}^. pewnanente». Por lo ^piB ha? 
CQHG¿ primero d^ los inconvenientes indieildos, es*, 
te no es t^n grave desde, d momeníto en q^e cuai- 
quierande las parte» tiene derecho para recusar ail 
jue^ que no sea de su. confian^, l^n oi^n^t^áj^ 
tres restfmtes inconvenimtes, e^s »o jm)vieneí^ 
l^redp&^'Uieiit^ de la n^sü^urale^ de e^a organi^saeíf^, 
siuap de la faltn» de una opiniqn púJ^lica, ilu^ad# 
y. poderos^- en sus íallos, que tema el juez y ^ff^ 
mnpmgBír.'poY tíinto sus abusos; pues desder.el n|,o* 
pento en que ^ opínioiji ilustsead^i exista, djflse^ 
co«ao.]|ingun otro lundonario, querrá aa*ro^ra¿ 
su ind%|iacion y desprecio, indigjiacion y des||r% 
QÍo que tra^ al fin l^ver^nzesa deposición^ 
perpetuo anonadsonj^^ del magistr£HÍp ó,del %It 
ponario que tr^oiona ,aus deb^i^es^. , 

Por lo que i^sj^ta á 1;^ ventilas que,§ip ítijlui 
«en Qomo prppas de.los^ji^dos^ |u^^ limi^tar#iq| 
á. decir que en efa^o ex^s^n, y sop^pri^pias dfj§fij 
másate oi^a^piz^^áon judicial, pero que splo fiu^- 
den ser r^^, cuando .^n tpd»» las dwfs sq^»l^ 
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hay el suficiente grado de ilustración y momlidftd 
para qué la eleeeion recaiga en personas di^as 
de tan importante puesto, y que oflre25can porten- 
to la completa garantía de que procedeién con 
acierto y proridad. 

De las consideraciones que prec^rai r^ulta, 
qué el verdadero y esencial inconreniente de los 
tribunales permanentes esté, en que débien^ de» 
sempeftarso las funciones del poder jüdiciitl) qud 
es ufí poder pdlítteo, por solo aquellas pei^sonas 
qiíe se iiayan captado lít- confianza del puéblo^^ es 
^cir, por aquellas á quienes invista con semgaái- 
te autoridad k elección popular, siendo permae 
tientes lew jueces y tribunales, ejeí^n esar autwi* 
dad sin que para ello intervenga de modo itlguno 
kt elección del pais, lo que es de todo punto ekMi* 
tradictorio coti el principio de la soberanía. Y^o 
esta solo el inconveniente en que se falte á e«te 
principio, sino también en el resultado próetí^, 
áe que obrándose i^ntra él, queda el país impasi- 
bHitado para designar en cada deccion, ^táldec* 
don exfetiers^, á Jas personas que sé faulñeran l^cho 
mas acreedoras á mi confian^. 

Reconociendo pu^ que ^éstá eh la naturaieasa 
del poder judicial, como lo está en la Eaturideza 
áetestyfcros poderes pcátticcs, que ese poder- se 
«^ersa por las personas que el pais el^, y que^ # 
inconveniente esencial de los tribunales y ^ftütga^T 
íímS permanentes consiste en que se con(a*aría ían 



—197— 

•importante exijencia, preciso es tembien recono- 
cer, que mientraB el pueblo no posea toda la ilus- 
tración y moralidad indispensables para proce- 
deap con debido acierto en la elección de «us jue- 
ces, la institución de juzgados y tribunales, me- 
diairte eiecdon popular, l^os de proci^ar los bie* 
nes ap^éidos, pródu^ria male& inmensos de^^muy 
trascendentales consecuencias. Sin embargo, no 
quiere decir esto que é un pais rejido por el sis- 
tema representatívo se haya de ii^gar el dereeko 
de elejir á sus jueces; ainotan soló que se prive 
de semejante sofrito á' aqueles ü^díriduos y 
claáes 8oeia!e& tfcte no s^ hallan en aptitud de 
practicar una eleemm acertada y provechosa. 

MtíÉ mA cual &ier6%l modo como el poder ju^ 
dicial quede esitítbiecidO) ya por eleedon del pue- 
blo é por deíágnacion del gotóerno, es ó debe ser 
inü^ndiente; es decir, que ha da ejercer sus ñin¿ 
doneSy sin que ninguno de loa otros poderes ten.^ 
ga derecho para dííijirla^ ni para exijir que ante 
él responda de sus actos, si bien esto no escusa al 
juez de la resptmsalúlidad debida ^o^ los delites 
de que se haga culpable, y que habrá ^ hacerse 
ctectiYa con arreglo-4 lo que las ley^ dispongató;^ 
ni tampoco queda ii^apaeitado ninguno de los dos 
pederá para; exifir, que conlbniQbe á lo dispuesto 
por dkhas leyes,* se haga lectiva .la- responsa* 
biliAad. 

Sentadas estas ideas vernos el m^do ei^pso 
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-par lo común ^iá ong^^ni^^do él pod^r jiidioiaL 
Si m compuesto de juoci^s y jtribiuaks permanen- 
tes, hay establecidos jueqe^ q»% residente^ oiMia 
uno en cierta porción del territorio, nafiionsil ao- 
n^etida á s\i jurisdiccioja^ conocei» en jM^imera^ ím- 
tancia de 1^ efi^osas civiles y oriminales q^ se 
pronmeven en la ostensión ^e esa parte del ^r- 
ritorio* 

La cre^ion de >u;(gado^ unipersonales, en 
vez de tribunales dQ primer^ iftstjwpicia.5,ofre¿ft 
ínas gí^ntías de qw los pri^i^oi^ws píO(jedan pw 
mayor ^e;to y m^s imparoisili^ad q^elos^^s^giw^ 
díQSv Gen maygíT apierto, porque siendO: uno el 
juez hay unidad en el mpdo 4® jcónoQbir ^1 h§cho 
y en Ja ^líMi^ft de aprec^ la.cii#tóÍQí^ lp/#ie no 
sucedería t«n fácilmente si fuesen varios los que 
tuvi€?ran que conoeer de ella y decidir en j^mpwii 
instancia. Hay mas garantías de impai^ei^)^^} 
porque siendo uno el ¡nez , no tiene con qpeiii 
ecmpartir la resj^nsabilidad de sus.injustíi^, ni 
eemo conseguir que la opinión pública fludiua so- 
bre la p^soQa d^l verdadero Qulpabl@ ó del (pe 
líp esqa^as^ como §uc^e sij^ip^pe qji^.bay yarips 
jílípgiidoreg, puiBs con lo^ ,ju;j5gadosi unipersonales 
solo Jbiay: un juez. - . 

V P^ro si bien hay esita^ venidas qu los ju^jp^ 
dos unipersonales perD{i2|;aentes, t^pjiien e§^<íie^ 
que el juez puede incurrir, ya sea por erro]5,,ijg^* 
raíttcia ó m^lipia,^n alguna iiyuí;tici%= yogara, sub- 
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ianar ésta, ¡áe ocurre de su -sentencia deñnitirsi é 
dé cualquiera decisión que en el curso del juióio ex- 
pidiere con daño irreparable de una 6 de ambas par- 
tes, ante un tribunal superior, el cual comparando 
lá decisión 61 la sentencia, con los hechos presenta- 
dos,' con las razones alegadas r coii las leyes del 
caso, reprueba ó modifica la resolución que ha 
examinado. 



1)E LOS JUICIOS POfe JURADOS. 

Modd eoínodttbe interponerse y t(»it6slarse la deooaiida^tt 
. los. jsuicios pcKÍuradoa-~I)et¡Qí'es del jurisiconsulto . ase- 
sor después de pre3ehtacía y contestada la demanda. 
— ^Procedimiento del juri despué sde expuesta la opi- 
1 nfon del asesor* y las observaciones que í eUa' pueáisa 
hacer las partes- — ^Elxposicion de lo resuelto por el ju- 
raab. — ^Derecho de los litigantes. — Apelación del lanO 
de los juriMlós.— Motivos que 'pueden orijinarlt — *ü- 
UicidM denlos debates judicial^s.-^Caso9 en que eata 
publicidad no debe tener lugar. 

En cuanto al juicio por jurados, ya sea en 
causas civiles ó criminales, dichos jueces solo de* 
ddéfr en cuanto al. heeho ó 4 laintencioit, quedan- 
tio á*eai^ de un jurisconsulto, que debe interve- 
nir éomo asesorj el cuidado do señalar la ley cor* 
respondiente al caso en cuestión. Según esto, el 
jurado compuesto de cierto nómífro de individuos 
designados por las partes dd eíttre aqutílos ;qtie 
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por elemoh popular 'ejercen ese mandatOi daba 
recibir la djemanda fundada en los ngu^vos parti- 
culares y en las razones legales que la apoyiui, 
para que el demandado en causa, civil ó acosado 
en juicio criminal la contradiga, exponiwdo las 
razones que pueda ó las excepcipiies legales que le 
favoreecan^ 

Luego que las partes han alegado y ]urpbado 
todo cuanto tengan que alegar y probar^ corres- 
ponde al jurisconsulto, asesor del jurado, reasu- 
mir todo lo expuesto presentando el hecho en sus 
relaciones con la ley bajo los tres puntos de vista 
siguientes: 1^ ya como lo expone el demandante ó 
querellante, y la ley que según tal hecho debe 
i^lieareei 2^ ya como lo presenta el dcsnaxidadp, y 
la ley q^e por consiguiente debe aplícame al esAo: 
3^ en fin, ya como lo concibe el mismo junacon- 
sulto, y la ley que á su entender debe teoicorae en 
cuenta* Las partes pueden hacer á la relación 
dada por el jurisconsulto las observaiúoaies que 
creyeren convenientes en garantía de sus dere- 
chos, ya para suplir las faltas ú el olvido del re- 
btor, ya para asegurar la impaix^iiUidad 4e su 
jorfato. ^ 

Aceptada que sea por las partea y el iujrM0| 
wa con modificaciones ó sin elli^s, la relaeipn 4id 
jurísccmsulto, debe proceder el jurado á diaeulir 
privadamente y resolver sobre «4 hecho, Mea iiea 
admitíanlo cuai^tem de los tres modos come el 
hecho fué presentado por el jurisconsulto, si mi* 
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rase alguno de ellos coírió ma^ conforme cofn los 
principios de justicia, ó desechándolos todos y mi- 
rándolo del modo como es 3egun su conciencia y 
según esos mismos principios generales dfe justi- 
<áa. En este último caso, deberá el juzgado seü- 
ci*air del jurisconsulto que designe la ley corres- 
pondiente al ca^o, tal como el jurádcf lo concibe. 

Ooncluida la discusit>n del jugado sobre el 
J^ho, y adoptada por todos ó por la mayoría de 
los votos la resolución sobre la naturaleza del he- 
cho cuestionado, debe el jurado ma,nifestar en se- 
sión plena por medio de un relator, dicha resolu- 
ción, y la ley que según el jurisconsulto es aplica- 
ble al caso tal como el jurado lo ci^ncibe. Las 
partes pueden objetar la relación establecida por 
el jurisconsulto entre el caso y la ley, y el juri, 
enterado de sus razones^ deberá señalaai' la¡ ley 
que juzgare aplicable al caso, ya^a la propuesta 
p0r el letrado, ya la que indiquen las partes. 

De la decisión del jurado se puede apelar £d 
taábunal superior que la ley tenga estaWecido, 
q^n corregirá, si hay lugar á corrección, lo» ^- 
rf)f es de 1^ é de mala aplicación en que el jurado 
iftéurray es decir, cuando el juri deduce de los he- 
eh^ que examina conseeu^cias absurdas, ó sien- 
ta principios contrarios á las doctrinas de derecho, 
ó no aplicase las leyes debidas, ó en fin, si alguno 
de los miembros del tribunal obra en contradic- 
ción á las leyes ó reglamentos que determinan su 

cargo V el modo de ejercerlo. 

26 
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Pero sea que la justicia se administre por ju- 
rados ó por juzgados y tribunales permanentes, la 
publicidad de sus actos, y por consiguiente de sus 
resoluciones, deberá observarse religiosamente, co- 
mo que es una condición común indispensable en el 
ejercicio de todos los poderes políticos, que asegura 
todos los defechos privados de los ataques que 
aquellos pudieran dirigirle. Mas asi como en el 
ejercicio de los poderes ejecutivo y legislativo se 
presentan casos en los que debe guardarse una re- 
serva provechosa y mas ó menos temporal, a^í 
también se presentan cuestiones en las que con- 
viene guardar una reserva total ó parcial y ya 
perpetua ó^nas ó menos temporal. Tales cues- 
tiones son las siguientes: 1^ las ^e injurias perso- 
nales ó verbales, si las partes piden que no ee ha- 
ga público el proceso: 2^ aquellas en que sé ven- 
tilan asuntos de familia que son puramente do- 
mésticos: 3^ las causas de estupro, violencia, in*- 
sesto, 6 insultos lascivos, á fin de que no se haga 
manifiesto el deshonor de las pesonas ofendidas, 
ni se hiera á la moral pública ni á la decencia ée 
las costumbres haciéndose patentes esos hechos 
vergonzosos: 4^ los procesos que no pueden ha- 
cerse públicos sin pofier en peligro la reputad<m 
pecuniaria de algunos individuos. 



CAPITULO QUINTO. 
PODER ELECTORAL. 

Elección directa é indirecta. — Sufragio universal. — No 
para todas las naciones es aplicable á un mismo tiempo 
el principio del sufragio universal. — ^La ley electoral 
deoe según esto escluir exí el pais para que se dicta^ á 
todas aquellas clases sociales c^ue no se haUan en apti- 
tud de ejercer con acierto y utilidad real el derecho de 
sufrajio. — Objeciones que pueden oponerse á este prin- 
cipio. — ^Refutación de ellas. — ^La lev el^toral debe se- 
ñalar, no solo las cualidades del elector, sino también 
las del elejible. — ^Requisitos generales que deben reunir 
los que hayan de ser senadores. — Reqirisitos que deben 
tener los que se han de elejir para dq)utados. — ^Modo 
como debe hacerse la elección de los consejeros de Es- 
tado, y de los ajentes y demás funcionarios del gobier- 
no, en cuyo nombramiento debe intervenirla elecci<m 
popular**— Elección de los miembros del poder judicial 
— ^rrecauciones que puede tomar la ley para evitarlos 
abusos de los actos eleccionarios, y asegurar la verdad 
de sus resultados. 

El poder electoral, según lo hemos ya defini- 
do, es la facultad que el pueblo tiene para desig- 
nar & las personas que han de ejer<%r los poderes 
legUdatiyo, ejecutivo y judicial. Dicha designa- 
ción puede hacerse ó inmediatamente por el pue- 
blo, ó mediatamente nombrando éste ár otros indi- 
viduos eñ número mas 6 menos considerable pa- 
ra que ellos elijan. Según lo expuesto, la elec- 
ción puede ser de una de dos mameras; directa ó 
indirecta. A esta última se llama también elec- 
dáf^ de dos grados. 
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En materia de poder electoral »e entiende 
por teoría del sufragio universal y directo^ el prin- 
cipio según el que son electores natos con voto di- 
recto todos los varones que en un pais dado han 
Jleggfcdo á la edad que la ley común les exije para 
mkrav en el pleno goce de sus derechosi civiles. 
Por consiguiente, toda otra teoría electoral que 
requiera para, el ejercicio de este poder, otra» cir- 
cunstancias mas en el elector que el simple hecho 
de la mayor edad, y que por tanto minore en al- 
gún modo el número de los electores aunque sea 
eaoservándoks el voto directo, será un sistema di; 
verso en sí y en sus resultadt)s prácticos del que 
proclama el sufragio universal. 

Si no en todas las naciones se hallaa por igual 
im ilustradas su^ diversas clases sociales que pue- 
dua t»das ellas conocer los verdaderos intereses 
públicos, los medios adecuados y los hombres ap- 
tos para fomentarlos; si esas mismas variadas cla- 
ses sociales no tienen en todos los países convic- 
ciones morales tan igualmente exactas, tan igual- 
mento arraiga^das cual es preciso que las tengan 
para que no las sacrifiquen á las ilusiones de un 
iftomento, á los incentivos del vicio, al predomf^ 
nio de Jas pasiones feroces ó á los instintos^ gro*' 
seros de un populacho estúpido; si en fin, no es 
posible que la riqueza y los demás medios de pro- 
ceso material se hallen en una misma éjpoca de 
tal modo repartidos entre las varias clases socia- 
les de las diferentes naciones, que en todas ellas 
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Dbre el mismo decidido anhelo por. su <]M)nserva^ 
don é incremento; y si por otra parte, el sistema 
íepresentativo requise para el cumplido lleno de 
su objeto, para la pronta realización de si:^ ten* 
-delicias, que todos los actos por los que el pueblo 
interviene en la marcha de los poderes poMtícos, 
y porwfisiguiente on eí orden político de la so* 
ciedad, láéan la expresión mas aproximada posible 
de las verdaderas ideas de justicia y de providad 
púbKéas y de interés común bien entendido, Ücil 
será concluir que no debe permitirse indistinta- 
mente ^1 cgerofeio del derecho 4^ suft^gio á todo« 
los habítanteíg de un pais, mientras que todas las 
dases sociales que forman su población no hayan 
libado 4 un grado tal de ilustraeion, de morali- 
dad y riqueza que asegure los buenos resultados 
'•dtí uso de su voto. 

^Dedóe^e de lo dicho que la tey ejectbml^ en 
tanto que áí^ b£isaí*se como cualquiera otra ley, 
en cA eonodmiéiito exacto del estado social para 
que sedfeta, debe negar el derecho de sufragio é 
les indiriá^os y clases socinles, que por su muy 
limitada ó ninguna cultura, por sus costumbres 
y hábitos poco ó nada morales, y que perlas nin- 
gunas é mi^r remc^ají é indirectas relaciones que 
sus intereses tengan con los intereses públicos, 
habrían de hacer del voto que se les concediera 
un uso precisamente desacertado y pernicioso. 
Así pues, para que la ley electoral guarde p^rÉác- 
ta ceiisoiiancia con la naturaleza y tendencias del 



— 20ft- 

sistema representativo, que no es según hemos ya 
visto, sino un sistema de ensayos, de experiencias, 
de perfección sucesiva y de intervendon soberana 
de la razón pública en la marcha del gobierno, 
para que la ley electoral guarde, pues, en un pafe 
dado completa consonancia con el carácter del sis- 
tema representativo, y este produzca por ella los 
beneficios que le son especiales, es preciso que di- 
cha ley esté concebida de tal modo que ]|H'ocu]re 
la bebida intwvencion política á solo la ra^on so- 
cial, y como esta se halla representada en todé 
pais por aquel conjunto, siempre creddo^ de indi- 
viduos que dirijen con grandes ó peq^^fios capi- 
tales una empresa^ industrial cualquiera, que soa 
dueños de propiedades raices ó de rentan, y que 
en fin, ejercen una profesión literaria ó artística 
que los pone en aptitud de formar, del mkmo ixm)-; 
do que los gefes de industria, ^ y los ]^o|Nbtams, 
juicios exactos ó de una exactitud iq^xima^ 4. 
la justicia y á la ccmveniencia pulseas, darp, ^, 
que á sok) estas clases debe permitirse el voto 41* 
recto, mientras tanto que las clases i^rioras "m 
hayan avanzado en la via de la civilizacioii has- 
ta el punto preciso para gercer, con tantaa jro- 
bábilidades de acierto y de anhelo p<^ el inte- 
rés público como las primeras, el dereqho <ie su- 
fragio. . V ; .^ 
Puede decirse en contra de la cpnseeuencHa 
que precede, ó sea de otro modo, en contra d^ la 
ley electoral indicada; — 1^ que su aplicación es* 
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tricta no seria ma^ que el establecimiento de un 
monopolio electoral, injusto conaK) es casi todo mo- 
nopolio, y de perniciosísimos resultados, pues ha- 
brían precisamente de aprovecharse de él las cla- 
ses únicamente favorecidas con el ejercicio del de- 
recho de sufragio, para cimentar y fortificar cacU 
vez mas, mediante la creación de leyes adecuadas, 
mf. {MPedominio terrible sobre las clases priv^idas 
^1 voto, de manera que estas, no ^olo queda9j9]| 
al ñn ayasallu^das en el orden poUtico á las pri- 
meas, sino que también se viesen sujetas en 1(^ 
qae nodra á las Qondiciones de su bienestar mate- 
rial y de su progreso intelectual y naoraly á los in- 
tereses y á la voluntad de las clases prívilegiadM; 
lo cual produciría al cabo el firaccionanüento 4^ 
la sociedad en dos razas, una opresora y otm op^- 
mida: una soberbia é insolente con sus pr^t)gi|ti* 
vaa y sus ventigas, y otra envileci<te y eausona^*» 
con su abyeooic^ y su mia^a: 2P que siwdo esto 
ad, y tiendo por consiguiente, tantos intereses 
que prot^w por la elección las clases á las jque 
por la ley 9e {privase del voto, como aquellas & las 
§tt6@scl\|{dvamente se las concediera, seria una 
ii^ustieb de !»& m»s flagrantes, un atentado ád 
k@ mas violeiitos que dirijirse pudieran á los de- 
rechos del hombre y de la sociedad, privar á der- 
tas clases del derecho de sufragio, cuyo ejercicio 
es el medio eficaz y el único acaso como ellas pue- 
dan garantizar todos sus demás derechos. 

Las que preceden, son las objeciones de mas 
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peso que pueden hacerse al principio que lleva- 
mos sentado sobre la debida estension del derecho 
de sufragio, y sin embargo carecen de verdadera 
fuerza, como pasamos á demostrar. No puede 
decirse que seria establecer un injusto monopolio 
electoral conceder el ejercicio de éste poder á solo 
las clases que se hallan en aptitud de emplearlo 
con acierto y por consiguiente con utilidad gene- 
ral; porque el monopolio infundado existe cuando 
se otorgan á una ó á algunas personas el ejercicio 
exclusivo de una facultad con detrimento de otros 
muchos individuos que tienen para ejercerla ag- 
títudes iguales ó tal vez mayores que los &rVpreci- 
dos con el privil^io; y según las ideas que hemos 
presentado sobre la estension del sufragio, solo 
quedan privados de este derecho los que manifiee- 
tamente no usarían de él sin pexjuioio gnive y se- 
guro de los intereses de la sociedad. Ademav, 
todo monopolio es por au naturaleza personal y 
jamás ensancha sus limites, mientras que el piin- 
eipio que defendemos nada tiene de persoiial, pu@ft 
no favorece á uno ó á ciertos indiridiios en pairti-' 
eular, sino que rechaza en general á todos Lg» que 
carezcan de ciertos requisitos; y no solo no ti«iie 
ese principÍQ nada de privilegio parsfM^l, siDio 
que también, según lo queaeabames de dedr, 
tiende á dilatarse mas y mas, según que mas cra- 
cido vaya siendo el número de personas, que en 
ujGiipais dado, adquieran el preciso grado de ilus- 
tración y de moralidad y la riqueza ó industria 



^209— 
ftecéfeapas para dar^una garaatía del buen uso d^ 
sa voto. No siendo pues la adopción del pñací^ 
pió que sostenemos, ni por conáguiente de la ley 
que indicamos , el establecimiento ' de un monopo- 
lio, sino al contrario una indtituciou llamada á 
etisa^chto. gradualmente su esfera, j á compren- 
der por tanto eii ella un número cada vez m^ 
grande de lectores nat<>s y directos, nó tienen lu- 
gar las deducciones' que contra ese principio se ha- 
gan, fealificándolo de monopolio. 

No ;basta decir qué tantos intereses tienen 
que defender con la elección unas clases como 
otrfts ,: pam que por e^ ¿mple razón haya de 
concederse el voto á todas indistintamente ; por- 
que en primer lugar > no existe en realidad esa 
igualdad de intereses, pues las clases, á las que 
según la Ifey indicada se debe conceder el voto, 
tienen los mismos intereses que aquellas á quie^ 
nes nó se ototga , toas otiros de que estas carecen, 
y no solo hay esa superioridad é importancia en 
los intereses de las clases que deben elegir sobré 
losf.dé las clases que ño deben sufragar , sino tam- 
bién que los de estes se hallan comprendidos en 
los de aquellas, de manera, que cualquiera ven- 
taja ó detrimento que las dases superiores sufran 
en iwis intereses, tiene precisamente que refluir, á 
proporción, en provecho ó daño de los intereses 
de las clasés inferiores; é igualmennte él menosca- 
bo que. pudieran sufrir los intereses de las 9lases 
privadas del voto, refluye al cabo^ en daño de los 
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ifitere&es de las clases electwáí»/ Ahoi*a^ bíeili^ 
síoimIo tan esti*echas las relacionas (^ue median en- 
tre nnos^^ y otaros intereses, las l^eí^ qiié en benefi- 
cio de unos se dicten, hm de ceder en prorecha 
de los otros, y las leyes son tanto mejores y tanta 
mas^ bien aplicadas, cuanto mcts acertaída es la 
©lección de las personas que las hayan de formar 
y dar aplicación, y como las clases á qirienes^ se- 
gún nuestro principióse debe coBieéder d Voto div 
recto, son las que tieifiatt mas interés paira hacer 
te mejor eleciííion, jrks únicas que tienen ocasión 
y verdaderos motivos para apreeiaar eñ su justo 
v^lor el mérito délos que aspiran ó se consideran 
* aptos para egerder uno de los tares poderes políti- 
cos cuyo ejercicio se adquiera por eíeecion, ella» 
deben ser las que sufraguen mientras qué las cla- 
ses inferiores no se hallen en aptituxide ejercer 
con acierto el] derecho de sufragio.. 

Mas la ley electoral no solo debe fijar los re- 
quisitos indispeiísables del elector, es preciso tam- 
bién qiie señale la^ cuaUdotites^que hays de reunir 
©1 elegible, según la. naturaleza, de lfts> ftíádoifes 
que há de ejercer. Así, respecto dé Ifek senado- 
res> como estos deben rep^setítar lósintfelreses es- 
peciales de las grandes divitóoné« territoriales, 
debei*á exijirse á quien dB tál mg^i^ato^ha de es- 
tar rebatido, que sea una pei^sdn* tal qué'por los 
altos destinos públicos qué htfjra sértidd, asi éD- 
ino por las pruebas de diverito género que ha^^a 
d]*do, tenga ya demo^radó fue posee conocímíeft- 
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tos especiales y fca^tante» par* proceder con acier- 
to eíi la d^feíiea dejos intereses del territoijio q]i^ 
le confiere el mandato, es. decir ^ que esté al calbo 
de las necesidades de dicUo territorio, y de las r^j- 
lacíoaes que.ella» xnwtienen con los intereses ge- 
nerala del pMs y los partiQulares de los, otros 
territorios, Claro es también, que la reconocádfi^ 
moralidad política del ele^do, debe ser u^a cojí- 
dicion implícitamente comprendida en las quA.se 
requieren paxa su elección. 

, Por lo que mira á los diputadp?, bíista que 
t^^n conocimiento de las necesidí¿des generaje^^ 
y ¡como condición c<?m|Un á todo f^fl^íonario pú-, 
blico, lamoralid^/d precisa, para que ppiedan ejer- 
cer ese cargo, puesto que su representación^ tiene 
por objeto dichas necesidades generales. Verds^ 
€^ que el pais elegii^ de entre eso^ ij^diyiduos, á 
aquellos que, con respecto á los jntere^es gen^jí^i,- 
les^ tengan ppi^^ion^s reconocidas idél^tic^^ á las 
que influyen en el ájiimo de todos' ó de la mp^y^Or 
ría de lo^ electores. , . 

En lo tocante á los funcionario^ del podep 
ejecutivo^ si se exceptúan los minií^tros, cuyonom?- 
bramiento inmediato y directo corresponde al ge^ 
fe supremo de dicbo poder, como im derecho qí^e 
le es propio y esclusivo, si bien ea cierto^ que ea 
stt designación influye directatoeate y con mfts ó 
menos fuerza el ^tado de la opinión piiblioai, rqy 
presentada en las cámaras, en lo tocante pues é^ 
todo^ los demás funcionarios delgoWeriwiy de la 
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adíhinistracion, la naturaleza del sistema tepre* 
sentativó exije que su elección dei>enda del vota 
expreso del pais, que designando cierto número 
de candidatos para cada uno de los consejeros de 
Estado que se hayan de nombrar, sean presenta- 
dos al gobierno, para que de entre esas listas es- 
<Joja á los que sean de su confianza, pudiendo re- 
chazar á todos los propuestos si ninguno contare 
oon ella, y precediéndose á otra ú otras eleccionos, 
hasta encontrar personas que reúnan la doble 
confianza del pais y del gobierno. Lo que se dice 
de los consejeros de Estado se aplica á los ajen- 
tes del gobieípno en los departamentos y lyrovln- 
cias, y á los miembrois de los consejes que en 
cada una de estas divisiones territoriales deban 
existir. 

Respecto á los miembros del poder judicial, 
hemos ya dicho que el ejercicio de su mandato 
debe depender de la elección popular. Asi, cada 
provincia 6 distrito judicial deberá elegir sus res- 
pectivos jueces ó jurados; cada departamento, los 
miembros que hayan de formar la corte ó tribu- 
nal de apelación que habrá de tener; y toda la 
nación reunida, el supremo tribunal que decida 
sobre la nulidad de los actos judiciales. Innece- 
sario parece añadir, que estas: alecciones se han 
de practicar cuando esté al concluir el periodo 
^ue la ley tenga señalado para la duración de es- 
te cargo. 

Resta por fin decir, que la ley electoral debe 
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estar formulada de tal modo que as^ure la reali- 
dad y los resultados de los actos eleccionarios , y 
prevenga por consiguiente los abusos y el empleo 
de la fuerza brutal, con que la malicia y el fraude 
y aun la influencia gubernativa pretenden sobre- 
ponerse al libre ejercicio de U soberanía , al voto 
justo é inteligente de la verdadera opinión. De 
entre los varios medios que imaginarse puedan 
para que la ley electoral sea en sí y los resultados 
de su aplicación lo que debe ser, aparece la publi- 
cidad como la primera y mas eficaz de las condi- 
ciones indispensables para. conseguir ese objeto. 

Cómo seguh las ideas que tenemos presenta- 
das sobre el ejercicio del poder electoral, la ley no 
debe conceder el voto, en los países donde las cla- 
ses inferiores no se hallan en aptitud de emplear- 
lo con acierto y provecho, sino á solo los jefes de 
industria fabril y comercial, á los propietarios y 
á los que ejercen alguna profesión literaria 6 ar- 
tística, entre los cuales se deben también com- 
prender como pertenecientes á los primeros, á los 
funcionarios y demás empleados de los órdenes 
administrativo y judicial y a los individuos de' 
clero, claro es que los registros de electores no tÍ3- 
nen que ser otros que los libros de contribuciones 
industriales y dé propiedades rústicas y urbanas, 
que las razones estadísticas de poseedores de eré- 
ditos públicos, de empleados y de clérigos, y de- 
mias individuos que ejerciendo alguna profesión 
literaria ó artística, no estén indicados en los li- 



w^ 



—214— 
bros de contribuciones que á estas profesiones se 
refieran. Igualmente claro es, que s^un ^fce 
mismo sistema, el mejor boleto ó carta de elector 
es el ultimo recibo de pago del impuesto y el tí- 
tulo, diploma, certificado ú >otro documento l^al 
en que conste la profesión literaria, el empleo ó 
estado sacerdotal del sufragante, pues todos, y ca- 
da uno de estos individuos son, según las ideas 
que se han expuesto, electores natos y directo». 

Siendo la publicidad el principal y mas efi^ 
caz requisito para la legalidad y buenos resulta- 
dos de lo» actos eleccionarios, el primer uso <iue 
d^ ella debe hacerse es, presentar al público, por 
medio de periódicos y en cartdes colocados en Í03 
diversos distritos ó parroquias electorales á que 
los sufragantes pertenecen, copias autorizadas ppr 
los funcionarios respectivos, de las razonas nomi- 
nales de los contribuyentes y demás individuas 
que según la ley son electores, y xjue rpsiden co- 
mo vecinos en esa parroquia, á fin de. que hagan 
sus reclan^adones^ los que se enjpu^ntrefli injusta- 
mente omitidos para que se reformen .?il pun^ 
las listes, y se imponga la correspondiente pena 
al funcionario que incurrió en la omisión* . 

La segunda exijencia que reclaina el , j)i:ingi- 
pio.^el^ publicidad electoral^ es que el voto^vf^ía 
firmado por el elector; á fin de que,, después del 
escrutinio, ^ea depositado en manos doloss seci:e- 
tarios de la mesa receptora de sufr?igios por todo 
el tiempo en que pu^da servir de prueba d^ aou- 
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sacion contra cualquier fraude que se llegare á 
cometer. 

La tercera circunstancia complementaria de 
la publicidad electoral es, que terminado el sufra- 
gio, y antes de hacerse la promulgación oficial, del 
elegido, se presente al público, por los modos ya 
señalados para anunciar la razón de los electores, 
la razón nominal de los votos, suscripta por el 
presidente y secretarios de cada mesa, á fin de 
que cualquiera elector pueda reclamar contra el 
abuso que se hace de su nombre, y señalando la 
persona por quien él emitió su voto, esta declara- 
ción sea considerada como su verdadero sufragio, 
y se cuente por tal en los resultados públicos de 
la elección. Y no solo debe producir semejantes 
efectos tal declaración, sino que también debe al 
punto producir acción criminal de falsificación 
contra el presidente y secretftrios que adulteraron 
el voto del declarante, atrayendo por consiguiente 
hacia si los jueces y tribunales, de puro derecho 
ó por querella de parte, el conocimiento y castigo 
del crimen denunciado. Para este juicio sirve de 
prueba el voto firmado, que depositado en poder 
del secretario, debe este presentar bajo pena de 
responsabilidad. 

FIN DE LAS BREVES NOCIONES. 
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